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Adolescentes en acogimiento 
residencial y conducta antisocial: 
Factores asociados y perfiles de riesgo 
 
RESUMEN 
Los adolescentes que son atendidos por el sistema de protección a la 
infancia y adolescencia constituyen uno de los grupos más vulnerables 
de nuestra sociedad. Específicamente, aquellos que son acogidos en 
hogares o residencias de protección presentan un riesgo mayor de 
desarrollo de diversas problemáticas a nivel conductual, emocional y 
psicosocial. Las situaciones violentas o negligentes dentro del ámbito 
familiar, la convivencia en entornos desestructurados o las propias 
conductas problemáticas del joven, son algunas de las causas que 
pueden derivar en la aparición de conductas antisociales y que podrían 
verse agravadas por el propio acogimiento. No obstante, en contra de 
la perspectiva tradicional que defiende los efectos perjudiciales del 
acogimiento residencial (AR) sobre las diversas áreas de desarrollo de 
estos jóvenes, ha emergido una nueva perspectiva que aboga por los 
efectos restauradores del AR. Desde esta perspectiva se ha planteado 
que las intervenciones en AR pueden reducir significativamente la 
probabilidad de aparición de consecuencias negativas en los 
adolescentes, siempre y cuando éstas se adecúen a sus necesidades 
específicas. Teniendo en cuenta las aportaciones realizadas desde esta 
perspectiva restauradora del AR, el presente trabajo plantea como 
objetivo principal la evaluación del perfil de los adolescentes en AR, a 
través de la comparación con una muestra de adolescentes de 
población general (PG) y otra de justicia juvenil (JJ). Para ello, se 
parte de un enfoque ecológico del riesgo que contempla diversos 
niveles como la familia, la comunidad y el propio individuo. Además, 
con el fin de identificar los perfiles de riesgo específicos en 
adolescentes en AR, se pretende evaluar la relación que cada uno de 
los factores de riesgo históricos, psicosociales e individuales, 
mantiene con diferentes tipos de conducta antisocial (i.e., conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo, vandalismo y problemas 
derivados del consumo de sustancias). La relación entre los diferentes 
 
 
factores de riesgo dinámicos y la conducta antisocial se contempla a 
su vez desde una perspectiva centrada en la persona, fundamentada en 
la identificación de subgrupos de individuos en función de sus 
puntuaciones en los indicadores de riesgo. La muestra principal estuvo 
compuesta por 145 adolescentes procedentes de diversos centros de 
AR ubicados en Galicia (España), así como dos muestras de 
comparación: una muestra de adolescentes de JJ y otra muestra de PG. 
La información fue recogida a través del protocolo de valoración del 
riesgo en adolescentes infractores (VRAI). Los resultados reflejan la 
existencia de un perfil de riesgo específico en adolescentes en AR que 
difiere del perfil de PG y se asemeja, en mayor medida, al perfil de los 
adolescentes de JJ. Además, los diferentes factores de riesgo presentan 
asociaciones diferenciales con los distintos tipos de conducta 
antisocial. No obstante, cuando todos los factores son tenidos en 
cuenta de modo simultáneo, son los factores individuales los que más 
porcentaje de la varianza explican de la conducta antisocial. Por 
último, fueron identificados tres perfiles de riesgo en adolescentes en 
AR en función de sus puntuaciones en los factores dinámicos: un 
grupo de bajo riesgo, un grupo de riesgo moderado y un grupo de alto 
riesgo. El grupo de alto riesgo fue el que presentó las puntuaciones 
más elevadas en los factores de riesgo y el que más fuertemente se 
relacionó con la conducta antisocial. Estos hallazgos ponen de 
manifiesto la utilidad de la evaluación del nivel de riesgo específico 
en adolescentes en AR y la pertinencia del diseño y elaboración de 
instrumentos de valoración del riesgo adaptados a las necesidades 
específicas de esta población. Estas herramientas podrían contribuir, a 
su vez, a la gestión del riesgo a través del desarrollo de estrategias de 
intervención efectivas adaptadas a las características de estos jóvenes. 
PALABRAS CLAVE:  
Adolescentes; acogimiento residencial; factor de riesgo; perfil de 
riesgo; conducta antisocial. 
   
Adolescents placed in residential care 
centres and antisocial behaviour: 
Associated factors and risk profiles 
 
ABSTRACT 
Adolescents looked after by the Child Welfare System constitute one 
of the most vulnerable groups in our society. Specifically, those who 
are placed in residential or group care increase the risk of an array of 
behavioural, emotional, and psychosocial problems. The violent or 
negligent experiences within the family setting, living in unstructured 
environments, or the own adolescent problematic behaviour itself, are 
some of the causes that may influence the appearance of antisocial 
behaviour and which might also been exacerbated by the residential 
care (RC). Notwithstanding, contrary to the traditional perspective, 
which asserts the detrimental effects of the RC on the adolescent 
development, a new perspective that advocates for restorative effects 
of RC has emerged. From this perspective it has been proposed that 
interventions carried out in RC might significantly reduce the 
probability of negative consequences in adolescents, provided that 
they are adapted to the specific needs of this population. Taking into 
account the contributions made from this restorative perspective, the 
current study aims to assess the specific profile in adolescents in RC, 
by means of the comparison with a sample of adolescents from the 
general population (GP) and another sample from the juvenile justice 
system (JJ). For that purpose, an ecological approach focused on 
different risk levels such as family, community and individual factors 
was considered. Likewise, in order to go deep into the specific risk 
profile of adolescents in RC, which is intended as to assess the 
associations between the historical, psychosocial and individual risk 
factors with different types of antisocial behaviour (i.e., aggression, 
rule-breaking behaviour, theft, vandalism, and drug problems). The 
relation between different dynamic risk factors and antisocial 
behaviour was also contemplated from a person-centred approach, 
based on the identification of subgroups of individuals according to 
their scores on the risk indicators. The main sample was composed of 




community of Galicia (NW Spain). Furthermore, two comparison 
samples were recruited: one sample of JJ adolescents, and another 
sample of GP adolescents. Information was collected through the 
Juvenile Offender’s Risk Assessment (VRAI) protocol. Results show 
a specific risk profile in adolescents in RC which differs from that 
found in GP and which resemble, to a larger extent, the adolescent risk 
profile found in JJ. Moreover, the risk factors display a different 
pattern of associations with the five types of antisocial behaviour 
assessed. However, when all the factors were introduced in the same 
model, the variance of antisocial behaviour was primarily explained 
by individual risk factors. Finally, three different risk profiles were 
identified in adolescents in RC: a low-risk, a middle-risk, and a high-
risk. The high-risk group showed the highest scores on the different 
risk factors as well as on antisocial behaviour. The current findings 
reveal the existence of a specific risk profile in adolescents in RC 
which may be taken into account for the design and elaboration of risk 
assessment tools adapted to the specific needs of this population. 
These instruments will contribute, in turn, to the risk management 
through the development of effective intervention strategies adapted to 
the characteristics of these youngsters. 
 
KEYWORDS: 
Adolescents; residential care; risk factor; risk profile; antisocial 
behaviour. 
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1. MENORES EN SITUACIÓN DE 
DESPROTECCIÓN 
 
1.1 REGULACIÓN DE LA PROTECCIÓN INFANTIL 
En el presente capítulo se abordará muy brevemente el 
reglamento jurídico y legal en el que se enmarca el sistema de 
protección a la infancia y adolescencia. Tomando como base 
diferentes tratados internacionales al respecto, se hará un repaso 
acerca de la legislación específica a nivel nacional y las características 
que definen al sistema de protección, así como sus medidas de 
actuación. Por último, se presentará una visión sobre la situación 
actual en la que se encuentran los jóvenes implicados en el sistema de 
protección y que, específicamente, son acogidos en alguno de los 
hogares o residencias destinados para tal fin. 
1.1.1 Tratados Internacionales 
La Asamblea General de las Naciones Unidas en su Declaración 
de los derechos del niño (DDN, 20 de noviembre de 1959) elaboró 
una serie de principios con el fin de fomentar el adecuado desarrollo e 
integración de los niños y niñas en la sociedad y de que éstos pudiesen 
gozar de los derechos y libertades que les corresponden. Esta 
Declaración expone que los derechos han de ser reconocidos a todos 
los niños sin excepción alguna ni distinción o discriminación por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
u otra condición (principio 1, DDN, 20 de noviembre de 1959). 
Asimismo, establece el interés superior del menor como consideración 
fundamental en todas aquellas situaciones que involucren directa o 
indirectamente a los menores de edad (principio 2, DDN, 20 de 




Esta Declaración supuso un avance con respecto a la 
consideración de los derechos de niños y niñas de todo el mundo. No 
obstante, la desventaja social que todavía afectaba a la población 
infantil contribuyó a que la misma Asamblea General de las Naciones 
Unidas promulgara la Convención sobre los derechos del niño (CDN, 
20 de noviembre de 1989), ratificada por España el 30 de noviembre 
de 1990. La Convención sobre los derechos del niño especifica los 
derechos de los niños y niñas que deben ser respetados con el fin de 
garantizar su bienestar, considerando en todo caso el interés superior 
del menor y prestando especial atención a la necesidad de protección a 
la infancia y adolescencia. Así, el artículo 19.1 establece que los 
Estados “adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda 
forma de prejuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual . . .”. 
Se defiende, por tanto, el derecho a una protección y asistencia 
especial a todos aquellos niños que por su propio interés se vean 
privados temporal o permanentemente de su familia de origen (art. 
20.1, CDN, 20 de noviembre de 1989). Además, se establecen una 
serie de medidas ante tales situaciones entre las que figuran: la 
colocación en hogares de guarda, la adopción, o la derivación a 
instituciones adecuadas de protección de menores (art. 20.3, CDN, 20 
de noviembre de 1989). En todos aquellos casos en los que un menor 
sea objeto de desprotección, la CDN aconseja la adopción de medidas 
que promuevan la reintegración social y la recuperación física y 
psicológica del menor (art. 39, CDN, 20 de noviembre de 1989). 
Siguiendo las recomendaciones expuestas en la Convención sobre 
los derechos del niño, el Parlamento Europeo aprobó el 8 de julio de 
1992 la Carta Europea sobre los derechos del niño. En ella se hace 
constar el derecho que todo niño tiene a la protección y a unos 
cuidados básicos, así como a unos recursos mínimos. En el caso de 
que estos cuidados no puedan ser recibidos por parte de los 
progenitores, deberán ser facilitados por parte de los Estados a través 
de personas o familias dispuestas a ello, o mediante la intervención 
directa de las instituciones. Además, se refleja específicamente el 
derecho que todo niño tiene a una protección y/o ayuda especial en 
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caso de ser abandonado o privado definitiva o temporalmente de la 
convivencia con su familia de origen. 
1.1.2 Regulación nacional  
A nivel nacional, fue promulgada la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor, en respuesta a la 
necesidad de una reforma profunda de las instituciones de protección 
del menor. A pesar de que éstas ya se encontraban reguladas en el 
Código Civil, carecían de una legislación específica que tuviese en 
cuenta los derechos y las necesidades de los menores en la sociedad y 
que ya habían sido previamente consideradas en diversos Tratados 
Internacionales. De este modo, tal como se expresa en la exposición 
de motivos, la LO 1/1996 surgió como un medio de renovación del 
ordenamiento jurídico a través del cual se pretendía dotar al menor de 
un adecuado marco jurídico de protección que vinculase tanto a las 
instituciones, como a padres y familiares, y a la sociedad en general. 
La Ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que se modifican 
determinados artículos del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil en materia de adopción, ya había introducido modificaciones 
sustanciales en el ámbito de la protección a la infancia, como la 
sustitución del término abandono por el de desamparo, o la inclusión 
de la figura de acogimiento familiar (AF). Sin embargo, no fue hasta 
la aprobación de la LO 1/1996 cuando se regularon específicamente 
los principios generales de actuación frente a situaciones de 
desprotección infantil y los derechos de los menores ante tales 
situaciones. La LO 1/1996 introdujo a su vez la distinción entre los 
conceptos de riesgo y desamparo dado que, aunque ambos se 
engloban dentro del epígrafe general de desprotección infantil, su 
naturaleza específica requería de una diferenciación en el grado de 
intervención. Esta Ley considera como situaciones de riesgo todas 
aquellas circunstancias o condiciones que constituyen un perjuicio 
para el menor pero cuya gravedad no se considera suficiente como 
para separarlo de su núcleo familiar. En aquellos casos en los que la 
gravedad de los hechos excede la posibilidad de mantener al menor en 




del menor del mismo, se establece una situación de desamparo (LO 
1/1996, p. 1226). 
Con respecto a las actuaciones en situaciones de desprotección del 
menor, la LO 1/1996 dispone que éstas deben ir encaminadas a la 
prevención y reparación de las situaciones de riesgo; el ejercicio de la 
guarda y, en los casos de desamparo, la asunción de la tutela (art. 12, 
LO 1/1996). En el caso de las situaciones de riesgo, las actuaciones 
deberán centrarse en la disminución de los factores de riesgo y 
dificultad social, así como la promoción de los factores protectores, 
tanto del menor como de su familia (art. 17, LO 1/1996). Por su parte, 
ante una situación de desamparo, la administración pública deberá 
asumir la tutela del menor y estimar las medidas oportunas de 
protección (art. 18.1, LO 1/1996). En todos aquellos casos en los que 
el acogimiento institucional sea la medida adoptada, se establece que 
la duración de éste deberá ser del menor tiempo posible (art. 21.1, LO 
1/1996). Asimismo, todas las medidas y actuaciones llevadas a cabo 
antes situaciones de desprotección deberán tener un carácter educativo 
y regirse por el principio fundamental de interés superior del menor.  
La LO 1/1996 supuso un punto de inflexión en la consideración 
de los derechos de los menores en general y en el ámbito de la 
protección a la infancia en particular. No obstante, los constantes 
cambios sociales han propiciado un incremento en la demanda para la 
mejora de la situación de los menores y de sus instrumentos de 
protección jurídica y social. Como consecuencia, la Ley Orgánica 
8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la 
infancia y adolescencia, fue promulgada con el objetivo de introducir 
las modificaciones sustantivas para la mejora del sistema de 
protección. Específicamente, se expone la conveniencia de un 
contexto familiar libre de violencia para el desarrollo del menor; el 
mantenimiento del menor en su familia de origen y de sus relaciones 
familiares; y, en el caso del establecimiento de una medida de 
protección, la prioridad del AF frente al residencial, ya sea en familia 
extensa o en familia ajena (art. 2.2, LO 8/2015). 
Otra de las novedades introducidas por la LO 8/2015 hace 
referencia a la regulación de los centros de protección específicos para 
menores con problemas de conducta. El incremento sustancial del 
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número de menores que ingresan en centros de protección a causa de 
conductas problemáticas, principalmente en el ámbito familiar, ha 
dado lugar a un nuevo perfil en los usuarios de los servicios de 
protección (Defensor del Pueblo, 2009). Este nuevo perfil requiere 
una adaptación de las medidas de protección que se adecúe a sus 
necesidades y que tenga en cuenta sus condiciones y características 
especiales a la hora de llevar a cabo una intervención especializada. 
Los centros de protección específicos para menores con problemas de 
conducta están destinados al "acogimiento residencial de menores que 
estén en situación de guarda o tutela de la Entidad Pública, 
diagnosticados con problemas de conducta, que presenten conductas 
disruptivas o disociales recurrentes, transgresoras de las normas 
sociales y los derechos de terceros . . ." (art. 25.1, LO 8/2015). El 
acogimiento en este tipo de centros tiene como objetivo fundamental 
proporcionar al menor un contexto estructurado adecuado para su 
educación y desarrollo integral, que fomente la normalización de su 
conducta y la reintegración familiar, todo ello enmarcado en un 
proyecto educativo que cuente con programas específicos adaptados a 
sus necesidades (art. 25.2, LO 8/2015). 
Posteriormente, la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia, introdujo 
una serie de cambios y especificaciones que proporcionan una visión 
más amplia de las situaciones y actuaciones en caso de desprotección 
infantil. Además de las modificaciones de la Ley Orgánica de 
Protección Jurídica del Menor, la Ley 26/2015 incorpora a su vez las 
principales modificaciones del Código Civil en materia de protección 
infantil, así como las modificaciones de la Ley de Adopción 
Internacional, la Ley de Enjuiciamiento Civil y la Ley de Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, en lo que refiere a la protección de 
menores. Entre las modificaciones de la LO 1/1996 se destaca la 
atención especial a grupos vulnerables, entre los que se encuentran los 
menores extranjeros y especialmente los menores extranjeros no 
acompañados, cuya integración en la sociedad será el objetivo 
prioritario siempre y cuando el Estado haya asumido la tutela (art. 
10.3, Ley 26/2015). Se especifican, además, los principios rectores de 




con respecto a las situaciones de riesgo y desamparo y las medidas 
ante tales circunstancias. 
1.1.2.1 Principios rectores de actuación ante situaciones de 
desprotección infantil 
Tras las modificaciones introducidas con respecto al sistema de 
protección a la infancia y adolescencia, han sido propuestas una serie 
de directrices que deben regir todas aquellas actuaciones que 
impliquen al menor, tanto de forma directa como indirecta, con el fin 
de garantizar su adecuado desarrollo y bienestar, así como el respeto y 
el cumplimiento de sus derechos (art. 11, Ley 26/2015). Todas las 
actuaciones enmarcadas en el contexto de la protección infantil 
deberán tener como objetivo principal el desarrollo integral del menor 
a nivel personal, social y familiar, y protegerlo de cualquier tipo de 
desigualdad social. Para ello, deberá promoverse el AF frente al 
acogimiento institucional, en aquellos casos que sea conveniente,  
fomentando siempre su integración familiar y social y considerando 
en todo momento su interés superior. Deberá asegurarse además la 
protección del menor contra toda forma de violencia, incluyendo 
maltrato físico o psicológico, negligencia, abuso sexual, violencia de 
género o en el ámbito familiar. Asimismo, toda actuación que se lleve 
a cabo con menores en situación de desprotección deberá tener un 
carácter educativo y fomentar la sensibilidad y participación social. 
Por tanto, todas aquellas actuaciones llevadas a cabo en el ámbito 
de la protección a la infancia y adolescencia deberán enfocarse a la 
sensibilización social sobre esta problemática; prevención de toda 
forma de abuso o violencia que pueda afectar a los menores, 
especialmente en el ámbito familiar; detección de todos aquellos casos 
en los que tenga lugar y notificación a los organismos 
correspondientes y personas implicadas; asistencia a los menores; y, 
en definitiva, protección contra toda forma de abuso y/o violencia. 
Asimismo, deberá promoverse el desarrollo integral y la recuperación 
física y psicológica, así como la reintegración social y/o familiar de 
todos aquellos menores que por diversos motivos hayan sido víctimas 
de desprotección infantil. Para ello, deberá fomentarse el desarrollo de 
programas específicos adaptados a las diferentes medidas y siempre 
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con un carácter educativo, incluyendo los recursos necesarios a todos 
aquellos jóvenes que hayan cumplido la mayoría de edad tras un 
período de acogimiento. 
1.1.2.2 Situación de riesgo vs situación de desamparo 
La gran heterogeneidad que caracteriza a los menores en el 
sistema de protección a la infancia, junto con la necesidad de 
adecuación y adaptación de las estrategias de intervención, ha dado 
lugar a la diferenciación entre los conceptos de riesgo y desamparo, 
establecida en la LO 1/1996. No obstante, la constante evolución 
social ha favorecido a su vez el desarrollo del sistema de protección a 
la infancia y de las consideraciones que éste ha de tener en cuenta para 
la determinación de una posible situación de desprotección. De este 
modo, tal como se expone en la Ley 26/2015: 
Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a 
causa de circunstancias, carencias o conflictos 
familiares, sociales o educativos, el menor se vea 
perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o 
educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma 
que, sin alcanzar la entidad, intensidad o persistencia 
que fundamentarían su declaración de situación de 
desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de 
la ley, sea precisa la intervención de la administración 
pública competente, para eliminar, reducir o compensar 
las dificultades o inadaptación que le afectan y evitar su 
desamparo y exclusión social, sin tener que ser 
separado de su entorno familiar. 
En el caso de la declaración de una situación de riesgo, la 
intervención deberá centrarse en la reducción de los factores de riesgo 
que puedan estar influyendo en tal situación, tanto a nivel personal, 
familiar o social, así como la promoción de los factores de protección 
que tengan como fin último el mantenimiento del menor en su familia 
de origen (modificación art. 17.1 de la LO 1/1996, Ley 26/2015). 
Por su parte, se considerará como situación de desamparo la 
producida “a causa del incumplimiento, o del imposible o inadecuado 




guarda de los menores, cuando éstos queden privados de la necesaria 
asistencia moral o material” (art. 18, Ley 26/2015). La Ley 26/2015 
establece una serie de condiciones o circunstancias que deben ser 
tenidas en cuenta para la valoración de una situación de desamparo, 
siempre y cuando acontezcan con una gravedad suficiente como para 
poner en riesgo la integridad física o mental del menor: a) el abandono 
del menor por motivos diversos; b) la guarda voluntaria, en el caso de 
que los progenitores no estén en condiciones o, aún estando en 
condiciones de asumir la tutela del menor, no quieran hacerlo; c) el 
riesgo para la vida, salud e integridad física del menor, que incluye 
todos aquellos casos de maltrato, abuso sexual y negligencia, trata de 
seres humanos o consumo de sustancias adictivas por parte de los 
menores con consentimiento de sus progenitores; d) el riesgo para la 
salud mental del menor, su integridad moral y el desarrollo de su 
personalidad, derivado de situaciones de maltrato infantil o ausencia 
emocional; e) el deterioro grave del entorno o de las condiciones de 
vida familiares; f) la inducción a la mendicidad, delincuencia o 
prostitución; g) la ausencia de escolarización o falta de asistencia a 
clase reiterada y sin justificación; h) cualquier otra situación que 
pueda afectar a la integridad física, psicológica o moral del menor. 
En caso de haberse declarado una situación de desamparo, la 
administración pública es la encargada de asumir la tutela del menor y 
de proporcionar las medidas necesarias y oportunas de protección. 
Además, ésta puede hacerse cargo de la guarda de los menores por 
diversos motivos: tras la declaración de una situación de desamparo; 
en aquellos casos en que los progenitores por diversos motivos no 
puedan hacerse cargo del menor; o en supuestos de guarda voluntaria. 
En este último caso, la duración de la guarda no debe exceder los 2 
años y siempre con el compromiso de los progenitores de llevar a cabo 
una intervención enfocada hacia la reintegración familiar. No 
obstante, en todos estos casos deberá llevarse a cabo un plan 
individualizado de protección, en el que se detallen los objetivos, los 
procedimientos y las medidas a seguir para la mejora de la situación 
del menor y la reintegración en la familia de origen, considerando en 
todo caso el interés superior del menor. La guarda del menor podrá 
hacerse efectiva mediante acogimiento en familia extensa o ajena o 
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acogimiento residencial (AR), priorizando en todo caso el AF frente al 
AR. 
1.1.2.3 Medidas de actuación ante situaciones de desamparo: 
El acogimiento residencial (AR) 
Tal como aparece reflejado en la Ley 26/2015, de modificación 
del artículo 21.3 de la LO 1/1996, la medida de AR tiene carácter 
subsidiario del AF. Por tanto, siempre que la situación así lo permita y 
sea considerado el interés superior del menor, éste debe permanecer en 
un entorno familiar de acogida y no ha de aplicarse una medida de AR 
salvo imposibilidad de llevar a cabo un AF. Esta disposición deberá 
ser tenida en cuenta especialmente en aquellos casos en los que la 
edad del menor sea inferior a 6 años y se evitará, en la medida de lo 
posible, en menores de 3 años. Sin embargo, en aquellos casos en los 
que el menor no pueda permanecer en un entorno familiar y la 
administración pública sea la responsable de su guarda, ésta se hace 
efectiva a través del acogimiento en alguno de los hogares o 
residencias específicos destinados para ello. Estos hogares tienen 
como finalidad satisfacer las necesidades de protección y cuidados 
básicos de los menores, así como proporcionar los recursos necesarios 
para su desarrollo integral y la convivencia enmarcada en un contexto 
normalizado e integrado en la comunidad, en sus actividades de ocio y 
culturales. Asimismo, estos centros tienen como objetivo principal 
fomentar el desarrollo educativo y proporcionar el apoyo 
psicoterapéutico necesario para el afrontamiento de la situación que ha 
dado lugar a la medida de acogimiento, disminuyendo el riesgo de 
problemas psicosociales y educativos derivados de la misma. No 
obstante, una medida de AR debe tener carácter temporal y 
prolongarse durante el tiempo estrictamente necesario. 
En el caso de haberse hecho efectiva una medida de AR, los 
menores tienen derecho a mantener el contacto y relacionarse con su 
familia de origen, así como recibir la información pertinente acerca de 
la situación socio-familiar que ha dado lugar a dicha medida, siempre 
que su interés superior así lo aconseje. Asimismo, todos los menores 
son objeto de un plan individual de protección, derivado de la 




recoge los objetivos a seguir, los plazos establecidos y las 
intervenciones que serán llevadas a cabo para su consecución. Todo 
ello enmarcado en un contexto que promueva las relaciones familiares 
así como su implicación y colaboración para facilitar el retorno a la 
familia de origen en el menor tiempo posible. Así, toda intervención 
destinada a favorecer el desarrollo psicosocial del menor y la mejora 
en su situación individual y familiar debe verse reflejada en el plan 
individual de protección. 
1.2 SITUACIÓN ACTUAL Y PERFIL DE LOS MENORES EN AR 
Según el informe del Observatorio de la Infancia correspondiente 
al año 2016 sobre medidas de protección a la infancia y adolescencia 
en España, un total de 33.745 menores se encontraban en 
cumplimiento de algún tipo de medida de protección fuera de su hogar 
de origen (Observatorio de la Infancia, 2017). Del total de menores en 
protección, 14.104 se encontraban en AR, dato que supone el 42% del 
total, mientras que 19.641 menores se encontraban en AF, 
correspondiente al 58% del total. En AR se registraron un total de 
11.381 altas a lo largo del año 2016, por encima de las 4.269 que se 
registraron en AF. Ello significa que, del total de medidas de 
protección que fueron registradas en el año 2016, un 73%  fueron 
medidas de AR. Estos datos reflejan que los AFs tienden a ser 
acogimientos de larga duración, ya que se registran menos altas por 
año pero aún así representan un porcentaje mayor del total. Sin 
embargo, el número de ARs que se registran cada año es mayor 
aunque los acogimientos tienen una menor duración, ya que 
constituyen un porcentaje menor del total. Por otro lado, los datos 
muestran que un 59% del total de menores en AR eran varones, 
mientras que un 41% eran mujeres. Las estadísticas informan a su vez 
que casi la mitad de los chicos y chicas en AR tenían entre 15 y 17 
años, una tercera parte tenían entre 11 y 14 años y los restantes tenían 
10 años o menos. Por tanto, el perfil de menores en AR se asocia 
principalmente  a la infancia tardía y adolescencia. 
El motivo más común para la derivación al sistema de protección 
y el establecimiento de una medida de acogimiento es, y ha sido a lo 
largo de los años, el maltrato infantil. Según datos correspondientes al 
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año 2016, el Registro Unificado de casos de sospecha de Maltrato 
Infantil (RUMI) contabilizó un total de 14.569 casos de maltrato 
infantil en España, de los cuales 5.492 fueron considerados de alta 
gravedad, lo que supone un 37,5% del total (Observatorio de la 
Infancia, 2017). Se registraron además un total de 18.114 
notificaciones en relación a la victimización de diferentes tipos de 
maltrato infantil, indicando que un gran número de menores son 
víctimas de dos o más formas de abuso. Según datos del RUMI, un 
50% de las notificaciones fueron por negligencia, un 26% por maltrato 
emocional, un 19% maltrato físico y un 5% por abuso sexual. A pesar 
de las dificultades en la determinación del número exacto de 
derivaciones por casos de maltrato infantil a medidas de AR, puede 
inferirse que más de la mitad de los menores en AR fueron víctimas 
de algún tipo de maltrato infantil o negligencia severa por parte de sus 
cuidadores (Observatorio de la Infancia, 2017). No obstante, en los 
últimos años se ha incrementado sustancialmente el número de 
menores que ingresan en centros de AR a solicitud de los padres o 
tutores por diversos motivos. Así, el Observatorio de la Infancia 
estimó que un 9% del total de los ingresos en centros de AR en el año 
2016 fueron debidos a esta casuística. 
A pesar de la consideración estadística a nivel nacional, 
determinadas competencias en materia de protección han sido 
derivadas para su gestión por las correspondientes Comunidades 
Autónomas. Específicamente, en el Estatuto de Autonomía de Galicia 
se atribuye a dicha Comunidad la competencia exclusiva en materia de 
asistencia social (art. 27, LO 1/1981, de 6 de abril) y mediante la Ley 
2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia, se puso de 
manifiesto la responsabilidad de la Xunta de Galicia sobre la 
protección de menores a través del organismo competente (art. 5, Ley 
2/2006). Para el ejercicio de sus funciones en materia de infancia y 
adolescencia, la Secretaría Xeral de la Xunta de Galicia (2007) 
elaboró el Plan Estratéxico Galego da Infancia e Adolescencia (2007-
2010), que pretendía sensibilizar a la población sobre el respeto por 
los derechos de la infancia, incrementar el uso de recursos en el 
ámbito de la protección infantil, así como intensificar las actuaciones 




actuaciones en el ámbito de la protección a la infancia y adolescencia, 
se aconsejaba la reducción del número de menores derivados a 
medidas de AR en favor de otras medidas más normalizadas como el 
AF o la atención de día. Posteriormente, la Dirección Xeral de 
Familia, Infancia e Dinamización Demográfica de la Consellería de 
Política Social (2015) impulsó la Estratexia Galega para a Infancia e 
Adolescencia (2016-2020), la cual recoge una línea estratégica 
centrada en la intervención en situaciones de dificultad, riesgo y 
conflicto personal, familiar y social. En ella se resalta la necesidad de 
desarrollar estrategias de prevención ante situaciones de 
desprotección, destinadas a la reducción de las consecuencias 
psicosociales, así como de los factores que han dado lugar a dicha 
situación.   
Según un informe de la citada Dirección Xeral de Familia, 
Infancia e Dinamización Demográfica, en el año 2015 un total de 
1.249 menores se encontraban en AR en alguno de los hogares o 
residencias destinados para tal fin en esta Comunidad, de los cuales 
666 eran niños y 583 eran niñas. Del total de centros de AR, 4 estaban 
gestionados directamente por la administración pública y todos eran 
centros con hogares, mientras que 56 eran centros de acogida 
gestionados indirectamente a través de instituciones públicas o 
privadas colaboradoras. De todos ellos, 6 eran centros con hogares, 26 
eran casas de familia, 7 eran viviendas tuteladas, 15 eran 
minirresidencias y 2 eran viviendas asistidas, con un total de 803 
plazas destinadas al acogimiento de los menores. Estos datos reflejan 
la creciente problemática social cuya trayectoria parece no 
evolucionar de manera paralela a los recursos disponibles. Tal como 
será expuesto en los siguientes apartados, los menores en AR 
presentan unas necesidades específicas que deben ser tenidas en 
cuenta para la mejora de su bienestar y adaptación psicosocial. Sin 
embargo, a pesar de los esfuerzos invertidos por organizaciones y 
profesionales del sector, todavía queda un largo camino por recorrer 
en el ámbito de la protección a la infancia y adolescencia. Por ello, los 
avances en el conocimiento proporcionados desde el campo de la 
investigación junto con el incremento en recursos humanos y 
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materiales por parte de las instituciones, favorecerán el desarrollo 









2. CONDUCTA ANTISOCIAL, 
DELINCUENCIA Y CONSUMO DE 
SUSTANCIAS EN 
ADOLESCENTES EN AR 
 
Tal como se ha expuesto previamente, las causas para el 
establecimiento de una medida de AR son múltiples y diversas. No 
obstante, todas ellas comparten una esencia subyacente de 
desprotección o incapacidad para proporcionar los cuidados y 
necesidades básicas por parte de las figuras parentales. Por ello, no 
resulta extraño que estos jóvenes manifiesten unas mayores 
dificultades y problemáticas a nivel emocional, conductual y 
psicosocial a lo largo de su desarrollo. Sin embargo, el papel que 
ejerce el establecimiento de una medida de AR, así como todo el 
proceso institucional derivado de la misma, parece todavía no estar 
demasiado claro. A pesar del debate existente, lo que sí parece 
indudable es el efecto positivo que las intervenciones específicas y 
adaptadas a las necesidades de los jóvenes ejercen sobre su bienestar 
psicosocial, siempre y cuando se cuente con los recursos necesarios y 
con la formación profesional adecuada. La determinación de los 
factores implicados en la aparición de la conducta antisocial en esta 
población es fundamental para el desarrollo de estrategias de 
intervención efectivas. A lo largo del presente capítulo se 
profundizará, por tanto, en el análisis de dos de las causas más 
frecuentes para el establecimiento de una medida de AR (i.e., maltrato 
infantil y conductas problemáticas severas de los menores), así como 
sus consecuencias en relación a la conducta antisocial en adolescentes 
en AR. Además, se expondrá una breve descripción de la situación 
desde las dos perspectivas diferenciadas entorno al debate acerca de 
los efectos del AR: por un lado, aquella que defiende los efectos
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negativos que esta medida de protección ejerce sobre la aparición de 
problemas de conducta; y, por otro, aquella que destaca la influencia 
positiva del AR sobre el desarrollo psicosocial de estos jóvenes. 
2.1 MALTRATO INFANTIL, CONDUCTA ANTISOCIAL, DELINCUENCIA Y 
CONSUMO DE SUSTANCIAS 
El maltrato infantil se define como toda forma de violencia que se 
perpetra contra un menor, considerando menor toda aquella persona 
que no alcanza los 18 años de edad (Centro Reina Sofía, 2011). Según 
la Organización Mundial de la Salud (OMS) el maltrato incluye todas 
las actuaciones que directamente causen o puedan incrementar el 
riesgo de daño para la salud, desarrollo o dignidad del niño, o que 
puedan poner en peligro su supervivencia, y que tienen lugar dentro 
del contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder. 
Consideran dentro de la categoría de maltrato infantil el maltrato 
físico o psicológico, abuso sexual, desatención, negligencia y otros. El 
maltrato físico es definido como el uso intencional de la fuerza física 
contra un niño y que incluye golpes, cortes, patadas, puñetazos, 
quemaduras, estrangulamiento o asfixia (Norman et al., 2012). El 
maltrato psicológico o emocional implica un déficit por parte de los 
cuidadores en proporcionar al menor un entorno adecuado de apoyo y 
afecto y una amenaza persistente de las necesidades emocionales 
básicas del menor, que incluyen seguridad emocional, aceptación y 
autoestima y desarrollo de la autonomía (Manly, Cichetti, & Barnett, 
1994). La restricción de las libertades, menosprecio, culpabilización, 
amenazas, o atemorizar y ridiculizar al menor son algunos ejemplos 
de abuso emocional o psicológico (Norman et al., 2012). La 
negligencia puede incluir una carencia en proporcionar los cuidados 
médicos y educativos necesarios, así como un apoyo emocional 
inadecuado. Incluye también la incapacidad de satisfacer las 
necesidades básicas del menor en cuanto a alimentos, ropa o vivienda, 
además de una inadecuada supervisión en relación a la edad o 
desarrollo evolutivo (Logan-Greene & Jones, 2015). Por último, se 
considera abuso sexual todo aquel acto que involucra al menor en 
alguna actividad sexual no consentida, que no resulta comprensible o 
16 
 
Conducta antisocial, delincuencia y consumo de sustancias 
adaptada a su nivel de desarrollo, y que viola las leyes y la ética de la 
sociedad (Norman et al., 2012). 
La evidencia empírica ha constatado una gran variedad de 
consecuencias psicosociales negativas en los menores que han sido 
víctimas de maltrato en la infancia (e.g., Norman et al., 2012), así 
como un incremento en las conductas antisociales, delictivas y 
criminales a largo plazo (e.g., Braga, Gonçalves, Basto-Pereira, & 
Maia, 2017; Lansford et al., 2002; Malvaso, Delfabbro, & Day, 2015; 
Snyder & Smith, 2015; Stouthamer-Loeber, Loeber, Homish, & Wei, 
2001; Widom, 2003) e inicios más tempranos en la aparición de 
conductas problemáticas en comparación con menores no maltratados 
(Barrett, Katsiyannis, Zhang, & Zhang, 2014; Widom, 2003; Widom, 
2014). Asimismo, se han observado índices elevados de maltrato 
infantil en muestras de jóvenes en el sistema de justicia juvenil (Silva, 
Graña, & González-Cieza, 2014; Widom, 2014). A pesar de que la 
relación entre el maltrato infantil y la conducta antisocial o delictiva 
parece fuertemente establecida, el efecto diferencial que ejercen las 
diferentes tipologías de maltrato sobre esta problemática no parece tan 
concluyente. Mientras que algunos estudios no encuentran diferencias 
significativas entre los efectos de los menores víctimas de abuso físico 
y aquellos víctimas de negligencia (Mersky & Reynolds, 2007), otros 
han sugerido que las víctimas de tipologías más severas de maltrato 
como el abuso físico o abuso sexual incrementarán el riesgo de 
conductas delictivas y criminales (Braga et al., 2017; Grogan-Kaylor, 
Ruffolo, Ortega, & Clarke, 2008; McGrath, Nilsen, & Kerley, 2011; 
Watts & McNulthy, 2013). Algunos incluso han encontrado que el 
maltrato emocional, y no el maltrato físico, se asocia con los 
problemas de conducta externalizantes (Silva et al., 2014). Sin 
embargo, Logan-Greene y Jones (2015) mostraron que el maltrato 
emocional crónico no predijo agresión ni delincuencia una vez se 
controlaba el efecto de las demás tipologías de abuso, efecto que sí se 
observó para el maltrato físico y el abuso sexual. El meta-análisis 
llevado a cabo por Braga et al. (2017) evidenció que el abuso sexual 
era la forma de maltrato más fuertemente relacionada con la 
delincuencia y la agresión, mientras que el maltrato emocional 




Una mención especial merece la negligencia, ya que se trata de la 
forma de abuso más frecuente entre los menores que son atendidos por 
el sistema de protección a la infancia; su presencia concurre en 
numerosas ocasiones con otros tipos de maltrato; y sus consecuencias 
en el desarrollo psicosocial de los menores son habitualmente 
subestimadas. Barber y Delfabbro (2009) observaron que los niños 
víctimas de negligencia tenían un riesgo mayor de sufrir otras formas 
de abuso. La negligencia ha mostrado ser un predictor significativo de 
la violencia, incluso más que el maltrato físico (Yun, Ball, & Lim, 
2011). Además, la negligencia se asoció a su vez con la agresión tras 
controlar el efecto de las demás tipologías de maltrato (Logan-Greene 
& Jones, 2015) y con delitos relacionados con el alcohol y otras 
drogas (Chen, Propp, deLara, & Corvo, 2011). Ryan, Williams y 
Courtney (2013) analizaron una muestra de jóvenes en el sistema de 
justicia juvenil (JJ) con antecedentes en el sistema de protección y 
observaron que el riesgo de reincidencia de los jóvenes se 
incrementaba siempre y cuando éstos tuvieran un expediente por 
negligencia abierto en el momento de la detención. Los resultados con 
respecto a las diferentes formas de negligencia y su influencia sobre 
las conductas delictivas también han sido contradictorios. Mientras 
que algunos estudios no mostraron efectos significativos de la falta de 
supervisión, la negligencia física y el consumo parental de sustancias 
(Snyder & Merritt, 2014), otros evidenciaron que la negligencia física 
o incapacidad para proporcionar los cuidados o necesidades básicas 
predecía la agresión y delincuencia; sin embargo, la falta de 
supervisión no mostró efectos significativos (Logan-Greene & Jones, 
2015). 
Se ha planteado un efecto acumulativo del maltrato, es decir, un 
mayor riesgo de conductas delictivas y violentas en aquellos jóvenes 
que fueron víctimas de múltiples formas de maltrato en su infancia 
(Baglivio et al., 2016; Bender, 2010; Kim & Cicchetti, 2010; Logan-
Greene, Nurius, Hooven, & Thompson, 2015). Además, el maltrato 
que persiste a lo largo del tiempo y a través de diferentes etapas del 
desarrollo se ha relacionado con consecuencias negativas más severas, 
incluyendo mayores niveles de delincuencia (Logan-Greene et al., 
2015). Los hallazgos al respecto muestran a su vez que el maltrato 
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persistente, así como aquel que tiene lugar a lo largo de la etapa 
adolescente, incrementa el riesgo de delincuencia juvenil (Ryan et al., 
2013; Smith, Thornberry, & Ireland, 2004).  
2.1.1 Maltrato infantil y concurrencia con otras formas de 
violencia en la familia 
Además del maltrato infantil, otra de las tipologías de violencia en 
el ámbito familiar que mayor atención ha recibido con respecto al 
incremento del riesgo en la aparición de conductas delictivas en la 
adolescencia ha sido la exposición a violencia doméstica (Kassis, 
Artz, Scambor, Scambor, & Moldenhauer, 2013). Los niños y niñas 
que son víctimas de maltrato infantil proceden en una gran mayoría de 
entornos familiares desestructurados caracterizados por unas 
interacciones familiares conflictivas o violentas. Debido a ello, no 
sorprende que dentro de un mismo entorno familiar se repita un patrón 
de violencia y agresión entre diferentes miembros que impliquen al 
menor de forma directa o indirecta. La exposición a  violencia 
doméstica se define como toda aquella situación en la que los niños 
ven, oyen e intervienen directamente, o son conscientes de las 
consecuencias de abuso físico, psicológico o sexual que acontece entre 
sus figuras parentales (Edleson, 1999a). Diversas revisiones y meta-
análisis han mostrado un índice mayor de problemas de conductas 
externalizantes y delincuencia en aquellos jóvenes que habían sido 
expuestos a episodios de violencia entre sus progenitores o cuidadores 
(Evans, Davies y DiLillo, 2008; Kitzmann, Gaylord, Holt, y Kenny, 
2003; Wolfe, Crooks, Lee, McIntyre-Smith y Jaffe, 2003). 
Varios estudios han informado de un enorme solapamiento entre 
el maltrato infantil y la exposición a la violencia doméstica, con tasas 
de prevalencia que oscilan entre el 30 y el 70% (Edleson, 1999b; 
Jouriles, McDonald, Slep, Heyman, & Garrido, 2008; Maneiro, 
Gómez-Fraguela, & Sobral, 2016; Osofsky, 2003). Además, se ha 
sugerido que los jóvenes que han sido víctimas de ambas formas de 
violencia familiar, tanto directa como indirectamente, presentarán 
consecuencias psicosociales más negativas y un mayor riesgo de 
conductas externalizantes, incluyendo índices más elevados de 




al., 2010; Sousa et al., 2011; Wright, Fagan, & Pinchevsky, 2013). 
Algunos autores proponen que no son los efectos acumulativos de las 
diferentes tipologías de violencia familiar las que incrementan de 
modo directo el riesgo de conducta antisocial o delincuencia juvenil, 
sino que son otros factores, como las relaciones familiares o las 
propias características individuales del menor, los que ejercen un 
efecto significativo sobre esta relación a través del incremento o 
disminución del riesgo de implicación en actividades antisociales o 
delictivas (Benson, Buehler, & Gerard, 2008; Khaleque, Uddin, 
Shirin, Aktar, & Himi, 2016; Lamers-Winkelman, Willemen, & 
Visser, 2012; Maneiro, Cutrín, & Sobral, 2016; Maneiro, Gómez-
Fraguela et al., 2016).   
2.1.2 Transmisión intergeneracional de la violencia 
El patrón de conducta violenta que se genera entre la 
victimización de diferentes episodios de maltrato o negligencia en la 
infancia y la subsecuente aparición de conductas delictivas, también 
conocido como “ciclo de la violencia”, ha sido abordado a lo largo de 
los años con el fin de identificar los procesos y mecanismos 
implicados en la aparición de estas conductas (Widom, 1989). Una de 
las justificaciones más recurrentes en la explicación de la delincuencia 
en jóvenes víctimas de maltrato infantil se basa en las teorías del 
aprendizaje social y la asunción de que las conductas de los niños son, 
de algún modo, reflejos de sus modelos de conducta (e.g., Bandura, 
1977). Según esta teoría, el aprendizaje observacional de las 
interacciones violentas en las situaciones de maltrato favorece la 
legitimación e interiorización del uso de estrategias interpersonales 
violentas que conlleva, a largo plazo, la aparición de conductas 
antisociales acordes con dichas actitudes (Widom, 1989). Así, además 
de ejercer influencia sobre determinadas conductas antisociales y 
delictivas, la victimización en la infancia se ha relacionado a su vez 
con el posterior maltrato hacia los hijos (Colman, Mitchell-Herzfeld, 
& Shady, 2010). En el caso de la negligencia, pocas teorías pueden 
explicar su influencia sobre la aparición de conductas delictivas, con 
la excepción de la teoría general de la tensión (Widom, 2014). Esta 
teoría sugiere que las interacciones o relaciones negativas favorecen la 
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aparición de emociones negativas que requieren de la utilización de 
algún tipo de estrategia de afrontamiento que, en el caso de no ser 
adecuada, influirá sobre la aparición de diversas problemáticas 
(Agnew, 1992).  
Tomando en consideración las teorías utilizadas en la explicación 
del ciclo de la violencia, algunos autores sugieren evitar el simplismo 
en la afirmación del efecto directo que el maltrato infantil ejerce en la 
subsecuente conducta antisocial y tomar en consideración los posibles 
factores individuales, familiares y contextuales que puedan estar 
interviniendo en esta relación (Bender, 2010). Widom (2003) plantea 
la existencia de dos perfiles diferenciados de delincuentes: los que 
tienen antecedentes de maltrato en la infancia y aquellos que no han 
sido víctimas de este tipo de abusos. Según los estudios revisados en 
su trabajo, aquellos jóvenes que habían sido víctimas de maltrato o 
negligencia presentaban índices más elevados de delincuencia; actos 
delictivos más severos y una edad de inicio más temprana; tasas de 
reincidencia mayores y una mayor variedad delictiva, en comparación 
con el grupo control (Widom, 2003). No obstante, esta autora 
concluye que la relación entre maltrato y delincuencia no es 
determinista ni inevitable y sugiere la necesidad de considerar los 
mecanismos explicativos de la delincuencia, que difieren a su vez en 
ambos casos. Sin embargo, y a pesar del auge en el estudio de los 
factores implicados en la aparición de conductas delictivas en 
población general (PG) y en muestras de JJ, estos efectos han sido 
mucho menos estudiados en relación a su influencia en jóvenes que 
han sido víctimas de maltrato en la infancia (Baglivio et al., 2016). 
Desde una perspectiva ecológica, Belsky (1984) propone un modelo 
con el cual trata de explicar la influencia del maltrato infantil. Este 
modelo presupone que las prácticas parentales están directamente 
influenciadas por las propias características individuales de los 
progenitores, por las características individuales del niño/a, así como 
por el contexto social en el que las relaciones familiares tienen lugar, 
y que todo ello influye en el desarrollo psicosocial del menor.  
Las interacciones filio-parentales establecidas en familias 
maltratadoras pueden afectar al desarrollo óptimo de la regulación 




de ofrecer apoyo y afecto, así como el establecimiento de un apego 
evitativo o desorganizado con el niño y favoreciendo, en 
consecuencia, la aparición de conductas problemáticas a largo plazo 
(Logan-Greene & Jones, 2015). El efecto mediador del déficit en la 
regulación emocional sobre la relación entre maltrato infantil y 
negligencia con la delincuencia fue respaldado a través de diversos 
estudios longitudinales (e.g., Kim & Cicchetti, 2010). Asimismo, se 
ha propuesto que el trauma ocasionado por la vivencia de las 
experiencias de victimización en la infancia favorece la desregulación 
emocional que, en consecuencia, ejerce un efecto negativo sobre el 
desarrollo psicosocial (Collin-Vézina, Coleman, Milne, Sell, & 
Daigneault, 2011; Kisiel, Fehrenbach, Small, & Lyons, 2009). 
Algunos estudios han mostrado efectos de mediación del trastorno de 
estrés postraumático (TEPT) y otros problemas de salud mental sobre 
la relación entre maltrato infantil, delincuencia y agresión, tanto 
reactiva como proactiva (Hoeve et al., 2015; Widom, 2014). 
Específicamente, el maltrato infantil se asocia con la presencia de 
TEPT y problemas de salud mental que, a su vez, influye sobre la 
aparición de conductas agresivas y delincuencia. Otros factores 
individuales como impulsividad o psicopatía han emergido también 
como mediadores en la relación entre maltrato infantil, negligencia y 
delincuencia o consumo de sustancias (Oshri et al., 2017; Weiler & 
Widom, 1996). No obstante, no solo los factores individuales influyen 
en la aparición de las conductas problemáticas. Diversos hallazgos han 
evidenciado un efecto significativo de variables contextuales como el 
grupo de iguales o los problemas sociales en el incremento de la 
delincuencia en jóvenes maltratados (Chen & Li, 2017; Kim & 
Cicchetti, 2010; Logan-Greene & Jones, 2015; Wall & Barth, 2005). 
2.1.3 Efectos del AR en adolescentes víctimas de maltrato o 
negligencia 
Los servicios de protección a la infancia pretenden ofrecer un 
entorno de seguridad a los menores que han sido víctimas de maltrato 
infantil o negligencia a través del acogimiento en alguno de los 
centros y hogares destinados para ello. Sin embargo, todavía 
permanece abierto el debate acerca de si las intervenciones llevadas a 
22 
 
Conducta antisocial, delincuencia y consumo de sustancias 
cabo en centros y hogares de AR producen efectos positivos en estos 
jóvenes o si, por el contrario, incrementan los efectos negativos tras la 
vivencia de estas situaciones (DeGue & Widom, 2009). Algunos 
autores sugieren que el AR previene futuros episodios de maltrato y 
que, sin embargo, las consecuencias derivadas del acogimiento 
dependen de otros factores como el género, la edad o las 
características familiares (Jonson-Reid, 2004). Un estudio prospectivo 
llevado a cabo por Widom (1991) mostró que los jóvenes que habían 
sido atendidos por el sistema de protección debido a situaciones de 
maltrato junto con problemas de delincuencia tenían más detenciones 
posteriores que los jóvenes maltratados que no habían estado nunca en 
acogimiento y que aquellos en acogimiento que solo habían sido 
víctimas de maltrato pero no presentaban conductas delictivas. Por su 
parte, un amplio estudio llevado a cabo con una muestra de jóvenes en 
el sistema de JJ mostró que las experiencias adversas de maltrato no 
ejercían un efecto directo sobre la reincidencia, sino que influían de 
manera indirecta y significativa a través del acogimiento de 
protección, es decir, los jóvenes maltratados incrementaban el riesgo 
de reincidencia solo si habían sido atendidos por el sistema de 
protección (Baglivio et al., 2016). En la misma línea, los jóvenes que 
habían sido víctimas de negligencia y habían experimentado algún 
período de acogimiento presentaban cerca del doble de probabilidades 
de delinquir en el futuro (Snyder & Merritt, 2014). Sin embargo, 
DeGue y Widom (2009) no encontraron diferencias en relación al 
número de detenciones en la adultez entre las víctimas de maltrato en 
la infancia que cumplieron alguna medida de acogimiento por abuso o 
negligencia y aquellos que permanecieron en la familia de origen. 
2.1.4 Diferencias de género y conducta antisocial en 
adolescentes víctimas de maltrato infantil  
En la relación entre maltrato infantil, negligencia y delincuencia, 
el género de los adolescentes parece influir de manera significativa. 
Widom (2014) llevó a cabo una revisión sobre un total de ocho 
estudios longitudinales y concluyó que el incremento del riesgo de 
violencia y delincuencia en jóvenes maltratados afecta tanto a chicos 




La misma autora observó que el grupo violento sin presencia de 
maltrato infantil estaba compuesto prácticamente en su totalidad por 
hombres y el grupo violento con antecedentes por maltrato infantil 
tenía también una baja presencia femenina. Sin embargo, el grupo 
violento con historia de abuso infantil junto con estrés postraumático 
contaba con una mayor proporción de mujeres. El porcentaje de 
victimización informada por chicas delincuentes excede al de los 
hombres delincuentes y sus equivalentes que no se han implicado en 
el sistema de justicia (Bender, 2010). Además, algunos autores 
señalan que las mujeres víctimas de maltrato en la infancia tienen una 
mayor tendencia hacia delitos relacionados con la violencia familiar 
(Colman et al., 2010). Ryan y Testa (2005) encontraron que las 
mujeres víctimas de maltrato que contaban con alguna medida de 
acogimiento en su historial tenían un riesgo mayor de delincuencia, 
riesgo que aumentaba en los hombres siempre y cuando tuviesen 
múltiples acogimientos. Por su parte, algunos hallazgos muestran los 
efectos moderadores del género en función de la tipología de maltrato. 
Específicamente, se ha observado un efecto mayor de la negligencia 
en los chicos, con niveles más elevados de delincuencia y delitos 
relacionados con alcohol y drogas (Chen et al., 2011; Logan-Greene & 
Jones, 2015). Además, algunos estudios han mostrado índices 
mayores de agresión relacional en mujeres víctimas de abuso sexual 
(Cullerton-Sen et al., 2008). Sin embargo, otros hallazgos no 
evidenciaron diferencias significativas entre chicos y chicas en la 
relación entre el tipo de maltrato y las conductas agresivas y delictivas 
(Wall & Barth, 2005). 
Algunos estudios analizaron también las diferencias de género en 
los efectos de mediación del acogimiento en la relación entre maltrato 
infantil y delincuencia. Jonson-Reid y Barth (2000) observaron que la 
proporción de mujeres que se involucraban en el sistema de JJ y que 
contaba con algún historial en el sistema de protección por maltrato 
infantil era casi tres veces mayor que la proporción de mujeres de 
población general. Además, el acogimiento en el sistema de 
protección mostró también un efecto de mediación en mujeres 
maltratadas pero no en hombres, que parecen estar más influidos por 
otras variables como la inestabilidad en el acogimiento (Ryan & 
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Testa, 2005). No obstante, Baglivio et al. (2016) observaron que un 
mayor número de experiencias adversas en la infancia, como el 
maltrato, incrementaban la probabilidad de implicación en el sistema 
de protección tanto para hombres como para mujeres; sin embargo, el 
maltrato infantil ejercía un efecto indirecto significativo en el 
incremento de la reincidencia a través del acogimiento únicamente en 
la muestra masculina. Por tanto, el papel del género en esta relación y 
su influencia sobre la conducta antisocial en adolescentes que han sido 
maltratados en la infancia todavía no parece concluyente. 
2.2 PROBLEMAS DE CONDUCTA SEVEROS COMO CAUSA DE AR 
A pesar del elevado porcentaje de menores que son atendidos por 
el sistema de protección debido a casuísticas relacionadas con el 
maltrato infantil o negligencia, no todos los menores en acogimiento 
son derivados por episodios de violencia familiar, sino que son 
numerosas las causas que pueden influir en la consideración de una 
situación de desamparo. Situaciones relacionadas con la drogadicción 
de los progenitores, prostitución, enfermedad mental o muerte de los 
cuidadores principales, mendicidad o la solicitud de la guarda 
voluntaria por parte de los progenitores, son tenidas en consideración 
para el ingreso del menor en un centro de AR (Gypen, Vanderfaeillie, 
De Maeyer, Belenger, & Van Holen, 2017; Lawrence, Carlson, & 
Egeland, 2006; Ley 26/2015). Con respecto a la guarda voluntaria a 
solicitud de los padres o tutores, el Observatorio de la Infancia (2017) 
ha señalado que un 9% del total de los ingresos en centros de AR en el 
año 2016 fueron debidos a esta casuística. El número de menores en 
AR que son acogidos debido a situaciones de dificultad social con 
presencia de trastornos severos de conducta ha incrementado en los 
últimos años (Defensor del Pueblo, 2009), dando lugar a su vez a la 
creación de centros de acogimiento específicos para jóvenes con 
conductas problemáticas, tal como aparece reflejado en la Ley 
Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de 
protección a la infancia y adolescencia. Estos jóvenes son en su 
mayoría adolescentes que no han delinquido sino que presentan unas 
conductas problemáticas difíciles de manejar por parte de sus 




Este nuevo perfil de jóvenes en AR ve incrementado el riesgo de 
continuidad de los problemas de conducta y delincuencia a largo plazo 
siempre y cuando no se intervenga sobre ello (Bastiaansen, Delsing, 
Kroes, Engels, & Veerman, 2014). A través de un análisis de perfiles, 
Delfabbro, Barber y Cooper (2002) obtuvieron dos perfiles 
diferenciados de jóvenes en el sistema de protección, un grupo 
caracterizado por negligencia e incapacidad parental, principalmente 
de menor edad y compuesto por mujeres, y otro grupo compuesto por 
una proporción mayor de chicos en la etapa adolescente y con índices 
más elevados de problemas de conducta. Otro estudio mostró que una 
gran proporción de jóvenes en acogimiento debido a conductas 
problemáticas son asignados a medidas de AR, en comparación con 
aquellos que habían sido maltratados y que fueron derivados 
principalmente a medidas de AF (Ryan, 2012). Los resultados 
obtenidos en este mismo estudio también apoyaron la hipótesis inicial 
de Widom (1991), concluyendo que los jóvenes cuyo motivo principal 
de acogimiento son los problemas de conducta tienen un riesgo mayor 
de ser detenidos en la adultez (Ryan, 2012). Diversos estudios 
longitudinales mostraron además una persistencia en los problemas de 
conducta externalizantes a lo largo de todo el período de acogimiento 
en estos jóvenes (Kim & Cicchetti, 2010). En la misma línea, DeGue 
y Widom (2009) encontraron que los menores en AR que habían sido 
derivados a los centros de acogimiento debido a situaciones de 
maltrato junto con conductas delictivas tuvieron casi el doble de 
probabilidad de ser detenidos en la adultez; sobre seis veces más 
probabilidad de ser detenidos en la adolescencia tardía; y 
aproximadamente cuatro veces más posibilidades de ser detenidos por 
un delito violento; en comparación con los jóvenes que habían sido 
atendidos por el sistema de protección solo por maltrato infantil y los 
que no tenían historial en el sistema de protección.  
2.3 AR Y CONDUCTA ANTISOCIAL, DELINCUENCIA Y CONSUMO DE 
SUSTANCIAS 
Los niños y niñas que son atendidos por el sistema de protección 
a la infancia y adolescencia constituyen uno de los grupos más 
vulnerables de nuestra sociedad (Defensor del Pueblo, 2009). Debido 
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a la severidad de las problemáticas familiares que les afectan, así 
como todo el proceso institucional derivado de la actuación del 
sistema de protección, la práctica totalidad de los y las jóvenes 
presentan una gran variedad de problemáticas en diversos ámbitos de 
sus vidas (Gypen et al., 2017). Específicamente, se ha encontrado que 
los jóvenes en situación de desprotección evidencian 
significativamente mayores problemas emocionales y conductuales 
(e.g., González-García et al., 2017; Lawrence et al., 2006; 
Vanschoonlandt, Vanderfaeillie, Van Holen, De Maeyer, & 
Robberechts, 2013), fracaso escolar y dificultades en el aprendizaje 
(Landsverk, Davis, Ganger, Newton, & Johnson, 1996; Zima et al., 
2000), un pobre ajuste social (Muela, Balluerka, & Torres, 2013), 
trastornos de salud mental (Keller, Salazar, & Courtney, 2010; 
Minnis, Everett, Pelosi, Dunn, & Knapp, 2006), problemas 
internalizantes como ansiedad o depresión (e.g., Newton, Litrownik, 
& Landsverk, 2000), delincuencia (Barn & Tan, 2012; Bullock & 
Gaehl, 2012) o abuso de sustancias (Pilowsky & Wu, 2006; von 
Borczyskowski, Vinnerljung, & Hjern, 2013). 
No obstante, el efecto que el AR ejerce sobre el desarrollo 
psicosocial de los adolescentes ha generado una gran controversia y, 
mientras que algunos defienden el papel “restaurador” de esta medida, 
otros plantean multitud de consecuencias adversas derivadas de la 
propia medida de AR. Desde esta última perspectiva, se ha sugerido 
que el AR es la medida de protección más perjudicial para el adecuado 
desarrollo psicosocial de los jóvenes (Barth, 2002). Toda la 
experiencia que supone el cambio de hogar y que muchas veces va 
emparejado con un cambio de ciudad, de colegio y de grupo de 
amigos, el cual conlleva además la adaptación a un nuevo contexto, 
pueden amplificar los efectos ya de por sí perjudiciales del 
acogimiento (Barth, 2002). Por otro lado, los hogares de acogida 
destinados a la protección de estos jóvenes han sido considerados 
inseguros, incapaces de ofrecer apoyo y de favorecer el adecuado 
desarrollo, inestables y costosos, además de limitar el contacto con la 
familia de origen (Barth, 2002; Wulczyn, Hislop, & Goerge, 2000). 
Desde esta perspectiva se ha sugerido que se trata de una medida 




en pequeños hogares o en centros residenciales de mayor tamaño 
(James, Zhang, & Landsverk, 2012; Leloux-Opmeer, Kuiper, Swaab, 
& Scholte, 2017). No obstante y a pesar de las consecuencias que 
presumiblemente pueden derivarse de la situación que ha dado lugar a 
la estancia en AR, así como del acogimiento en sí mismo, pocos han 
sido los estudios que han analizado de un modo riguroso su efecto 
sobre el desarrollo psicosocial adolescente y específicamente sobre la 
conducta antisocial y la delincuencia (James, Roesch, & Zhang, 
2012). 
La revisión llevada a cabo por Leloux-Opmmer, Kuiper, Swaab y 
Scholte (2016) concluyó que más de la mitad de los menores que son 
acogidos en hogares o residencias de protección presentan problemas 
de conducta significativos. Estos jóvenes se caracterizan por un perfil 
severo de problemas de conducta (Heflinger, Simpkins, & Combs-
Orme, 2000) principalmente de naturaleza abierta, disruptiva y que 
con frecuencia supone la violación de las normas sociales, destrucción 
de la propiedad o daños a terceras personas (Keil & Price, 2006). 
James, Roesch et al. (2012) encontraron que un 62,1% del total de la 
muestra de jóvenes en hogares de protección presentaba problemas de 
conducta externalizantes en un rango clínico. Mediante la utilización 
de entrevistas semi-estructuradas, Silver et al. (1992) encontraron, en 
uno de los primeros estudios longitudinales al respecto, que el 77,4% 
de los niños y niñas en AR presentaban trastornos de conducta y un 
39,1% trastornos de conducta severos. Por su parte, Scholte (1997) 
mostró que un 7% de los adolescentes en AR que procedían de 
familias de acogida presentaban problemas de agresión e 
hiperactividad, mientras que este porcentaje se situaba en un 12% en 
aquellos jóvenes en AR procedentes directamente de sus familias de 
origen. Además, un 21 y 24% de los jóvenes en AR procedentes de 
familias de acogida y de la familia de origen, respectivamente, 
presentaban conductas antisociales. En España, un estudio llevado a 
cabo por González-García et al. (2017) con una amplia muestra de 
jóvenes entre 6 y 18 años, evidenció que un 51,1% de la muestra 
presentaba problemas de conducta externalizantes en un rango clínico, 
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Los jóvenes en situación de desprotección que se encuentran en 
hogares de acogida ven incrementado a su vez el riesgo de 
delincuencia (Ryan & Testa, 2005). Los hallazgos obtenidos a través 
de diversos estudios longitudinales han mostrado que un elevado 
porcentaje de los jóvenes en AR tienen una mayor tasa de crímenes y 
detenciones (e.g., Cusick & Courtney, 2007; Ryan, 2012; Ryan, 
Marshall, Herz, & Hernández, 2008; Triseliotis & Russell, 1984), 
condenas (Bullock & Gaehl, 2012; Dregan & Gulliford, 2011; Minty 
& Aschcroft, 1987) y encarcelamientos (Del Valle, Álvarez, & Bravo, 
2003; Jonson-Reid & Barth, 2000), una vez que abandonan el hogar 
de acogida. Asimismo, algunos estudios retrospectivos indican que un 
gran número de criminales tienen en su haber algún historial en el 
sistema de protección con uno o más períodos en AR (e.g., Indig et al., 
2011). Tal como apuntan algunos autores, es imposible analizar las 
consecuencias del AR sin conocer las necesidades de los jóvenes 
dentro del sistema y la severidad de los problemas que presentan 
(Bullock & Gaehl, 2012). 
La considerable proporción de jóvenes que son o han sido 
acogidos en un hogar residencial y que llevan a cabo algún acto 
delictivo ha dado lugar a un solapamiento entre el sistema de 
protección a la infancia y adolescencia y el sistema de JJ, ya sea de 
modo simultáneo o sucesivo (Hirsh, Dierkhising, & Herz, 2018; 
Shaw, 2014). Sin embargo, es difícil estimar el número exacto de 
jóvenes en AR que “cruzan” al sistema de JJ o viceversa, 
principalmente por la división administrativa de ambos sistemas que 
dificulta la recogida de información y la investigación al respecto. 
Aún así, algunos estudios internacionales han estimado que más de 
una tercera parte de los jóvenes en situación de desprotección 
terminan implicándose en el sistema juvenil de justicia (Herz, Ryan, & 
Bilchik, 2010). Tal como algunos autores han señalado, en 
comparación con aquellos que solo son atendidos o bien por el sistema 
de protección o bien por el sistema de justicia, las consecuencias de 
los jóvenes implicados en ambos sistemas son todavía más negativas 
(Mendes & Baidawi, 2012), mostrando mayores índices de 
reincidencia (Baglivio et al., 2016; Lee & Villagrana, 2015; Ryan et 




académico (Abbott & Barnett, 2015; Leone & Weinberg, 2012); así 
como nuevos episodios de maltrato (Huang, Ryan, & Herz, 2012). No 
obstante, estos hallazgos deben ser interpretados con cautela puesto 
que las medidas de protección evaluadas difieren en mayor o menor 
medida, así como el marco jurídico de los países en los que estas 
investigaciones son llevadas a cabo, tanto para la consideración de los 
delitos como la actuación del propio sistema de JJ. 
La probabilidad de llevar a cabo actos delictivos incrementa a su 
vez con el consumo de alcohol y otras drogas (Vaughn, Ollie, 
McMillen, Scott, & Munson, 2007). El control de impulsos disminuye 
bajo la influencia del alcohol y drogas, favoreciendo determinados 
comportamientos que no se llevarían a cabo de no haber consumido 
tales sustancias. El consumo de alcohol, marihuana y otras drogas 
como éxtasis, heroína o LSD se ha relacionado de forma significativa 
con violencia, robo y otras formas de agresión (Wade & Pevalin, 
2005). A pesar del limitado número de estudios sobre consumo de 
sustancias en adolescentes en situación de desprotección, se ha 
observado una elevada prevalencia de trastornos por abuso de 
sustancias, especialmente en AR (Vaughn et al., 2007). En 
comparación con aquellos que no han recibido medidas de protección, 
los adolescentes en desprotección presentan índices mayores de 
consumo de alcohol y otras drogas y tienen un riesgo mayor de 
dependencia y trastornos por abuso de sustancias (Pilowsky & Wu, 
2006). Aarons, Brown, Hough, Garland y Wood (2001) observaron 
que casi uno de cada cinco adolescentes implicados en el sistema de 
protección contaba con algún diagnóstico por abuso de sustancias a lo 
largo de su vida y que aproximadamente un 17% tenía un diagnóstico 
por abuso de alcohol. Específicamente en AR, Keller, Salazar et al. 
(2010) encontraron porcentajes un poco más bajos, concluyendo que 
uno de cada diez adolescentes tenía al menos un diagnóstico por abuso 
o dependencia de sustancias, mientras que un 16% contaba con algún 
trastorno por abuso o dependencia de alcohol. Del Valle, Bravo, 
Álvarez y Fernanz (2008) observaron que un 8,3% de los jóvenes en 
AR presentaba abuso de sustancias y éste se relacionó de forma 
negativa con el posterior ajuste social. Por su parte, Keller, Blakeslee, 
Lemon y Courtney (2010) identificaron perfiles de jóvenes en 
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acogimiento y concluyeron que aquellos en el grupo de alto riesgo 
caracterizado por altos niveles de delincuencia tenían una probabilidad 
casi cinco veces mayor de tener un diagnóstico por abuso o 
dependencia de alcohol en comparación con el grupo con bajos 
niveles de delincuencia. 
2.3.1 Diferencias en función del género y la edad 
El análisis de las diferencias de género ha sido un aspecto 
recurrente en el estudio de la conducta antisocial adolescente a lo 
largo de las últimas décadas (e.g., Bennett, Farrington, & Huesmann, 
2005; Schwartz & Steffensmeier, 2012). De manera consistente se han 
observado índices mayores de conducta antisocial y delincuencia en 
adolescentes varones, principalmente en conductas de tipo abierto 
como la agresión, así como una tendencia hacia delitos más violentos 
y de mayor severidad (Cutrín, Gómez-Fraguela, & Sobral, 2017b; 
Foster, 2005; Giordano & Cernkovich, 2004). Por su parte, las 
mujeres tienden a mostrar niveles más bajos de conducta antisocial y 
delincuencia, aunque manifiestan una mayor propensión hacia 
conductas de tipo encubierto como violencia relacional y conductas 
contra normas, así como robos o hurtos (Chesney-Lind & Shelden, 
2014; Stahl & Coontz, 2012). Sin embargo, los hallazgos con respecto 
a las diferencias de género en cuanto al consumo de sustancias no son 
tan claros. Mientras que algunos estudios no encontraron diferencias 
en el consumo de alcohol y otras drogas entre hombres y mujeres 
(e.g., Postlethwait, Barth, & Guo, 2010; Vaughn et al., 2007), otros 
evidencian niveles mayores de consumo de sustancias en varones, 
incluyendo alcohol, tabaco o marihuana (e.g., Aarons et al., 2001; 
Chen & Jacobson, 2012; Keller, Salazar et al., 2010).   
Según datos del Observatorio de la Infancia (2017), un 59% del 
total de menores en AR eran varones, mientras que un 41% eran 
mujeres. Estos datos siguen la tendencia de los hallazgos 
internacionales que evidencian una mayor representación del género 
masculino en AR (Leloux-Opmeer et al., 2016). Al igual que ocurre 
en población comunitaria, los chicos en AR tienden a mostrar mayores 
problemas de tipo externalizante en comparación con las chicas, que 




ansiedad o depresión (Bastiaansen et al., 2014; James, Roesch et al., 
2012). Asimismo, los chicos tienen una mayor probabilidad de llevar a 
cabo actos antisociales o delictivos. Específicamente, Bullock y Gaehl 
(2012) mostraron que más de la mitad de los varones fueron 
condenados por algún delito tras el cese del acogimiento, porcentaje 
que no superó la quinta parte en la muestra de mujeres. Además, el 
número de chicos que se ven implicados tanto en el sistema de 
protección como en el de JJ, ya sea de manera simultánea o sucesiva, 
es mucho más elevado (Lee & Villagrana, 2015).  
Sin embargo, algunos estudios han señalado que una proporción 
mayor de chicas con medidas de JJ tienen antecedentes en el sistema 
de protección (Murphy, McGinness, Balmaks, McDermott, & Corriea, 
2010; Ryan et al., 2013) y sugieren que a pesar de que los hombres 
muestran índices totales de delincuencia mayores en comparación con 
las mujeres, las chicas que cuentan con historial en el sistema de 
protección tienen proporcionalmente un efecto más negativo (Jonson-
Reid, & Barth, 2000; Ryan & Testa, 2005). No obstante, los chicos y 
chicas en AR difieren en los factores asociados con la delincuencia. 
Mientras que en chicas la delincuencia se ve influida por factores 
como la depresión o la dureza en la disciplina parental, los chicos se 
ven mayormente influidos por factores como el consumo de drogas 
(Postlethwait et al., 2010).  
Por otro lado, se observa que la edad de admisión a una medida 
de AR es mayor, en comparación con la edad de los menores que son 
derivados a otras medidas de protección (Berridge, Biehal, & Henry, 
2012; James, Roesch et al., 2012; Ryan et al., 2008; Scholte, 1997). 
Algunos estudios han informado que los jóvenes que entran en el 
sistema de protección con más edad tienen una probabilidad mayor de 
implicarse en actividades delictivas en el futuro (Dregan & Gulliford, 
2011). Se ha planteado la posible existencia de una tipología de niños 
y niñas en acogimiento que podría diferenciar entre adolescentes de 
mayor edad con una alta incidencia de problemas de conducta y otro 
grupo de niños de menor edad que se encuentran en acogimiento 
debido a situaciones de maltrato y que presentan menos conductas 
problemáticas de este tipo (Delfabbro et al., 2002; Farmer, 1996; 
Vanschoonlandt et al., 2013). Delfabbro et al. (2002) obtuvieron 
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resultados consistentes con esta distinción tipológica y plantearon que 
dado el nivel de problemas emocionales y conductuales 
experimentados por una gran mayoría de los niños en el período de 
adolescencia tardía, es probable que el AF de estos adolescentes no 
sea la más adecuada de las medidas y que quizás fuesen más 
propensos a recibir otro tipo de atenciones como el AR. 
2.3.2 Efectos iatrogénicos del AR 
La presencia de problemas de conducta en adolescentes en AR 
parece confirmada. Sin embargo, los procesos y factores implicados 
en el desarrollo de dichas problemáticas no parecen tan contundentes 
y son varias las líneas de investigación que tratan de averiguar los 
mecanismos a través de los cuales estos adolescentes desarrollan 
diversas conductas antisociales o delictivas. El AR ha sido planteado 
como una medida destinada a ofrecer un entorno seguro capaz de 
garantizar el bienestar de los menores. No obstante, las propias 
características y estilo de vida del mismo pueden afectar de un modo 
negativo al desarrollo de los niños y adolescentes que ya de por sí se 
encuentran en una situación de vulnerabilidad (Wilson & Wood, 
2006). Más allá de los efectos derivados de la propia situación que ha 
dado lugar a la medida de protección, el AR lleva asociado una serie 
de características o variables que pueden afectar negativamente a la 
adaptación del joven y que son difíciles de eliminar dado el contexto 
institucional en el que tiene lugar el acogimiento. Por ello, es 
necesario conocer de un modo exhaustivo los factores iatrogénicos del 
propio acogimiento que influyen en la aparición de conductas 
problemáticas en este perfil específico del sistema de protección para 
contribuir a la prevención o tratamiento de las mismas (Ryan et al., 
2008). 
2.3.2.1 Inestabilidad en el acogimiento como factor de riesgo 
En numerosas ocasiones las medidas de protección fracasan, ya 
sea por dificultades del menor en la adaptación o por otros factores 
relacionados con la medida, y es necesario buscar una medida 
alternativa que satisfaga de un modo más efectivo las necesidades del 




AF y son derivados a un AR o viceversa, dando lugar en ocasiones a 
varios acogimientos a lo largo de todo el proceso de protección del 
menor. Esta inestabilidad ejerce un efecto significativo en la 
adaptación del menor al contexto de acogimiento y en su integración 
social, escolar y/o familiar, afectando por consiguiente a su desarrollo 
psicosocial (Ryan & Testa, 2005). Los hallazgos al respecto 
evidencian que la inestabilidad en el acogimiento contribuye de un 
modo significativo a la aparición de problemas de conducta 
internalizantes y externalizantes (Newton et al., 2000), sentimientos 
de inseguridad e insatisfacción con la medida de protección recibida y 
delincuencia (Barn & Tan, 2012; Huang & Ryan, 2014; Ryan & Testa, 
2005; Ryan et al., 2008). Asimismo, los jóvenes que experimentan 
numerosos cambios de hogar de acogida tienen un riesgo mayor de 
padecer estas consecuencias negativas (Del Valle et al., 2003; Jonson-
Reid, 2004; Newton et al., 2000; Ryan & Testa, 2005). Algunos 
estudios plantean que entre el 25 y el 50% de los niños y niñas que 
son atendidos por el sistema de protección experimentan al menos dos 
acogimientos a lo largo de todo el período y entre el 10 y el 29% 
experimentan más de cuatro cambios de hogar de acogida (Webster, 
Barth, & Needell, 2000; Yampolskaya, Sharrock, Armstrong, Strozier, 
& Swanke, 2014). James, Zhang et al. (2012) observaron una media 
de 4,3 cambios de acogimiento, situando en 2,6 la media de cambios 
en AF y 1,7 en AR. Los niños que no alcanzan una estabilidad en el 
acogimiento incrementan más del doble el riesgo de desarrollar 
problemas de conducta en comparación con aquellos que 
experimentan una estabilidad en el acogimiento a lo largo del proceso 
(Rubin, O'Reilly, Luan, & Localio, 2007).  
Se ha planteado que uno de los predictores más potentes de los 
cambios en las medidas de acogimiento es la conducta problemática 
del menor (Newton et al., 2000). Zinn, DeCoursey, Goerge y 
Courtney (2006) observaron que aproximadamente tres cuartas partes 
de los cambios de hogar de acogida de los menores se debían a la 
imposibilidad o falta de habilidad de la familia acogedora, y entre las 
razones específicas se encontraba la dificultad para tolerar y manejar 
los problemas emocionales y conductuales de los jóvenes. Sin 
embargo, existe cierto debate en cuanto a los efectos bidireccionales 
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de la inestabilidad del acogimiento y los problemas de conducta: ¿son 
los continuos cambios de hogar de acogida los que favorecen la 
aparición de conductas problemáticas o son éstas las que incrementan 
la probabilidad de fracaso en el acogimiento y posterior cambio de 
hogar de acogida? Aarons et al. (2010) intentaron responder a esta 
cuestión y para ello llevaron a cabo un estudio longitudinal con una 
amplia muestra de niños y adolescentes. A la vista de los resultados, 
los autores concluyeron que los problemas de conducta  predecían los 
cambios de acogimiento de un modo más consistente y a largo plazo; 
sin embargo, los cambios de hogar de acogida únicamente predijeron 
problemas internalizantes 18 meses después. Otros estudios mostraron 
que la inestabilidad en el acogimiento, independientemente de los 
problemas de conducta del menor, puede influir en cierta medida 
sobre su ajuste psicosocial (Rubin et al., 2007). Puesto que los 
menores que son atendidos por el sistema de protección provienen de 
entornos familiares desestructurados y negligentes, carentes de 
relaciones familiares afectivas y de confianza en la mayoría de los 
casos, es probable que aquellos menores que experimentan múltiples 
fracasos en los acogimientos tengan mayores dificultades para 
establecer relaciones inter-personales positivas y de apego tanto con 
adultos como con iguales (Newton et al., 2000). 
2.3.2.2 Apego y relaciones interpersonales 
Las relaciones interpersonales establecidas entre el adolescente, la 
familia de origen, los educadores y los iguales juegan un papel 
fundamental en la explicación de las conductas antisociales 
(Bastiaansen et al., 2014). La Teoría del Apego de Bowlby (1969, 
1982) enfatiza la importancia de unas relaciones filio-parentales 
positivas para el desarrollo saludable del menor y propone que los 
niños establecen vínculos afectivos con sus cuidadores desde el 
nacimiento que, en el caso de romperse, generan en el menor un 
sentimiento de ansiedad y frustración que influye a su vez en su ajuste 
psicosocial. Los niños que experimentan rechazo emocional 
frecuentemente sienten una falta de disponibilidad parental que 
incrementa la probabilidad de desarrollar patrones de conducta 




pueden derivar en conductas delictivas (Egeland & Carlson, 2004; 
Hoeve et al., 2012). En los casos de maltrato infantil, el 
establecimiento de un apego seguro entre el niño y sus cuidadores se 
ve comprometido y es más probable que se formen relaciones de 
apego desorganizado o ambivalente que incrementan las 
consecuencias negativas en los jóvenes a largo plazo (Sousa et al., 
2011; Wilson & Wood, 2006). 
Para algunos niños, la separación derivada de las situaciones 
familiares que han dado lugar a la medida de protección implica 
sentimientos de rechazo o pérdida que agravan la situación de 
ausencia parental (Bowlby, 1969, 1982) y dificulta la adaptación y el 
establecimiento de relaciones de apego entre el menor y los 
cuidadores que hasta ese momento eran desconocidos (Lawrence et 
al., 2006; Taussig, 2002). Además, el entorno institucionalizado que 
caracteriza en la mayoría de los casos al AR limita el establecimiento 
de lazos afectivos y de confianza entre el menor y los adultos de 
referencia (Newton et al., 2000). Ainsworth (1979) plantea que el niño 
puede establecer múltiples relaciones de apego, principalmente con la 
madre y con el padre, e incluso con otras personas bajo circunstancias 
extremas en las que los cuidadores principales no estén disponibles. 
Sin embargo, ese hecho no implica que todas las figuras de apego 
tengan una importancia similar, sino que las figuras de apego principal 
serían los progenitores y las demás figuras serían consideradas figuras 
de apego secundario (Ainsworth, 1979).  
Específicamente en el ámbito de protección a la infancia se ha 
observado que los trastornos del apego se relacionan en cierta medida 
con la inestabilidad en el acogimiento así como con una variedad de 
consecuencias negativas (Pritchett, Gillberg, & Minnis, 2013; Strijker, 
Knorth, & Knot-Dickscheit, 2008). Algunos datos sitúan la 
prevalencia de los problemas de apego en uno de cada tres jóvenes en 
AR (Leloux-Opmeer et al., 2016). Con respecto a la intervención de 
los educadores en los hogares de acogimiento, se ha sugerido que 
éstos deben adaptar su intervención a las necesidades de los jóvenes, 
utilizando estrategias más estimulantes y cercanas cuando éstos 
necesiten afecto, apoyo y seguridad. Bastiaansen et al. (2014) 
propusieron que si los educadores adaptaban sus estrategias de 
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intervención con los jóvenes a lo largo de todo el proceso de 
acogimiento los problemas de conducta disminuirían; sin embargo, no 
observaron cambios en las conductas problemáticas de los jóvenes, lo 
cual atribuyeron en parte a la falta de adaptación de los educadores a 
las necesidades de los jóvenes en relación a la calidez y apoyo. 
2.3.2.3 Influencia del grupo de iguales durante el período de 
acogimiento 
El AR se hace efectivo a través de alguno de los hogares o centros 
del sistema de protección que acoge a un grupo de menores más o 
menos reducido en función de sus características. Como ya se ha 
venido argumentando a lo largo del presente trabajo, un gran número 
de jóvenes en AR manifiestan problemas severos de conducta, por 
tanto, es muy probable que el grupo de iguales ejerza un efecto de 
contagio sobre los adolescentes que comienzan a convivir dentro del 
grupo (Ryan et al., 2008). Este efecto se justifica en base a un proceso 
de exposición y socialización, fundamentado en la Teoría del 
Aprendizaje Social, que explica la aprobación de las actitudes y 
conductas antisociales en base a los modelos del grupo (e.g., Akers, 
1977; Akers & Jennings, 2009; Bandura, 1977). Dishion, McCord, y 
Poulin (1999) informaron sobre los efectos negativos del AR y 
observaron que las intervenciones en grupo incrementaban los 
problemas de conducta y las consecuencias negativas a lo largo de la 
adolescencia y adultez temprana. Concluyeron, además, que el grupo 
de iguales era un factor de riesgo potencial en la aparición de dicha 
problemática.  
Además de la exposición a modelos antisociales de conducta, los 
adolescentes en AR son separados en numerosas ocasiones de su 
grupo de amigos prosociales, que resultan un apoyo y un modelo 
fundamental en el desarrollo psicosocial del o de la joven (Osgood & 
Briddle, 2006). Los potenciales efectos positivos del AR se ven 
reducidos en función de los efectos de la presión social de los iguales, 
especialmente aquellos con una fuerte personalidad (Dodge, Dishion 
& Landsford, 2006). Sin embargo, se ha planteado también la 
influencia de la asociación con iguales antisociales a través de un 




conductas antisociales tienen una mayor tendencia a seleccionar 
amigos con características similares (e.g., de Kemp, Scholte, 
Overbeek, & Engels, 2006). Por lo tanto, el riesgo de delincuencia 
parece estar mediado por el nivel de desviación o conductas 
problemáticas que el adolescente presente a la entrada en el hogar de 
acogida, así como por la presencia de amigos antisociales fuera del 
sistema de protección (Dodge & Sherrill, 2006). 
2.4 AR COMO MEDIDA RESTAURADORA 
Tal como se ha presentado a lo largo del presente trabajo, son 
múltiples los factores implicados en la aparición de conductas 
problemáticas o delictivas en jóvenes que reciben medidas de AR y es 
probable, por tanto, que en una mayoría de los casos el propio 
acogimiento no ejerza un efecto directo sobre la aparición de dicha 
problemática. De ahí que numerosos estudios, partiendo de la 
concepción del acogimiento como un medio de protección destinado a 
ofrecer seguridad y apoyo, hayan tratado de averiguar si este contexto 
puede mejorar o paliar en cierta medida las consecuencias negativas 
en los menores que son atendidos por el sistema de protección. Como 
ya se ha venido avanzando, este hecho ha generado un enorme debate 
entre aquellos que consideran el AR como una medida de protección 
negativa que únicamente debe considerarse cuando todas las demás 
medidas de acogimiento en un medio familiar se hayan descartado 
(e.g., Barth, 2002); y aquellos que plantean el AR como una medida 
positiva y eficaz siempre y cuando se tengan en consideración las 
necesidades específicas de cada menor y se adecúen las estrategias de 
intervención en cada caso (e.g., Jonson-Reid, 2004). Desde esta última 
perspectiva, se defienden los efectos positivos del AR sobre el 
bienestar de los jóvenes y, específicamente, sobre la reducción del 
riesgo de conductas antisociales. 
La ausencia de datos empíricos que justifiquen la toma de 
decisiones sobre la medida de acogimiento más adecuada en función 
de las características específicas de cada caso provoca una mayor 
preferencia por medidas de AF en lugar de medidas en AR (Portwood 
et al., 2018). No obstante, tal como Barth (2002) ha señalado, existen 
ciertas situaciones en las que el AR es preferible al AF, 
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principalmente ante la presencia de conductas problemáticas o 
antisociales del menor. Es necesario tener en cuenta que, tal como 
numerosos estudios e informes al respecto han constatado, los jóvenes 
en AR suelen ser en una mayor proporción varones, en edad 
preadolescente o adolescente, con más conductas inadaptadas y 
frecuentemente con algún trastorno de salud mental (James, Roesch et 
al., 2012; Robst, Armstrong, & Dollard, 2011; Ryan et al., 2008). 
Debido a ello, al proceso de institucionalización que supone y a todos 
los factores asociados, se ha planteado que los jóvenes en AR 
manifiestan un riesgo mayor de conductas problemáticas y 
delincuencia, en comparación con los jóvenes en desprotección que 
reciben medidas de AF (Leloux-Opmeer et al., 2017; Ryan et al., 
2008). Sin embargo, a la hora de establecer una comparación entre los 
efectos del AR frente a otras medidas de protección que implican la 
separación del menor de su núcleo familiar, diversos estudios han 
mostrado patrones conductuales semejantes en adolescentes en AR y 
aquellos que se encontraban en AF, tanto en familia extensa como en 
familia ajena (James, Roesch et al., 2012). Incluso controlando el 
nivel de funcionamiento psicosocial del menor al comienzo de la 
medida, los jóvenes en AR mostraron un funcionamiento general 
similar al de los jóvenes en AF, y ambos grupos no se diferenciaron en 
problemas mentales y conductuales (Portwood et al., 2018). 
Scholte (1997) realizó un seguimiento a dos grupos de niños y 
niñas en AF y AR a lo largo de dos años y concluyó que ambos 
grupos tuvieron un desarrollo adecuado y obtuvieron beneficios 
psicosociales de sus respectivas medidas de protección. Sin embargo, 
el AF fue más efectivo con niños de menor edad dentro de un 
desarrollo normativo, mientras que los niños de mayor edad en riesgo 
de problemas emocionales y conductuales evolucionaron mejor en 
AR. Estos estudios ponen de manifiesto que, aunque la evolución y las 
subsecuentes conductas problemáticas y delictivas no difieran 
significativamente entre los diferentes recursos de acogimiento, lo que 
sí parece evidenciarse es un perfil diferente con unas necesidades 
completamente diversas que deben ser tenidas en cuenta a la hora de 
llevar a cabo las estrategias de intervención (Leloux-Opmeer et al., 




formas de acogimiento con respecto a los problemas de conducta 
sugiere, a su vez, que el ingreso de los jóvenes en centros y hogares de 
AR no tiene por qué ejercer necesariamente un efecto negativo en los 
menores a nivel conductual. La presencia de otros factores 
relacionados, tanto del joven como de la familia y el contexto 
residencial, podrían contribuir a la aparición o mantenimiento de esta 
problemática (Jonson-Reid, 2004). 
Teniendo en cuenta específicamente las intervenciones llevadas a 
cabo en AR, los resultados obtenidos son alentadores. La reducción de 
los síntomas durante el período de acogimiento ha sido constatada en 
diversas áreas como el auto-concepto, los problemas de conducta o los 
trastornos psiquiátricos (Little, Kohm, & Thompson, 2005). El meta-
análisis realizado por Knorth, Harder, Zandberg y Kendrick (2008) 
sobre una serie de estudios, con diseños pre-experimentales y cuasi-
experimentales, evidenció una mejora significativa en los jóvenes en 
AR con respecto a los problemas de conducta externalizantes. Estos 
resultados indicaron que, en general, los niños y adolescentes que han 
sido acogidos en centros residenciales de protección mejoran en su 
funcionamiento psicosocial tras el período de acogimiento. Además, 
estos autores señalan que los jóvenes con problemas de conducta 
externalizantes parecen mejorar en mayor medida que los jóvenes con 
problemas internalizantes; y que aquellos en AR alcanzan mejores 
resultados que sus homólogos que reciben el mismo tratamiento en la 
familia. Sin embargo, es necesario tener en cuenta que los jóvenes en 
AR que presentan una menor severidad en las conductas 
problemáticas, una mayor capacidad interpersonal y una problemática 
asociada a un período concreto en lugar de un inicio temprano, 
parecen tener mejores resultados (James, 2011).  
La efectividad de una medida de AR viene determinada, en parte, 
por el papel de los educadores que conviven y trabajan en el día a día 
con los jóvenes. Los educadores son las personas que más tiempo 
pasan con los menores y los que están presentes en las situaciones 
difíciles a las que éstos deben enfrentarse. Por tanto, son una guía de 
recursos de aprendizaje a la hora de solucionar problemas y aprender 
estrategias emocionales y conductuales adecuadas (Bastiaansen et al., 
2014). Sin embargo, para que una intervención sea efectiva, éstos no 
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deben aplicar estrategias de intervención de forma rígida a todos los 
menores, sino que deben tener en cuenta la situación y las necesidades 
específicas de cada uno para adaptar la intervención y conseguir unos 
resultados más positivos (Bastiaansen et al., 2014). Tal como 
proponen algunos autores, para alcanzar una mejora significativa en el 
ámbito conductual del menor es necesario, además de llevar a cabo 
una intervención específica con la familia de origen, seguir una serie 
de recomendaciones. Entre ellas se propone una adecuada evaluación 
del riesgo y de los factores implicados en cada caso, combinado con 
una intervención cognitivo-conductual, relaciones de apoyo y 
comunicación entre el educador y el o la joven, entrenamiento en 
habilidades emocionales y educativas, establecimiento de normas y 
límites, así como orientación y creación de expectativas de futuro 
(Bastiaansen et al., 2014; Knorth et al., 2008; Palareti & Berti, 2009). 
En resumen, el primer paso para lograr unos resultados positivos en el 
desarrollo psicosocial del menor y reducir las conductas problemáticas 
y delictivas debe contemplar necesariamente una evaluación del riesgo 
exhaustiva en cada caso. Todo ello con el fin de determinar el perfil de 
riesgo específico y poder desarrollar y adaptar la intervención en 
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A lo largo de la historia el método punitivo ha sido el más común 
y el más aceptado de los métodos de castigo a delincuentes y 
criminales. No importaba si el castigo contribuía a la detención de la 
trayectoria criminal, lo que importaba era que el castigo se ajustara a 
la severidad del crimen, ya que únicamente de este modo se haría 
justicia (e.g., von Hirsch, 1976). Sin embargo, hace aproximadamente 
cuatro décadas comenzó a aflorar una perspectiva rehabilitadora que 
abogaba por la efectividad de los tratamientos para la reducción de la 
reincidencia y la futura conducta antisocial (Andrews & Bonta, 
2010a). Uno de los mayores impulsos para ello fue el desarrollo de la 
psicología de la conducta criminal que, desde una perspectiva del 
aprendizaje social y de la personalidad, asume que la conducta 
criminal se aprende en cierto modo dentro de un contexto social. Este 
enfoque sugiere que las cogniciones favorables a las conductas 
criminales y la aceptación social de dichas conductas, así como la 
propia historia criminal y una constelación de diferentes factores de 
personalidad antisocial, son elementos centrales en la explicación de 
la conducta criminal (Andrews & Bonta, 2010b). 
3.1 PRINCIPIOS Y FUNDAMENTOS DE LAS INTERVENCIONES 
EFECTIVAS: EL MODELO R-N-R DE ANDREWS Y BONTA 
Andrews, Bonta y Hoge (1990) utilizaron el enfoque de la 
psicología de conducta criminal como base para el planteamiento de 
tres principios fundamentales de las intervenciones efectivas con 
delincuentes: el principio de riesgo, el principio de necesidad y el 
principio de receptividad. El principio de riesgo hace referencia a la 
adaptación de la intensidad del tratamiento al nivel de riesgo de cada 




delincuentes de alto riesgo, mientras que los delincuentes que 
presenten un riesgo bajo deberán ser objeto de intervenciones de 
menor intensidad. El principio de necesidad plantea que las 
intervenciones deben centrarse en las denominadas necesidades 
criminógenas, es decir, aquellos factores de riesgo dinámicos que son 
susceptibles de ser modificados y que se relacionan fuertemente con la 
probabilidad de reincidencia. Por último, el principio de receptividad 
propone que todo tratamiento debe estar adaptado a las capacidades y 
al estilo de aprendizaje del sujeto para favorecer una respuesta 
positiva hacia la intervención. En su modelo actual de Riesgo-
Necesidad-Receptividad (R-N-R), Andrews y Bonta (2010b) 
añadieron una serie de principios que dividieron en tres áreas: a) un 
área de principios generales, compuesta por tres principios 
relacionados con el respeto hacia la persona y su contexto, la 
fundamentación de la intervención en una teoría psicológica y la 
mejora general de la prevención del crimen; b) un área que engloba 
los principios centrales del modelo R-N-R y otras cuestiones clínicas 
clave, compuesta por nueve principios; y c) un área de principios 
organizacionales compuesta por tres principios relacionados con los 
escenarios de intervención, los profesionales y la gestión del 
tratamiento. 
Con respecto al área de principios R-N-R centrales y cuestiones 
clínicas clave, Andrews y Bonta (2010b) introducen el principio de 
servicio humano, que sugiere que solo a través de los recursos 
humanos, clínicos y servicios sociales pueden abordarse las causas de 
la conducta criminal. Especifican además el principio de riesgo 
mediante dos aspectos: el primero establece que el comportamiento 
criminal puede ser predicho; el segundo, mantiene su planteamiento 
inicial según el cual toda intervención debe ajustar su intensidad a los 
niveles de riesgo de cada sujeto. El principio de necesidad 
criminógena distingue entre necesidades criminógenas y no 
criminógenas. Las primeras son aquellos factores de riesgo dinámicos 
cuya modificación está asociada al riesgo de reincidencia. Por su 
parte, las necesidades no criminógenas, a pesar de considerarse 
también factores de riesgo dinámicos, están débilmente asociadas con 
la probabilidad de reincidencia. El principio de receptividad se divide 
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en dos principios: el principio de receptividad general, el cual 
mantiene que los delincuentes son seres humanos y, por tanto, las 
estrategias más efectivas son las cognitivo-conductuales y las sociales 
conductuales. Por su parte, el principio de receptividad específico 
propone que la identificación de los estilos personales y cognitivos de 
cada sujeto incrementa el ajuste del tratamiento y, por tanto, su 
efectividad. Los últimos cuatro principios hacen referencia al 
principio de amplitud, que destaca la importancia de evaluar múltiples 
necesidades criminógenas; el principio de fortaleza, que plantea que 
para una predicción precisa es necesario la evaluación de las fortalezas 
del sujeto; el principio de evaluación estructurada, que destaca la 
evidencia de la validez de los instrumentos estructurados de 
evaluación en comparación con el juicio clínico no estructurado; y, 
por último, el principio de discreción profesional, según el cual el 
juicio profesional no debe anular la toma de decisiones estructurada. 
3.2 VALORACIÓN DEL RIESGO COMO MÉTODO DE PREDICCIÓN Y 
GESTIÓN DEL RIESGO  
La importancia de los principios R-N-R es evidente tanto para la 
evaluación como para el tratamiento de los delincuentes (Andrews, 
Bonta, & Wormith, 2011). Toda intervención efectiva requiere de una 
evaluación exhaustiva acorde con los principios de riesgo, necesidad y 
receptividad. El establecimiento de los niveles de riesgo, la evaluación 
de las necesidades criminógenas y el desarrollo de una intervención 
cognitiva-conductual adaptada a las habilidades del sujeto, únicamente 
podrá llevarse a cabo mediante la utilización de procedimientos 
válidos de valoración del riesgo (Andrews et al., 2011), fundamental 
también para la prevención de la conducta antisocial y la reincidencia 
en el ámbito de la JJ (Howell, 2003; Schwalbe, 2007). El proceso de 
valoración del riesgo de violencia engloba diferentes componentes que 
hacen referencia a la identificación de los factores de riesgo de 
violencia empíricamente validados; la determinación de las medidas 
adecuadas para su operacionalización; el establecimiento de 
interacciones entre los diferentes factores; y la obtención de una 
estimación del riesgo de violencia (Skeem & Monahan, 2011). Por 




es la prevención de la violencia se fundamenta en una evaluación 
precisa del riesgo y una predicción de violencia futura. Sin embargo, 
este modelo plantea la cuestión acerca del método de valoración del 
riesgo más preciso a la hora de evaluar y predecir el riesgo de 
violencia (Yang, Wong, & Coid, 2010).  
El debate acerca de la efectividad de los diferentes enfoques de 
valoración del riesgo ha estado presente a lo largo de los últimos años. 
Durante la primera generación de valoración del riesgo la toma de 
decisiones se fundamentaba en métodos de juicio clínico no 
estructurado, en base a la información obtenida por el evaluador a 
partir de historias clínicas, entrevistas y test, que no se regía por 
procesos e instrumentos estandarizados sino mediante el juicio 
discrecional del evaluador (Andrés-Pueyo & Echeburúa, 2010). Sin 
embargo, este enfoque carecía de instrumentos estandarizados de 
evaluación, imprescindibles para la mejora de la fiabilidad y validez 
de la valoración del riesgo (Borum, 1996). Todo ello dio paso a una 
segunda generación de la valoración del riesgo caracterizada por un 
enfoque de evaluación actuarial. Este enfoque es considerado como un 
método formal y estructurado, a partir del cual la probabilidad de 
ocurrencia de una determinada conducta se estima en función de una 
serie de datos estadísticos extraídos en base a conocimiento empírico 
(Heilbrum, Yasuhara, & Shah, 2010). Las herramientas basadas en un 
enfoque actuarial están diseñadas para predecir la violencia o la 
conducta antisocial a partir de la combinación de una serie de factores 
de riesgo que empíricamente han mostrado su capacidad predictiva y 
que pueden ser cuantificados o valorados en cierta medida (Yang et 
al., 2010). Por factor de riesgo se entiende toda aquella característica o 
variable cuya presencia aumenta la probabilidad de que se produzca 
un determinado fenómeno, mientras que un factor de protección es 
toda aquella característica o variable cuya presencia disminuye la 
probabilidad de desarrollar comportamientos violentos (Andrews & 
Bonta, 2010b; Baldry, Kapardis, & Porcaro, 2013). La segunda 
generación incluía únicamente factores estáticos o históricos, es decir, 
aquellos que han acontecido en el pasado y por tanto no son 
modificables (i.e., historia delictiva); mientras que el paso a una 
tercera generación incluía además factores dinámicos, aquellos 
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factores que son susceptibles de variaciones significativas a lo largo 
del tiempo (e.g., apoyo social) (Andrews & Bonta, 2010b).  
La evidencia al respecto ha señalado que el método actuarial 
proporciona una mayor precisión en la predicción en comparación con 
el juicio clínico no estructurado (Ægisdóttir et al., 2006; Andrews, 
Bonta, & Wormith, 2006; Hanson & Morton-Bourgon, 2009; Singh & 
Fazel, 2010). Aún así, una cuarta generación de instrumentos de 
valoración del riesgo ha tratado de combinar los enfoques clínico y 
actuarial para dar lugar a un método basado en el juicio clínico 
estructurado (Andrés-Pueyo & Echeburúa, 2010). Esta metodología 
combina aspectos del juicio clínico no estructurado, como la 
utilización de entrevistas, datos de archivo y otras fuentes de 
información, junto con la evaluación de los factores de riesgo a través 
de guías estructuradas de valoración del riesgo específicas, propias del 
enfoque actuarial (Heilbrum et al., 2010; Yang et al., 2010). El juicio 
clínico estructurado combina cierto grado de estructuración en la 
evaluación de los factores junto con la subjetividad de la toma de 
decisiones que el evaluador determina en función de los factores de 
riesgo presentes, así como otros factores idiográficos que puedan estar 
influyendo en cada caso (Andrews & Bonta, 2010a). A pesar de que la 
estructuración en el juicio clínico parece incrementar la efectividad en 
la predicción del riesgo en comparación con el juicio clínico no 
estructurado, la complejidad del proceso y la falta de formación de los 
evaluadores ha dado lugar a resultados inciertos con respecto a los 
métodos actuariales (Fazel, Singh, Doll, & Grann, 2012), y en 
ocasiones no ha supuesto una mejora en la predicción (Andrews et al., 
2006; Hanson & Morton-Bourgon, 2009; Singh & Fazel, 2010). No 
obstante, el juicio clínico estructurado, además de evaluar el riesgo, 
proporciona información útil para el desarrollo de estrategias de 
intervención y gestión del riesgo (Singh, Grann, & Fazel, 2011). 
Según esta última generación, la valoración del riesgo tiene dos 
objetivos diferenciados, por un lado, la predicción de la reincidencia y 
la conducta violenta y, por otro, la gestión del riesgo a través del 
desarrollo de estrategias de intervención específicas adaptadas al nivel 
de riesgo, las necesidades criminógenas y las capacidades de cada 




autores que cuestionan la posibilidad de integrar estos dos objetivos y 
consideran la valoración del riesgo y la valoración de necesidades 
como dos enfoques diferenciados (e.g., Monahan et al., 2001, 
Heilbrun, 1997). No obstante, diversos autores han sugerido que este 
proceso de valoración del riesgo debe regirse por métodos 
estructurados que tengan en consideración los principios del modelo 
R-N-R de intervenciones efectivas. Todo ello con el objetivo de 
desarrollar estrategias de intervención adaptadas a las características 
de cada sujeto que contribuyan a la reducción de la probabilidad de 
implicación en conductas antisociales o delictivas futuras (Borum & 
Verhaagen, 2006). Únicamente a través del diseño y la planificación 
de las estrategias de intervención específicas e individualizadas, 
dirigidas a minimizar el impacto de los factores de riesgo y maximizar 
la influencia de los factores de protección, la gestión del riesgo de 
violencia podrá llevarse a cabo de una forma adecuada y efectiva 
(Andrews & Bonta, 2010b; Baldry et al., 2013).  
3.2.1 Instrumentos de valoración del riesgo en adolescentes 
Las herramientas de valoración del riesgo diseñadas 
específicamente para una población determinada presentan una mayor 
validez predictiva en la detección del riesgo de conducta antisocial o 
delincuencia (Singh et al., 2011). Puesto que la adolescencia es una 
etapa caracterizada por multitud de cambios a nivel individual, 
familiar y social, y que los jóvenes están expuestos a un mayor 
número de factores de riesgo durante este período, la necesidad de 
elaborar instrumentos de valoración del riesgo adaptados a esta 
población facilitó el desarrollo de diversas herramientas de valoración 
del riesgo específicamente en población juvenil (Schwalbe, 2007; van 
der Put et al., 2011). Uno de los instrumentos más utilizados ha sido el 
Youth Level of Service/Case Management Inventory (YLS/CMI) 
(Hoge & Andrews, 2002), diseñado para ayudar a los profesionales en 
la evaluación del riesgo y necesidades de los jóvenes delincuentes. A 
pesar de que es considerado como un instrumento actuarial, puesto 
que se basa en información obtenida empíricamente y proporciona 
estimaciones cuantitativas acerca de los niveles de riesgo, puede ser 
utilizado además como un instrumento de juico clínico estructurado 
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que proporciona información de ayuda para la toma de de decisiones 
(Hoge, 2010). El YLS/CMI consta de un total de 42 items agrupados 
en ocho dominios que el evaluador responde en función del grado en 
que cada uno de ellos describe al joven. Los dominios evaluados 
hacen referencia a los delitos actuales y anteriores, la familia y 
prácticas parentales, educación y empleo, relaciones con los iguales, 
abuso de sustancias, tiempo libre, personalidad y conducta, y actitudes 
y orientaciones. 
El Inventario de Gestión e Intervención con Jóvenes (IGI-J) es la 
versión en español del YLS/CMI (Garrido, López, & Silva, 2006). El 
IGI-J ha sido diseñado como una herramienta de valoración del riesgo 
orientada a la predicción de la reincidencia o delincuencia general, así 
como una guía para la orientación en todo el proceso de intervención, 
el planteamiento de los objetivos, la planificación y el seguimiento. Al 
igual que su homólogo, el IGI-J se compone de 42 items agrupados en 
ocho factores y está destinado para su aplicación con jóvenes entre 14 
y 18 años aproximadamente. Este instrumento permite establecer una 
clasificación de los jóvenes en tres niveles en función de su riesgo de 
reincidencia en cada uno de los ocho factores (bajo, medio y alto), y 
proporciona además una puntuación de reincidencia general según el 
nivel de riesgo (bajo, medio, alto y muy alto). 
El Structured Assessment of Violence Risk in Youth (SAVRY, 
Borum, Bartel, & Forth, 2006), adaptado al español por Hilterman y 
Vallés (2007) [Evaluación estructurada de riesgo de violencia en 
jóvenes], es otro instrumento de valoración del riesgo basado en un 
enfoque de juicio clínico estructurado destinado a la evaluación del 
riesgo en adolescentes, entre 12 y 18 años aproximadamente. 
Considera el riesgo como el producto de las interacciones dinámicas y 
recíprocas entre los factores de riesgo y los factores de protección a lo 
largo del período de desarrollo (Borum & Verhaagen, 2006; Borum, 
Lodewijks, Bartel, & Forth, 2010). A pesar de que ha sido diseñado 
específicamente para la evaluación del riesgo de violencia como una 
guía para el desarrollo de intervenciones que contribuyan a la gestión 
del riesgo, algunos estudios han mostrado la efectividad del SAVRY 
en la predicción del riesgo de criminalidad general y reincidencia 




total de 24 factores de riesgo, clasificados en tres categorías relativas a 
factores históricos, individuales y social/comunitarios, además de 6 
factores de protección. La inclusión de los factores de protección en el 
proceso de valoración del riesgo es una de las características 
diferenciales del SAVRY, ya que se fundamenta en la premisa de que 
un factor de protección no equivale a la ausencia de un factor de 
riesgo, sino que son factores que amortiguan los efectos de un factor 
de riesgo o una categoría de riesgo específica (Jolliffe, Farrington, 
Loeber, & Pardini, 2016). El protocolo incluye también dos apartados 
adicionales, uno para los factores de riesgo y otro para los factores de 
protección, en los cuales el evaluador puede especificar variables o 
factores adicionales que puedan ser de interés en la consideración del 
riesgo de violencia de cada joven.  
El protocolo de Valoración del Riesgo en Adolescentes 
Infractores (VRAI, Luengo, Cutrín, & Maneiro, 2015) ha sido 
desarrollado en nuestro contexto como un instrumento basado en el 
enfoque de juicio clínico estructurado y fundamentado en el SAVRY. 
Ha sido diseñado como un protocolo estructurado, y actualmente 
informatizado, que contribuye a la predicción del riesgo de 
reincidencia en los jóvenes implicados en el sistema de JJ y, a su vez, 
sirve de guía a los profesionales del ámbito en el proceso de desarrollo 
e implementación de estrategias de intervención adaptadas al riesgo y 
a las necesidades de estos jóvenes. El protocolo VRAI está compuesto 
por un total de 26 factores de riesgo, divididos en factores históricos, 
factores psicosociales y factores individuales, así como 5 factores de 
protección. Una de las ventajas de este instrumento es que permite 
obtener información sobre diversos factores de riesgo y de protección 
a partir de dos fuentes: por un lado, los evaluadores profesionales y,  
por otro, los propios jóvenes mediante datos de autoinforme. Una vez 
cumplimentado a través de la plataforma informática, el protocolo 
VRAI  proporciona una estimación del nivel de riesgo en cada uno de 
los factores, que categoriza como bajo, moderado o alto. Además, el 
protocolo genera un perfil de riesgo que establece en base a la 
combinación de diferentes factores agrupados estadísticamente para 
dar lugar a diversos perfiles de adolescentes infractores. 
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3.2.2 Valoración del riesgo en el sistema de protección a la 
infancia y adolescencia 
Tal como se ha comentado previamente, el AR puede ejercer un 
efecto restaurador en los jóvenes con problemas de conducta siempre 
y cuando se lleven a cabo estrategias de intervención específicas 
adaptadas a las características y a las necesidades de cada joven. Sin 
embargo, y a pesar del enorme interés que la valoración del riesgo ha 
despertado en el ámbito de JJ e incluso en otros ámbitos como el de la 
salud y la salud mental, poco se ha estudiado acerca de su utilidad en 
el sistema de protección a la infancia y adolescencia y, 
específicamente, en AR. La investigación sobre valoración del riesgo 
en el ámbito de protección se centra básicamente en la predicción del 
riesgo de maltrato infantil, dirigido principalmente a facilitar la toma 
de decisiones de los profesionales a la hora de establecer una medida 
de acogimiento u otra, en función del nivel de riesgo de conductas 
maltratadoras manifestado por los progenitores o cuidadores (van der 
Put, Assink, & van Solinge, 2017). Sin embargo, los estudios acerca 
de la efectividad de la valoración del riesgo, no solo en la predicción 
de la delincuencia sino también en la gestión del riesgo a través del 
desarrollo de estrategias de intervención adaptadas al nivel de riesgo y 
las necesidades de los jóvenes en AR, han sido prácticamente 
inexistentes.  
Teniendo en cuenta los elevados índices de conductas 
problemáticas, antisociales y delictivas de estos jóvenes, asociados 
tanto con situaciones familiares problemáticas como con otros factores 
relacionados con la medida y el contexto de acogimiento, resulta 
necesario adaptar los instrumentos de valoración del riesgo a esta 
población. La consideración de los factores de riesgo y de protección 
específicos que puedan ejercer influencia en la aparición o 
mantenimiento de las diferentes problemáticas en estos jóvenes 
contribuirá al desarrollo de estrategias efectivas de prevención e 
intervención. Tal como algunos han manifestado, solo a través de una 
evaluación del riesgo exhaustiva que favorezca la adaptación de las 
intervenciones a este perfil específico podrá incrementarse la 




los jóvenes en AR (Bastiaansen et al., 2014; Heilbrun et al., 2010; 
Knorth et al., 2008). 
3.3 FACTORES DE RIESGO DE CONDUCTA ANTISOCIAL ADOLESCENTE 
3.3.1 Historia de actos antisociales  
A lo largo de los años han sido diversos los autores que han 
planteado que uno de los mejores predictores de la delincuencia es la 
historia previa de actos delictivos o antisociales en el pasado 
(Andrews & Bonta, 2010b; Borum & Verhaagen, 2006; Herrenkohl, 
Lee, & Hawkins, 2012). Estos autores se fundamentan en la hipótesis 
de que la ausencia de tratamiento de un delincuente dificulta la 
rehabilitación de éste  y, por tanto, los mismos factores de riesgo que 
han favorecido la aparición de conductas delictivas en el pasado 
favorecerán a su vez la probabilidad de implicación en actos delictivos 
futuros (Andrews & Bonta, 2010b). Una gran variedad de tipologías 
antisociales como robo, tráfico de drogas o expulsiones en la escuela 
han mostrado una fuerte relación con la manifestación posterior de 
conductas violentas y no violentas (e.g., Hemphill, Toumbourou, 
Herrenkohl, McMorris, & Catalano, 2006; Mulder, Brand, Bullens, & 
Van Marle, 2010). Sin embargo, las conductas violentas o abiertas 
(e.g., robo con intimidación, agresión) y las no violentas o encubiertas 
(e.g., hurto, fugas del hogar) parecen mostrar diferencias en las 
trayectorias de desarrollo y cronificación (Burt, 2012; Loeber, Burke, 
& Pardini, 2009). Se ha planteado que la presencia de conductas 
violentas en el pasado incrementa el riesgo de conductas antisociales y 
delictivas más severas y persistentes, mientas que las conductas 
encubiertas se han asociado con conductas antisociales posteriores de 
menor gravedad (Derzon, 2001; Herrenkohl, Catalano, Hemphill, & 
Toumbourou, 2009; Monahan, Steinberg, Cauffman, & Mulvey, 
2009). No obstante, las conductas no violentas pueden también 
cronificarse y evolucionar hacia perfiles más violentos (Farrington & 
Ttofi, 2015; Loeber et al., 2009). 
Una de las variables que mayor atención ha despertado en la 
explicación de esta relación ha sido la edad de inicio de las conductas 
problemáticas. Un inicio temprano de los problemas de conducta 
define una trayectoria antisocial de mayor severidad, persistencia, 
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estabilidad contextual y variabilidad en el repertorio de conductas 
antisociales, en comparación con los jóvenes que inician su carrera 
antisocial en la adolescencia y cuya carrera antisocial se limita en su 
mayoría únicamente a este período del desarrollo (Dodge & Pettit, 
2003; Moffitt, 1993, 2006). Asimismo, esta influencia parece 
acentuarse en el caso de que las conductas problemáticas manifestadas 
en una etapa temprana del desarrollo sean de tipo violento o agresivo 
(Broidy et al., 2003; Lacourse et al., 2002; Tibbetts, 2009).  
3.3.2 Factores familiares 
La familia es uno de los contextos más destacados en las 
clasificaciones internacionales sobre factores de riesgo de conducta 
antisocial en población adolescente. El microsistema familiar 
constituye el primer agente socializador en la vida de las personas, de 
ahí que los procesos implicados en las interacciones entre los 
miembros de la familia afecten necesariamente al desarrollo 
psicosocial de los adolescentes (e.g., Bronferbrenner & Morris, 2006; 
Collins & Steinberg, 2008; Granic, Dishion, & Hollenstein, 2006). Tal 
como se ha expuesto en el capítulo anterior del presente trabajo, la 
violencia familiar, ejercida tanto de forma directa a través del maltrato 
infantil o de forma indirecta mediante la exposición a violencia dentro 
del ámbito familiar, constituye uno de los factores de riesgo más 
importantes presentes en la población de adolescentes en situación de 
desprotección. No obstante, la evidencia empírica destaca también una 
serie de factores de riesgo relacionados con las prácticas de crianza 
parentales y las interacciones filio-parentales que ejercen una potente 
influencia sobre el desarrollo psicosocial de los jóvenes y que podrían, 
además, actuar como mediadores en la relación entre la violencia 
familiar y la subsecuente conducta antisocial adolescente (e.g., 
Maneiro, Cutrín et al., 2016).  
Uno de los factores más estudiados con respecto a las relaciones 
establecidas entre padres e hijos ha sido el conflicto filio-parental. La 
conflictividad en las relaciones filio-parentales se incrementa de un 
modo significativo en la etapa adolescente; sin embargo, siempre que 
estos niveles de conflictividad sean moderados y sean utilizados de 




& Laursen, 2004; Collins & Steinberg, 2008). No obstante, la 
evidencia empírica ha mostrado que la presencia de índices elevados 
de conflicto familiar influyen de un modo significativo en el 
incremento de la probabilidad de conductas antisociales y delictivas 
en la adolescencia (Derzon, 2010; Hoeve et al., 2009; Klahr, McGue, 
Iacono, & Burt, 2011; Pardini, Waller, & Hawes, 2015). Además, las 
relaciones filio-parentales conflictivas parecen influir a su vez en la 
idoneidad de las demás prácticas de crianza, produciéndose un efecto 
cascada que aumenta el riesgo de consecuencias negativas en los 
jóvenes, incluyendo conducta antisocial y delincuencia (Krishnakumar 
& Buehler, 2000; Patterson, Reid, & Dishion, 1992; Simons-Morton, 
Chen, Hand, & Haynie, 2008). 
La supervisión parental hace referencia a las estrategias 
socializadoras por parte de los padres que incluyen el establecimiento 
de normas y límites, la aplicación de sanciones, la exigencia de 
responsabilidades, la monitorización o el conocimiento de las rutinas, 
actividades y compañías de los hijos (Kerr & Stattin, 2000; Laird, 
Marrero, & Sentse, 2010; Racz & McMahon, 2011). La falta de 
supervisión parental ha emergido como un potente factor de riesgo de 
conducta antisocial y delincuencia, tanto violenta como no violenta, 
en adolescentes de población general (Cutrín, Gómez-Fraguela, 
Maneiro, & Sobral, 2017a; Hoeve et al., 2009). Asimismo, de entre 
todas las habilidades parentales relacionadas con la supervisión, se ha 
planteado que el conocimiento parental es una de las más influyentes 
en la prevención de conductas problemáticas en la adolescencia 
(Eaton, Krueger, Johnson, McGue, & Iacono, 2009; Johnson, 
Giordano, Manning, & Longmore, 2011; Kerr, Stattin, & Burk, 2010). 
Específicamente, la autorrevelación por parte de los jóvenes es la 
fuente de obtención de la información que mayor relación manifiesta, 
en sentido negativo, con los problemas de conducta (e.g., Kerr et al., 
2010). A pesar de que la supervisión es una habilidad parental que 
varía en función de las características familiares, sociales e 
individuales de los cuidadores, los niveles extremos de falta de 
supervisión se consideran dentro de la categoría de negligencia 
(Snyder & Merritt, 2014). La falta de supervisión es la forma más 
común de negligencia y, sin embargo, ha sido mucho menos estudiada 
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en comparación con otras formas de maltrato. Los resultados al 
respecto muestran una influencia significativa de la negligencia por 
falta de supervisión sobre el desarrollo de conductas delictivas 
(Maughan & Moore, 2010). Asimismo, el maltrato infantil se asocia 
por lo general con índices más bajos de supervisión que, en 
consecuencia, se relaciona con un incremento de las conductas 
agresivas y delictivas (Wall & Barth, 2005). Específicamente en 
jóvenes que habían recibido servicios de protección, se observó que la 
falta de supervisión por parte de los progenitores predecía la 
implicación en conductas delictivas y el consumo de sustancias (Chen 
& Li, 2017; Grogan-Kaylor et al., 2008; Traube, James, Zhang, & 
Landsverk, 2012).  
Dentro del ámbito familiar las habilidades parentales no ejercen 
un efecto individual y aislado sobre el desarrollo de las diferentes 
conductas problemáticas en la adolescencia, sino que éstas suelen 
estar interrelacionadas, definiendo un patrón de parentalidad que 
caracteriza a los cuidadores. Así, se ha propuesto que el apoyo 
parental y un clima positivo de comunicación son la base del 
conocimiento parental que, a su vez, es imprescindible para establecer 
niveles adecuados de supervisión (Cutrín, Gómez-Fraguela, & Sobral, 
2017c; Kerr et al., 2010). El apoyo familiar se define como todos 
aquellos actos y comportamientos de los progenitores que hacen al 
hijo sentirse cómodo, aceptado y aprobado, y que se ven reflejados en 
una serie de interacciones caracterizadas por aceptación, afecto, 
apego, calidez, comunicación e intimidad (Hoeve et al., 2009; Huver, 
Otten, de Vries, & Engels, 2010). La falta de apoyo parental así como 
la falta de apego y el rechazo o falta de aceptación de alguno de los 
progenitores se han relacionado con la presencia de conductas 
antisociales en la adolescencia (Hoeve et al., 2012; Reitz, Deković, & 
Meijer, 2006). Los hallazgos obtenidos en relación a los efectos de la 
falta de apoyo familiar en adolescentes en AR han sido 
contradictorios, principalmente por la limitación en el contacto 
familiar derivado del contexto en el que tiene lugar el acogimiento y la 
medida de protección impuesta. Así, mientras que algunos estudios no 
encontraron influencia significativa del apoyo parental en las 




mostraron una disminución en las conductas delictivas y consumo de 
drogas en aquellos jóvenes en el sistema de protección que mantenían 
relaciones positivas con la familia de origen (Chen & Lo, 2011; 
Grogan-Kaylor et al., 2008; Traube et al., 2012). 
Existen además otros factores de riesgo relacionados con la 
familia que incrementan la probabilidad de implicación en conductas 
antisociales o delictivas en adolescentes. Uno de los factores de riesgo 
que frecuentemente aparecen representados en los jóvenes que reciben 
medidas de AR es el referente a la delincuencia familiar. Tal como se 
ha planteado previamente en el presente trabajo, existe evidencia que 
demuestra una cierta transmisión intergeneracional de la delincuencia, 
según la cual se incrementa el riesgo de conducta antisocial en 
aquellos individuos cuyos familiares presentan episodios previos de 
delincuencia o encarcelamientos (e.g., Farrington, 2011; Frisell, 
Lichtenstein, & Långström, 2010). Moffit (2005) expone que menos 
del 10% de las familias explican más del 50% de los delitos criminales 
y atribuye la diferencia entre ambos a la influencia genética y social. 
Diversos estudios han mostrado que las condenas parentales predicen 
la conducta antisocial e incrementan el riesgo de condenas en los 
adolescentes (Besemer & Farrington, 2012; Murray, Farrington, & 
Sekol, 2012; Van de Rakt, Murray, & Nieuwbeerta, 2012). Asimismo, 
se ha postulado que un mayor número de condenas parentales y una 
edad más temprana del menor cuando ésta se ejecuta incrementan el 
riesgo de delincuencia en los jóvenes (Besemer, 2014; Van de Rakt et 
al., 2012). La conducta antisocial de los padres, aunque no haya 
desencadenado necesariamente una condena en prisión, se asocia a su 
vez con un incremento de las conductas problemáticas adolescentes 
(Farrington, Coid, & Murray, 2009; Lipsey & Derzon, 1998). En 
relación a otros miembros de la familia, se ha observado que las 
detenciones de otros familiares, ya sean abuelos, tíos o hermanos, 
también predicen la delincuencia en adolescentes (Farrington, Jolliffe, 
Loeber, Stouthamer-Loeber, & Kalb, 2001; Van de Rakt, 
Nieuwbeerta, & Apel, 2009). 
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3.3.3 Comunidad 
La comunidad en la que convive un individuo ejerce 
indudablemente cierta influencia sobre su desarrollo psicosocial. 
Diversos han sido los conceptos empleados para definir la desventaja 
social presente en una comunidad, como marginación, pobreza o bajo 
estatus socio-económico, dando lugar a multitud de inconsistencias en 
la literatura (Cutrín, Gómez-Fraguela, Maneiro, Sobral, & Luengo, 
2016). Una de las variables contextuales más analizadas en relación a 
la desventaja social ha sido el estatus socio-económico. Desde la 
tradición sociológica clásica se ha hecho referencia a una relación 
directa entre la pobreza o bajo estatus socio-económico y la 
manifestación de conductas violentas y antisociales en la adolescencia 
(e.g., Farrington, Loeber, & Berg, 2012; Murry, Berkel, Gaylord-
Harden, Copeland-Linder, & Nation, 2011). Sin embargo, 
investigaciones recientes han sugerido que la pobreza no es per se un 
factor clave suficiente en la explicación de la delincuencia juvenil, 
sino que ésta podría estar determinada por la presencia de otros 
factores relacionados con la marginalidad social, la eficacia colectiva 
del vecindario u otros factores habitualmente relacionados con un bajo 
estatus socio-económico (Freedman & Woods, 2013; Ingoldsby, 
Shelleby, Lane, & Shaw, 2012).  
Se ha planteado que la relación observada entre la desventaja 
social y la delincuencia juvenil puede ser explicada en parte por la 
falta de recursos, la desorganización social, la presencia de modelos 
antisociales de conducta en el vecindario, la percepción de 
deprivación o el fácil acceso a drogas (e.g., Huang & Ryan, 2014; 
Mason et al., 2010; Pardini, Loeber, Farrington, & Stouthamer-
Loeber, 2012). Diversos estudios han mostrado que esta desventaja 
social se asocia de forma significativa con determinadas conductas 
violentas en la familia como la violencia hacia la pareja o el maltrato 
infantil, incrementando el riesgo de implicación en el sistema de 
protección (Coulton, Crampton, Irwin, Spilsbury, & Korbin, 2007; 
Golden, Perreira, & Durrance, 2013). Además, los hallazgos indican 
que los jóvenes atendidos por el sistema de protección que han sido 
expuestos a niveles elevados de violencia en la comunidad o han sido 




riesgo mayor de delincuencia o conductas antisociales (Huang, Ryan, 
& Rhoden, 2016; Snyder & Merritt, 2014; Vaughn, Litschge, DeLisi, 
Beaver, & McMillen, 2008). 
La ausencia de apoyo social ha sido identificada como un factor 
de riesgo psicosocial perteneciente también al entorno comunitario. 
Lin (1986, p. 18) define el apoyo social como “las provisiones 
expresivas o instrumentales —percibidas o reales— proporcionadas 
por la comunidad, las redes sociales y las relaciones íntimas y de 
confianza”. Esta definición tiene en cuenta diferentes estratos del 
contexto social que hacen referencia, en líneas generales, a la 
integración en la comunidad, la vinculación con familia, amigos o 
compañeros, y las relaciones íntimas que implican un sentimiento de 
compromiso (Gracia & Herrero, 2006). La Teoría del apoyo social 
sugiere que las personas que conviven en entornos que proporcionan 
más apoyo tienen menos probabilidades de implicarse en actividades 
criminales (Cullen, 1994). Además, se ha observado que la ausencia 
de figuras de apoyo estables y positivas influye de forma significativa 
sobre el desarrollo psicosocial adolescente (Chu, Saucier, & Hafner, 
2010; Makarios & Sams, 2013). No obstante, en ocasiones la ausencia 
de personas de apoyo no ejerce un efecto directo, sino que es la 
percepción que el joven tenga sobre su red de apoyo social la que 
influye significativamente sobre la implicación en actividades 
delictivas, violencia o consumo de sustancias (Méndez & Barra, 2008; 
Musitu & Cava, 2003). Por el contrario, las relaciones interpersonales 
estables y positivas dentro o fuera del círculo familiar constituyen un 
factor de protección que compensa la presencia de otros factores de 
riesgo para el desarrollo de problemas de conducta (Bender & Lösel, 
1997). La vinculación y la percepción de apoyo por parte de un adulto 
socialmente integrado, como un profesor o un vecino, se han 
relacionado con un menor consumo de sustancias y una menor 
implicación del joven en conductas delictivas (Zimmerman, 
Bingenheimer, & Notaro, 2002). En el ámbito de AR, los resultados 
evidencian que los adolescentes perciben un menor apoyo social de su 
red en comparación con jóvenes de PG (Bravo & Del Valle, 2003). 
Además, se ha observado que el apoyo recibido por los profesores y 
los educadores del centro influye en el nivel de adaptación escolar, y 
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que el afecto recibido por adultos fuera del círculo familiar contribuye 
a la adaptación personal, escolar y social (Martín & Dávila, 2008). 
Dentro de la comunidad, el contexto socializador con mayor 
influencia en el desarrollo psicosocial de los jóvenes es el contexto 
escolar. Diversos factores asociados a este contexto han manifestado 
una fuerte relación con la aparición de conductas problemáticas en la 
adolescencia, incluyendo conducta antisocial, delincuencia y consumo 
de sustancias. Un bajo rendimiento académico, así como un nivel 
menor de éxito académico alcanzado en la adolescencia, han 
caracterizado al grupo de jóvenes con mayores problemas de 
conducta, incluyendo conductas antisociales, agresivas y consumo de 
sustancias (Farrington, Ttofi, & Coid, 2009; Herrenkohl et al., 2012; 
Latvala et al., 2014; Payne & Welch, 2015; Welsh & Harding, 2015). 
Asimismo, la falta de vinculación escolar, referida tanto al grado de 
absentismo como a la falta de  interés y motivación por los estudios y 
las actividades relacionadas con la escuela, se ha asociado con 
multitud de conductas problemáticas y delictivas (Henry, Knight, & 
Thornberry, 2012; Herrenkhol et al., 2012; Payne & Welch, 2015). 
Los efectos de la falta de vinculación escolar son amplificados en los 
jóvenes que han sido víctimas de maltrato en la infancia y pueden 
actuar incluso como mediadores en la relación entre maltrato infantil y 
delincuencia (Bender, 2012). Teniendo en cuenta el entorno familiar 
desestructurado en el que tiene lugar el maltrato, no sorprende que 
estos jóvenes presenten déficits cognitivos y atencionales, así como un 
mayor absentismo escolar, asociado en numerosas ocasiones a 
situaciones de negligencia parental (Bender, 2010). Además, los 
jóvenes que han sido maltratados en la infancia tienen por lo general 
un peor rendimiento académico que, en consecuencia, incrementa el 
riesgo de conductas agresivas y delictivas (Wall & Barth, 2005). Los 
estudios llevados a cabo con muestras de jóvenes del sistema de 
protección evidencian mayores niveles de delincuencia y consumo de 
sustancias en aquellos con menor vinculación escolar, incluyendo 
mayor exclusión, absentismo, menor rendimiento académico e 
implicación en actividades extraescolares, así como índices mayores 
de necesidades educativas especiales (Chen & Lo, 2011; Dunleavy & 




Además de la influencia de la familia y la escuela, existen otros 
microsistemas en el ámbito comunitario que influyen a su vez en el 
desarrollo psicosocial de los jóvenes. Uno de los factores con mayor 
influencia sobre la aparición de conductas problemáticas en la etapa 
adolescente es el grupo de iguales. Tal como se ha expuesto 
previamente, el grupo de iguales ha emergido como una fuente 
importante de influencia para los adolescentes en AR, ya que la 
exposición a diversos modelos de conducta antisocial puede 
incrementar el riesgo de implicación en actividades antisociales o 
delictivas (Shook, Vaughn, Litschge, Kolivoski, & Schelbe, 2009). La 
presencia de conductas desviadas o anti-normativas en el grupo de 
iguales ha mostrado ser uno de los predictores más robustos de 
conducta antisocial y violencia en la adolescencia (e.g., Dishion, 
Véronneau, & Myers, 2010; Cutrín, Gómez-Fraguela, Maneiro et al., 
2017a). Este efecto podría explicarse a través de un proceso de 
socialización, es decir, los modelos a los que son expuestos los 
adolescentes en el grupo de iguales ejercen influencia sobre su 
conducta (e.g., Keijsers et al., 2012; Negriff, Ji, & Trickett, 2011); o 
podría ser también explicado mediante un proceso de selección, según 
el cual los jóvenes que manifiestan conductas problemáticas tienden a 
asociarse con iguales similares (e.g., de Kemp et al., 2006; Hou et al., 
2013). A pesar del limitado número de estudios con población de 
jóvenes en desprotección, el grupo de iguales antisociales ha emergido 
como uno de los factores de riesgo de conducta antisocial, 
delincuencia y consumo de sustancias más potentes (Chen & Li, 2017; 
Melkman, 2015; Schofield et al., 2015; Shook et al., 2009; Snyder & 
Merritt, 2014). Además, el perfil de jóvenes caracterizado por índices 
elevados de afiliación con iguales desviados muestran conductas 
delictivas más severas y niveles mayores de consumo de sustancias 
(Shook et al., 2009; Thompson & Auslander, 2007). Asimismo, la 
evidencia empírica señala que los jóvenes que provienen de entornos 
familiares desestructurados, incluyendo situaciones de maltrato y 
violencia, tienen un riesgo mayor de asociación con iguales 
antisociales, incrementando en consecuencia la implicación en 
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3.3.4 Factores individuales 
Los factores individuales engloban un conjunto de rasgos de 
personalidad que se caracterizan por un patrón estable de 
pensamientos, emociones y conductas, así como por tendencias y 
habilidades reguladoras a nivel emocional, motor y atencional 
(Rothbart, 2012). A pesar de mostrar cierta estabilidad y consistencia 
a lo largo del tiempo y a través de diferentes situaciones, estos rasgos 
individuales son susceptibles de variaciones significativas en el ciclo 
de desarrollo (Rothbart & Bates, 2006). Los factores individuales 
hacen referencia a su vez a determinados aspectos relacionados con 
las vivencias personales del sujeto y la forma que éste tiene de 
afrontarlas o gestionarlas. Debido a la susceptibilidad al cambio que 
los caracteriza y a la influencia que ejercen sobre el desarrollo y 
mantenimiento de la conducta antisocial, los factores individuales son 
considerados dentro de la categoría de factores dinámicos o 
necesidades criminógenas establecidos por Andrews y Bonta (2010b). 
No obstante, y a pesar del gran interés que el estudio de estos factores 
ha despertado tanto en PG como en JJ, los estudios con jóvenes 
implicados en el sistema de protección que evalúan variables 
temperamentales y de personalidad son todavía relativamente escasos. 
Diversos factores de personalidad como la impulsividad, la 
búsqueda de sensaciones o el trastorno por déficit de atención e 
hiperactividad (TDAH) han mostrado un amplio solapamiento, tanto a 
nivel conceptual como empírico, aunque presentan características 
específicas que definen a cada uno de ellos (Ivanov, Newcorn, 
Morton, & Tricamo, 2011; Magid, MacLean, & Colder, 2007). Uno de 
los constructos de personalidad que mayor consideración ha recibido 
dentro de las teorías etiológicas clásicas sobre la criminalidad y la 
delincuencia ha sido la impulsividad (Gottfredson & Hirschi, 1990; 
Hare, 1980; Moffitt, 1993). Definida generalmente como un déficit en 
el autocontrol conductual personal (Jolliffe & Farrington, 2009), la 
impulsividad se caracteriza por una incapacidad en la demora, 
inhibición y control conductual (e.g., Ivanov et al., 2011; Lynam, 
2011). Diversos meta-análisis evidencian que las dimensiones de 
personalidad caracterizadas por un déficit en el control de impulsos y 




desarrollo de las conductas delictivas (Jones, Miller, & Lynam, 2011; 
Miller & Lynam, 2001; Pratt & Cullen, 2000). De forma similar, las 
teorías sobre el uso y abuso de sustancias han destacado el papel que 
ejerce el déficit en el control de impulsos en el consumo de drogas de 
diverso tipo (e.g., Lejuez et al., 2010; Littlefield, Stevens, & Sher, 
2014). La influencia de las características temperamentales sobre los 
problemas de conducta se ha constatado de forma específica en 
población adolescente y a largo plazo, mostrando una asociación 
significativa entre la impulsividad y un incremento en la conducta 
antisocial (Maneiro, Gómez-Fraguela, Cutrín, & Sobral, 2017; 
Romero, Luengo, & Sobral, 2001). Además, la impulsividad es uno de 
los factores característicos de los jóvenes delincuentes con historial en 
el sistema de protección (Schofield et al., 2015). 
La impulsividad es un concepto estrechamente vinculado a la 
búsqueda de sensaciones y la asunción de riesgos, caracterizados por 
una “predisposición a experiencias variadas, innovadoras, complejas e 
intensas, así como la disposición a asumir riesgos físicos, sociales, 
legales y económicos en beneficio de esa experiencia” (Zuckerman, 
2007, p. 49). La tendencia a la asunción de riesgos y la preferencia por 
actividades variadas y excitantes se ha asociado de forma significativa 
con la aparición de conductas antisociales, delincuencia y consumo de 
alcohol y drogas en la adolescencia (Curcio, Mak, & George, 2013; 
Maneiro et al., 2017; Peach & Gaultney, 2013; Sobral, Villar, Gómez-
Fraguela, Romero, & Luengo, 2013). Asimismo, la búsqueda de 
sensaciones ha emergido también como un predictor significativo de 
la delincuencia, número de detenciones y consumo de sustancias en 
jóvenes en situación de desprotección, incluso tras controlar el efecto 
de diversos factores de protección (Melkman, 2015). 
La impulsividad es, a su vez, un componente central del trastorno 
por déficit de atención e hiperactividad (TDAH), caracterizado por un 
déficit en el control de la atención, inquietud motora y conductas 
impulsivas. El DSM-V reconoce dos dominios específicos de TDAH 
en función de la presencia de diferentes síntomas: por un lado la 
desatención y, por otro, la hiperactividad-impulsividad (American 
Psychiatric Association, 2013). Los hallazgos al respecto evidencian 
índices mayores de delincuencia, incluyendo mayor variedad de 
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conductas delictivas, edades de inicio más tempranas y severidad de la 
delincuencia, así como una mayor prevalencia de abuso de sustancias, 
en jóvenes que habían sido diagnosticados de TDAH en la infancia 
(e.g., Lee, Humphreys, Flory, Liu, & Glass, 2011; Sibley et al., 2011). 
Específicamente, algunos estudios muestran un aumento de TDAH en 
niños que han sido víctimas de maltrato y negligencia en la infancia 
(Wall & Barth, 2005).  
Otro de los factores individuales que más atención ha despertado 
en el campo de la predicción del riesgo ha sido la empatía. 
Actualmente se postula como un constructo multidimensional definido 
como la habilidad para entender y compartir el estado y el contexto 
emocional de otra persona (Cohen & Strayer, 1996), que comprende 
un componente cognitivo y un componente afectivo. Puesto que la 
empatía supone la aprehensión del estado de los demás y la vivencia 
emocional de sus necesidades, deseos y sentimientos, las personas con 
bajos niveles de empatía son más propensas a llevar a cabo conductas 
antisociales y agresivas (Carlo et al., 2012; Eisenberg, Eggum, & Di 
Giunta, 2010). De forma específica, se ha encontrado una fuerte 
relación entre la empatía cognitiva y la delincuencia, mientras que la 
empatía afectiva se ha relacionado escasamente con las conductas 
delictivas (Férriz, Sobral, & Gómez-Fraguela, 2018; Jollife & 
Farrington, 2004; Van Langen, Wissink, Van Vugt, Van der Stouwe, 
& Stams, 2014). Asimismo, la empatía se incluye dentro del 
constructo dureza emocional que forma parte de la dimensión afectiva 
de la psicopatía, la cual define un patrón más severo y estable de 
conducta antisocial adolescente (e.g., Frick, Ray, Thornton, & Kahn, 
2013; López-Romero, Romero, & Andershed, 2015). El constructo 
relativo a la dureza emocional se ha relacionado con un gran número 
de conductas problemáticas en jóvenes con historial en el sistema de 
protección, incluyendo índices mayores de detenciones, agresiones 
con armas y conducta antisocial (Vaugh et al., 2008). Además, 
algunos autores afirman que la vivencia de episodios de maltrato en la 
infancia contribuye al desarrollo de características psicopáticas 





El narcisismo se engloba también dentro del constructo de 
psicopatía, aunque como parte de la dimensión interpersonal (Hare, 
1980). No obstante, algunos autores lo consideran como un factor 
específico que, junto con el maquiavelismo y la psicopatía conforman 
la denominada Tríada Oscura de la personalidad, definiendo un patrón 
individual caracterizado por insensibilidad emocional, impulsividad, 
egocentrismo y manipulación interpersonal (Paulhus & Williams, 
2002; Maneiro, López-Romero, Gómez-Fraguela, Cutrín, & Romero, 
2018). El narcisismo hace referencia a un tipo de individuos con alto 
sentido de grandiosidad, que demandan constantemente atención y 
reconocimiento, manipuladores y desconsiderados con las necesidades 
y reacciones de los demás (Campbell & Miller, 2011). Los hallazgos 
en relación a este constructo han evidenciado una fuerte asociación 
con una serie de conductas problemáticas en la infancia y 
adolescencia, incluyendo agresión proactiva y reactiva, conductas 
violentas, delincuencia y consumo de sustancias (e.g., Barry, 
Grafeman, Adler, y Pickard, 2007; Lau & Marsee, 2013). 
Específicamente en jóvenes en situación de desprotección, el 
narcisismo se ha asociado con un incremento en la probabilidad de 
detenciones y agresión con uso de armas (Vaugh et al., 2008). 
Por otro lado, la ira como reacción emocional prototípica de las 
personalidades caracterizadas por altos niveles de hostilidad también 
ha mostrado efectos significativos en el desarrollo de conductas 
violentas en adolescentes y jóvenes en la adultez temprana (Gardner & 
Moore, 2008; Yeager, Miu, Powers, & Dweck, 2013). La hostilidad 
constituye a su vez uno de los elementos característicos del patrón de 
personalidad antisocial que representa uno de los correlatos más 
influyentes en el mantenimiento de la conducta antisocial y delictiva 
(Andrews & Bonta, 2010b). Algunos hallazgos al respecto han 
mostrado que una baja tolerancia a la frustración asociada con altos 
niveles de ira y hostilidad interpersonal favorece la manifestación de 
comportamientos agresivos y la implicación en conductas delictivas 
violentas (Brennan, Moore, & Shepherd, 2010; Maschi & Bradley, 
2008; Sukhodolsky & Ruchkin, 2004). Además,  se ha planteado que 
la presencia de elevados niveles de ira y hostilidad se relacionan con 
una mayor persistencia delictiva y con un mayor riesgo de 
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reincidencia, especialmente en el caso de la reincidencia violenta y en 
cierto tipo de infractores como los de tipo sexual (Firestone, Nunes, 
Moulden, Broom, & Bradford, 2005; Monahan et al., 2009). No 
obstante, algunos estudios han observado que los problemas con el 
manejo del enfado no se relacionan significativamente con la conducta 
antisocial no violenta (Burt, Mikolajewski, & Larson, 2009).   
En relación a las variables cognitivas, los hallazgos han revelado 
una influencia significativa de las actitudes favorables a la violencia 
sobre el desarrollo de diversas conductas de riesgo en adolescentes 
(e.g., Andrews & Bonta, 2010b; Farrington, Ttofi et al., 2009; Hanson 
& Morton-Bourgon, 2005). Estos estudios han mostrado un 
incremento del riesgo de conductas violentas y delictivas en aquellos 
jóvenes que presentaban actitudes favorables a la agresión (Farrington 
et al., 2012; Hurd, Zimmerman, & Reischl, 2011; Engels, Luijpers, 
Landsheer, & Meeus, 2004). Además, la presencia de actitudes 
favorables a la violencia parece aumentar el riesgo de reincidencia 
(MacKenzie, Bierie, & Mitchell, 2007; Mills, Kroner, & Hemmati, 
2004). No obstante, se ha planteado que, además de ejercer un efecto 
directo sobre la aparición de conductas problemáticas, las actitudes 
favorables a la violencia puedan actuar como mediadores en la 
relación entre diferentes situaciones de violencia familiar y entre el 
grupo de iguales y la subsecuente conducta antisocial o delictiva (e.g., 
Brendgen, Vitaro, Tremblay, & Wanner, 2002; Vitaro, Brendgen, & 
Tremblay, 2000).  
El estrés percibido y la capacidad con la que las personas afrontan 
las dificultades ejercen a su vez cierta influencia sobre la conducta 
antisocial. La adolescencia es un período de cambios, tanto 
fisiológicos como psicosociales, a lo largo del cual los jóvenes tienen 
que hacer frente a multitud de situaciones novedosas y estresantes 
relacionadas con la familia, el grupo de amigos o las expectativas 
académicas (Frydenberg, 2008). Una adaptación exitosa ante 
situaciones de estrés depende de la forma en la que los individuos 
gestionan sus emociones, piensan de forma constructiva, regulan su 
comportamiento, controlan su activación autonómica y actúan con el 
fin de disminuir las fuentes de estrés (Compas, Connor-Smith, 




tanto, la vivencia de acontecimientos vitales estresantes no determina 
necesariamente un desajuste psicosocial en la adolescencia sino que, 
en su lugar, parece ser la percepción generada ante tales situaciones y 
las estrategias de afrontamiento empleadas las que influyen sobre la 
inadaptación y la conducta antisocial (Hampel & Peterman, 2006). 
Así, diversos estudios han mostrado una relación significativa entre un 
estilo de afrontamiento desadaptativo-evitador y un incremento de 
problemas de conducta en la adolescencia (Gómez-Fraguela, Luengo, 
Romero, Villar, & Sobral, 2006; Seiffge-Krenke, 2000). Con respecto 
al maltrato infantil, los jóvenes que han sido víctimas de maltrato 
presentan una mayor dificultad en el afrontamiento de situaciones 
estresantes, debido principalmente a las experiencias adversas que han 
vivido en el pasado (e.g., Hager & Runtz, 2012). Diversos estudios 
han mostrado un efecto de mediación de las estrategias de 
afrontamiento negativas (i.e., evitador, autodestructivo) en la relación 
entre maltrato infantil y el posterior ajuste psicosocial (e.g., Runtz & 
Schallow, 1997). No obstante, la gestión del estrés percibido y la 
utilización de estrategias de afrontamiento centradas en la emoción 
parecen reducir significativamente el desajuste psicosocial causado 
por el maltrato infantil físico y emocional (Hager & Runtz, 2012). 
El consumo de drogas se ha presentado como un potente factor de 
riesgo de las conductas antisociales y delictivas (Brook, Brook, 
Rubenstone, Zhang, & Saar, 2011; Welte, Barnes, Hoffman, 
Wieczorek, & Zhang, 2005; White, 2015). Los hallazgos al respecto 
evidencian índices elevados de consumo de sustancias en delincuentes 
violentos (e.g., Boles & Miotto, 2003; Torok, Darke, Shand, & Kaye, 
2014; Wikström & Butterworth, 2006), así como niveles mayores de 
reincidencia en jóvenes que son consumidores de diversas sustancias 
(Stoolmiller & Blechman, 2005; van der Put, Creemers, & Hoeve, 
2014). Las causas de la aparición de conductas problemáticas o 
delictivas relacionadas con el consumo de sustancias no son siempre 
las mismas y pueden deberse a diversos motivos. Así, entre algunas de 
las causas más frecuentes se encuentran los efectos 
psicofarmacológicos derivados del consumo, los patrones violentos 
generados dentro del propio sistema de distribución, o incluso los 
actos antisociales llevados a cabo con el objetivo de conseguir dinero 
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para mantener la adicción (Boles & Miotto, 2003). Se ha observado 
además que la accesibilidad al alcohol y otras drogas en centros de AR 
se relaciona de forma significativa con las conductas problemáticas 
adolescentes (Aguilar-Vafaie, Roshani, Hassanabadi, Masoudian, & 
Afruz, 2011). 
Algunos resultados han mostrado inconsistencias con respecto a 
los efectos del consumo de drogas sobre la delincuencia, dependiendo 
principalmente del tipo de sustancia analizada. El alcohol ha sido la 
sustancia que más atención ha recibido en relación con la conducta 
violenta adolescente. Los resultados han indicado un incremento de la 
conducta violenta y delictiva en aquellos jóvenes caracterizados por 
un consumo abusivo y crónico de alcohol, incluyendo jóvenes en AR 
(Chen & Li, 2017; Mason et al., 2010; White, Jackson, & Loeber, 
2009). De igual modo, el consumo de sustancias psicoestimulantes 
como cocaína, crack o anfetaminas se ha relacionado con delincuencia 
y diversas conductas de tipo violento (Bennett, Holloway, & 
Farrington, 2008; Macdonald, Erickson, Wells, Hathaway, & Pakula, 
2008). No obstante, los resultados no han sido tan contundentes con 
respecto al consumo de opiáceos, éxtasis y cannabis, y en ocasiones se 
han limitado al estudio de la relación entre el síndrome de abstinencia 
de los opiáceos y la conducta antisocial o delictiva (Boles & Miotto, 
2003; Hoaken & Stewart, 2003). Sin embargo, existe cierto debate 
acerca de la consideración del consumo de sustancias como un factor 
de riesgo de la conducta antisocial o si, por el contrario, podría 
incluirse como otra tipología conductual producto a su vez de la 
presencia de diversos factores de riesgo (e.g., Elliott, Huizinga, & 
Ageton, 1985; LeBlanc, 2015).  
A pesar del extenso número de trabajos que evalúan los efectos de 
los diferentes factores de riesgo sobre la aparición de conductas 
antisociales en jóvenes de PG y JJ, estos estudios son relativamente 
escasos con población de adolescentes en AR. Como se ha expuesto 
previamente, la identificación de los factores de riesgo implicados en 
la conducta antisocial constituye el primer paso para la evaluación del 
riesgo. Únicamente a través de un proceso de valoración del riesgo 
exhaustivo podrán diseñarse herramientas adaptadas que contribuyan 









4. OBJETIVOS E HIPÓTESIS 
 
Los objetivos generales del presente trabajo se fundamentan en la 
evaluación del perfil de riesgo específico y los factores asociados a la 
conducta antisocial en adolescentes en AR. Para ello, resulta 
fundamental la determinación de los niveles de riesgo en comparación 
con otros adolescentes procedentes de diferentes contextos. Partiendo 
de una perspectiva ecológica del riesgo que contempla diversos 
niveles en la explicación de la conducta antisocial, entre los que se 
encuentra la familia, la comunidad y el propio individuo, se pretende 
identificar los factores de riesgo específicos de los jóvenes en AR. 
Con este fin, se evaluará la relación que cada uno de los factores de 
riesgo históricos, psicosociales e individuales, mantiene con los 
diferentes tipos de conducta antisocial (i.e., conductas agresivas, 
conductas contra normas, robo, vandalismo y problemas derivados del 
consumo de sustancias). Asimismo, se analizará la relación entre los 
diferentes factores de riesgo y la conducta antisocial desde una 
perspectiva centrada en la persona. El objetivo último del presente 
trabajo es, por tanto, determinar las necesidades específicas de esta 
población con el fin de contribuir al desarrollo de estrategias de 
valoración del riesgo adaptadas a este contexto. Para su consecución 
se plantean una serie de objetivos específicos: 
Objetivo 1. Analizar las diferencias entre una muestra de 
adolescentes en AR y una muestra de adolescentes de población 
general (PG) en relación a la conducta antisocial y a las puntuaciones 
en diferentes factores de riesgo históricos, psicosociales e 
individuales. 
Objetivo 2. Analizar las diferencias entre una muestra de 
adolescentes en AR y una muestra de adolescentes de JJ en relación a 
la conducta antisocial y a las puntuaciones en diversos factores de 
riesgo históricos, psicosociales e individuales. 
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Objetivo 3. Evaluar la relación existente entre los factores de 
riesgo y diferentes tipos de conducta antisocial en adolescentes en AR, 
específicamente, conductas agresivas, conductas contra normas, robo, 
vandalismo y problemas derivados del consumo de sustancias. 
Objetivo 4. Determinar los factores de riesgo con mayor 
capacidad explicativa sobre cada uno de los tipos de conducta 
antisocial en adolescentes en AR. 
Objetivo 5. Identificar subgrupos o perfiles de riesgo en función 
de las puntuaciones en diversos factores dinámicos y evaluar su 
relación con la conducta antisocial en adolescentes en AR. 
A partir de estos objetivos específicos se proponen una serie de 
hipótesis: 
Hipótesis 1. Los adolescentes en AR presentarán índices más 
elevados que los jóvenes de PG en diversos factores de riesgo 
psicosociales e individuales asociados tradicionalmente con la 
conducta antisocial (e.g., amigos antisociales, conflicto familiar, 
impulsividad). Asimismo, los adolescentes en AR mostrarán 
puntuaciones mayores en los diferentes tipos de conducta antisocial 
(i.e., conductas agresivas, conductas contra normas, robo, vandalismo, 
problemas derivados del consumo de drogas). Puesto que los factores 
de riesgo históricos son evaluados por los técnicos de los centros, no 
se establecen comparaciones al respecto con los adolescentes de PG, 
ya que esta información no fue recogida en dicha muestra. 
Hipótesis 2. Los chicos de AR mostrarán puntuaciones más 
elevadas  que los chicos de JJ en los factores de riesgo relacionados 
con la familia, como el maltrato infantil, la negligencia, o las prácticas 
parentales negativas. Sin embargo, se espera que los jóvenes de JJ 
presenten niveles mayores de conducta antisocial y frecuencia de 
consumo de sustancias. Debido al escaso número de estudios al 
respecto, no se establecen hipótesis específicas en relación a los 
demás factores de riesgo psicosociales e individuales.  
Hipótesis 3. Específicamente con respecto a los adolescentes en 
AR, se espera que los diferentes factores de riesgo históricos (e.g., 
delincuencia familiar), psicosociales (e.g., amigos antisociales) e 
individuales (e.g., narcisismo) se asocien con la conducta antisocial, 
aunque de modo diferencial en función del tipo de conducta.  
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Hipótesis 4. Tanto los factores de riesgo históricos como los 
factores psicosociales e individuales contribuirán a la explicación de 
la varianza de la conducta antisocial en los adolescentes en AR, 
aunque de manera diferencial en función del tipo de conducta.  
Hipótesis 5. Las puntuaciones en los diferentes factores de riesgo 
y de protección favorecerán el establecimiento de subgrupos o perfiles 
de riesgo en adolescentes en AR. Específicamente, se espera 
identificar al menos tres grupos de riesgo: un grupo de bajo riesgo, un 
grupo de riesgo moderado y un grupo de alto riesgo. Asimismo, el 
grupo de alto riesgo será el que mayor relación muestre con la 
conducta antisocial, mientras que no se espera encontrar una 
asociación significativa entre el grupo de bajo riesgo y la conducta 
antisocial. Teniendo en cuenta el alto porcentaje de menores que son 
acogidos en centros residenciales de protección debido a situaciones 
de violencia familiar, es probable que los factores familiares no se 
diferencien de un modo significativo en los diferentes perfiles de 
riesgo. Por el contrario, las mayores diferencias entre los grupos de 












La muestra inicial procedente de AR estaba compuesta por 
150 jóvenes entre 11 y 19 años (M = 14,82; DT = 1,81), de los 
cuales un 58,7% eran varones (n = 88). Del total de los 150 
casos iniciales, cinco fueron eliminados debido a que más del 
90% de las preguntas no habían sido respondidas, dando lugar a 
una muestra final compuesta por 145 jóvenes de edades 
comprendidas entre 11 y 19 años (M = 14,80; DT = 1,80), de los 
cuales un 59,3% eran varones (n = 86). Un 82,8% de los jóvenes 
tenían nacionalidad española; un 4,9% procedían de 
Latinoamericana; un 4,8% tenían nacionalidad de países 
africanos; un 4,1% portuguesa y un 0,7% eran originarios de 
países del este de Europa. Además, el 61,2% de los jóvenes 
provenían de entornos familiares caracterizados por un nivel 
socioeconómico bajo, un 37,8% de nivel medio o medio-bajo y 
un 1% provenían de un entorno socioeconómico medio-alto. En 
el estudio participaron 19 hogares de AR de protección a la 
infancia y adolescencia ubicados en diferentes puntos 
geográficos de las cuatro provincias de la comunidad autónoma 
de Galicia (España). De todos ellos, uno era una minirresidencia 
(n = 4); 5 eran centros residenciales (n = 79); y 13 eran casas de 
familia (n = 62).  
En el presente estudio se utilizaron además dos muestras de 
comparación, una muestra de JJ y otra de PG, procedentes en 
ambos casos de la comunidad autónoma de Galicia. La muestra 
inicial de JJ estaba compuesta por 189 jóvenes de edades 
comprendidas entre los 14 y los 21 años (M = 17,12; DT = 1,50), 
siendo un 86,2% varones (n = 163). Dos de los casos de la 
muestra inicial fueron eliminados debido al elevado número de 
valores perdidos que representaba más del 90% de las respuestas 
en cada caso. Por tanto, la muestra final de JJ resultó en un total
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de 187 jóvenes de entre 14 y 21 años (M = 17,11; DT = 1,50), de los 
cuales un 86,1% eran varones (n = 161). Un 77,5% de los jóvenes eran 
de nacionalidad española, un 14,3% eran latinoamericanos, un 5,8% 
procedían de países africanos y un 1,1% eran originarios de países del 
este de Europa. Con respecto al nivel socioeconómico, un 33,3% 
procedían de entornos caracterizados por un nivel socioeconómico 
bajo o muy bajo, un 63,4% de contextos de nivel medio o medio-bajo 
y un 3,3% de los jóvenes provenían de un entorno socioeconómico 
alto o medio-alto. En el presente estudio participaron un total de 9 
centros de JJ distribuidos por las diferentes provincias de Galicia, de 
los cuales 6 eran centros educativos de régimen abierto o semiabierto 
(n = 120); dos eran centros de internamiento en régimen cerrado (n = 
57); y uno era un centro de internamiento terapéutico (n = 10). 
La muestra de PG estaba constituida inicialmente por 656 
adolescentes de entre 14 y 20 años (M = 15,99; DT = 1,19). El 41,8% 
del total de la muestra inicial eran varones (n = 274) y el 47,3% eran 
mujeres (n = 310). No obstante, el porcentaje restante no pudo ser 
estimado debido a la presencia de valores perdidos en esta variable (n 
= 72). Una vez eliminados los siete casos que registraron un 
porcentaje de valores perdidos mayor al 90% del total de las 
respuestas, se obtuvo una muestra final de 649 jóvenes con edades 
comprendidas entre los 14 y los 20 años (M = 15,98; DT = 1,19). Un 
41,4% eran varones (n = 269), un 47,5% eran mujeres (n = 308) y el 
porcentaje restante correspondiente al 11,1% de los participantes no 
registraron ninguna respuesta en esta variable (n = 72). Del total de la 
muestra comunitaria, un 96,8% de los jóvenes eran españoles, un 2% 
procedían de Latinoamérica, un 0,9% eran originarios de países del 
norte o del este de Europa y un 0,3% tenían nacionalidad marroquí. En 
el estudio participaron un total de 6 centros de educación secundaria 
ubicados en las provincias de Lugo (n = 1), A Coruña (n = 3) y 
Pontevedra (n = 2) en diferentes áreas urbanas, semi-urbanas y rurales. 
5.2 PROCEDIMIENTO 
Los datos recogidos en el presente trabajo forman parte de un 
proyecto de investigación previo cuyo objetivo era la validación de un 
protocolo informatizado de valoración y gestión del riesgo en menores 
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infractores, aprobado por el comité de bioética de la Universidad de 
Santiago de Compostela. La recogida de datos en los diferentes 
centros de AR y JJ se llevó a cabo a través de la colaboración con la 
Consellería de Trabajo y Bienestar de la Xunta de Galicia, responsable 
del contacto con los diferentes centros ubicados en la comunidad 
autónoma de Galicia. Inicialmente se envió un correo electrónico a 54 
centros de AR y de JJ en el que se especificaban brevemente los 
objetivos del estudio y los criterios de participación, centrados 
básicamente en la participación de adolescentes con edades 
comprendidas entre los 12 y los 18 años aproximadamente. Todos 
aquellos centros que cumplían los requisitos para formar parte del 
estudio fueron invitados a participar en reuniones informativas en las 
que se especificaron los objetivos y la metodología del estudio, se 
solicitó la colaboración activa por parte de los responsables de los 
centros y se solucionaron las posibles dudas al respecto. Como 
resultado, un total de cuatro reuniones informativas fueron llevadas a 
cabo en las sedes de las delegaciones provinciales de la Consellería, 
una en cada provincia de Galicia. Una vez obtenida la aceptación por 
parte de los responsables de los centros, éstos fueron los encargados 
de informar a los jóvenes acerca de las características del estudio, 
cuya participación fue totalmente voluntaria. Los jóvenes que 
aceptaron participar en el estudio cumplimentaron el cuestionario de 
autoinforme de forma individual y estuvieron supervisados en todo 
momento por un educador o personal técnico del equipo de 
investigación. Asimismo, los responsables de los centros fueron los 
encargados de trasladar toda la información al equipo técnico para que 
aportase la información requerida en el formulario. En aquellos casos 
en los que no fue posible la colaboración de los educadores, el 
personal técnico del equipo de investigación se desplazó a los centros 
para cumplimentar la información correspondiente al cuestionario de 
técnicos. 
Además, como parte del proyecto y con el objetivo de obtener una 
muestra de comparación procedente de PG del entorno comunitario, se 
llevó a cabo una recogida de datos en diversos centros de educación 
secundaria obligatoria de Galicia. Para ello, se seleccionaron 




seleccionados los centros, los profesionales concertaron reuniones 
informativas con el equipo directivo de cada uno de ellos, en las que 
se informaron acerca de los objetivos y el método de estudio, y se 
solicitó su colaboración. Tras la reunión inicial, uno de los centros de 
educación secundaria decidió no participar en el estudio. Una vez 
obtenida la aceptación de los centros, se solicitó el consentimiento 
informado de los progenitores o cuidadores de los adolescentes, los 
cuales decidieron participar voluntariamente en la cumplimentación de 
los cuestionarios. Los miembros del equipo de investigación fueron 
los encargados de la recogida de datos en cada uno de los centros 
educativos, que fue llevada a cabo de manera grupal en horario de 
tutorías y con una duración aproximada de 45 minutos en cada grupo. 
El compromiso de confidencialidad y anonimato estuvo garantizado a 
lo largo de todo el proceso tanto en las muestras de jóvenes en AR y 
JJ como en la muestra comunitaria. Para ello, se limitó el acceso a la 
base de datos únicamente a los investigadores directamente 
implicados en el proyecto y todos los cuestionarios fueron 
identificados mediante una clave.  
5.3 VARIABLES E INSTRUMENTOS 
La recogida de datos fue llevada a cabo a través del Protocolo 
de Valoración del Riesgo en Adolescentes Infractores (VRAI; Luengo 
et al., 2015). Este protocolo fue diseñado inicialmente para su 
aplicación en el sistema de JJ y fue utilizado también en el sistema de 
protección a la infancia y adolescencia. El protocolo VRAI está 
compuesto por un total de 26 factores de riesgo agrupados en tres 
categorías referentes a factores de riesgo históricos (e.g., historia de 
violencia previa), psicosociales (e.g., delincuencia en el grupo de 
iguales) e individuales (e.g., impulsividad), así como 5 factores de 
protección (e.g., resiliencia). No obstante, algunos factores no han 
sido incluidos en los análisis debido a la falta de adecuación en 
relación a la muestra y/o los objetivos del presente estudio (e.g., 
fracaso en intervenciones previas, intentos de autolesión o suicidio). 
Los factores que constituyen el protocolo VRAI aparecen 
representados en el Apéndice A. Debido al reducido tamaño de la 




interactivos de amortiguación de los factores de protección, éstos no 
han sido tampoco contemplados en los análisis. La información sobre 
los diferentes factores de riesgo fue obtenida a partir de dos fuentes: 
por un lado, a través de datos de autoinforme de los jóvenes y, por 
otro, a través de la información proporcionada por los técnicos de los 
centros, basada fundamentalmente en observaciones, datos de archivo 
y entrevistas previas con el/la joven. Los jóvenes proporcionaron 
información acerca de las diferentes conductas antisociales y consumo 
de sustancias, así como sobre los factores de riesgo dinámicos, 
incluyendo los factores individuales y psicosociales. Por su parte, los 
técnicos de los centros fueron los encargados de la evaluación de los 
factores de riesgo históricos, así como alguno de los factores de riesgo 
psicosociales (e.g., marginalidad social). Con respecto a la muestra 
procedente del entorno comunitario, únicamente se obtuvo 
información acerca de las variables evaluadas a través del autoinforme 
de los adolescentes. Los índices de consistencia interna (alfa de 
Cronbach) para cada una de las escalas utilizadas en el presente 
estudio en relación a la procedencia de la muestra aparecen expuestos 
en la Tabla 1. 
Factores de riesgo históricos 
Historia de violencia y actos antisociales. El personal técnico fue 
el responsable de la evaluación del historial de actos violentos 
llevados a cabo por los jóvenes a lo largo de la infancia y 
adolescencia. La presencia de actos violentos fue evaluada a través de 
un item de respuesta dicotómico (Sí/No). El acto violento fue definido 
como “una agresión o un acto de violencia física que es 
suficientemente grave como para causar daño a otra persona o 
personas (como cortes, morados, rotura de huesos, muerte, etc.) sin 
importar si efectivamente hay daño resultante; cualquier acto de 
agresión sexual; o una amenaza contra otra persona que se ha 
proferido sosteniendo un arma”. Las amenazas sin agresión o 
violencia física y las agresiones menores que no hayan tenido como 
consecuencia un daño no han sido consideradas en este ítem. Los 
técnicos informaron a su vez de la presencia en el historial de los 
jóvenes de diferentes tipologías de conducta antisocial (i.e., amenazas, 




tutores, profesores–, escaparse de casa sin permiso, actos vandálicos, 
peleas con iguales e incumplimiento de normas escolares). Además, 
los técnicos informaron de la severidad de dichos actos a través de un 
ítem en el que especifican si los actos violentos se caracterizaban por 
un nivel de severidad leve, moderada o grave. 
Por otro lado, los jóvenes evaluaron a su vez una serie de 
conductas antisociales a través del Cuestionario de Conducta 
Antisocial (CCA, Luengo, Otero, Romero, Gómez-Fraguela, & 
Tavares-Filho, 1999). El CCA está constituido por un total de 30 
ítems que evalúan cinco dimensiones de conducta antisocial (6 ítems 
en cada dimensión): conductas agresivas (e.g., “pelearse con otra 
persona a golpes”), conductas contra normas (e.g., “pasar la noche 
fuera de casa sin permiso”), robo (e.g., “coger algo de clase sin 
permiso y con la intención de robarlo”), vandalismo (e.g., “golpear, 
romper o rascar los coches o motos aparcados”) y problemas 
derivados del consumo de drogas (e.g., “meterse en asuntos ilegales 
para conseguir droga”). Cada una de las dimensiones fue evaluada a 
través 6 ítems con un formato de respuesta tipo Likert con cuatro 
alternativas de respuesta que oscilaban entre 0 (nunca) y 3 (con 
frecuencia). 
Violencia familiar. La exposición a violencia en el ámbito 
familiar fue evaluada mediante un ítem dicotómico (Sí/No). Los 
técnicos especificaban si los jóvenes habían presenciado malos tratos 
en el entorno familiar, tanto entre sus progenitores o cuidadores como 
de éstos hacia alguno de los hermanos o hermanas. Además, los 
técnicos evaluaron la presencia de maltrato en la infancia a partir de 3 
ítems de respuesta dicotómica (Sí/No), referentes a tres tipologías 
específicas de maltrato infantil: maltrato físico, abuso sexual y 
negligencia. 
Historia delictiva familiar. La historia delictiva de los miembros 
de la familia de origen fue evaluada por el personal técnico a través de 
un ítem de naturaleza dicotómica (Sí/No) referente al cumplimiento de 
condenas en prisión. Cada ítem fue evaluado específicamente en 
relación al padre, a la madre y a los hermanos. 
Separación temprana de los cuidadores. La separación de los 




(Sí/No) informado por los técnicos. Éstos respondieron acerca de si el 
menor había estado separado de sus padres durante la infancia. 
 
Tabla 1. Índices de Consistencia Interna (Alfa de Cronbach) en las Diferentes 
Escalas en Función de la Muestra de Procedencia 
 
Rendimiento escolar. La variable relativa al rendimiento escolar 
fue informada por los técnicos a través de un ítem que hacía referencia 
al rendimiento académico medio de los jóvenes en los estudios 
 PG AR JJ 
Conducta antisocial (A)    
Conductas agresivas  ,81 ,87 ,88 
Conductas contra normas  ,77 ,83 ,83 
Robo ,78 ,91 ,88 
Vandalismo ,86 ,85 ,81 
Problemas drogas ,70 ,87 ,80 
Factores psicosociales    
Desventaja social en el barrio (T) - ,89 ,86 
Amigos antisociales (A) ,72 ,76 ,84 
Conflicto filio-parental (A) ,76 ,83 ,81 
Supervisión parental (A) ,71 ,71 ,70 
Apoyo familiar (A) ,91 ,93 ,91 
Apoyo social (T) - ,42 ,54 
Apoyo social (A) ,90 ,87 ,88 
Factores individuales    
Estrés percibido (A) ,66 ,62 ,68 
Actitudes violentas (A) ,80 ,84 ,82 
Impulsividad (A) ,74 ,76 ,75 
Búsqueda de sensaciones (A) ,77 ,76 ,78 
Ira (A) ,79 ,86 ,81 
Empatía (A) ,79 ,73 ,82 
Dureza emocional (A) ,57 ,86 ,88 
Narcisismo (A) ,74 ,77 ,71 
Implicación escolar (T) - ,78 ,78 
Implicación escolar (A) ,64 ,79 ,72 
Nota. PG = población general; AR = acogimiento residencial; JJ = justicia juvenil. 
Las iniciales entre paréntesis hacen referencia a la fuente de información: A = 




realizados, con un rango de respuesta que osciló entre 1 (bajo) y 3 
(alto). 
 Factores Psicosociales 
Desventaja social en el barrio de origen. Los técnicos 
respondieron a 4 ítems referentes a diferentes factores relacionados 
con el barrio de origen del joven. Específicamente, los profesionales 
informaron del grado de pobreza, violencia, acceso a las drogas y 
delincuencia presentes en el vecindario de origen a través de una 
escala con tres alternativas de respuesta que oscilaron entre 1 (poco) y 
3 (mucho). 
Conducta antisocial en el grupo de iguales. Los técnicos 
respondieron a un ítem acerca de la proporción de amigos antisociales 
del joven, que valoraron en una escala con 7 alternativas de respuesta 
desde 0 (ninguno) hasta 7 (todos).  La presencia de conductas 
antisociales en el grupo de iguales fue evaluada también a través de 
una escala de autoinforme compuesta por 3 ítems, utilizada en 
estudios previos en el contexto español (e.g., Cutrín, Gómez-Fraguela, 
& Luengo, 2015; Cutrín, Gómez-Fraguela, Maneiro, & Sobral, 2017b; 
e.g., "mis mejores amigos se meten en muchos líos y peleas"). Los 
ítems fueron valorados mediante un formato de respuesta tipo Likert 
con cuatro alternativas de respuesta que oscilaron entre 0 (totalmente 
en desacuerdo) y 3 (totalmente de acuerdo).  
Habilidades parentales. En el presente trabajo se evaluaron 
diferentes habilidades parentales a través de escalas de autoinforme, 
específicamente el conflicto filio-parental, la supervisión y el apoyo. 
El conflicto filio-parental fue evaluado a partir de una versión breve 
del Conflict Behavior Questionnaire (CBQ-20; Robin & Foster, 1989) 
utilizada en estudios previos en España (Cutrín et al., 2015; Cutrín, 
Gómez-Fraguela, Maneiro et al., 2017). Esta versión consta de un total 
de 7 ítems evaluados a través de una escala de respuesta tipo Likert 
con cuatro alternativas de respuesta desde 0 (nunca) hasta 3 (siempre) 
(e.g., “nos enfadamos por pequeñas cosas”). La supervisión parental 
fue considerada específicamente como el grado de conocimiento 
parental que los progenitores tenían acerca de las amistades y las 
actividades que los jóvenes llevan a cabo y fue evaluada a partir de 




Cutrín, Gómez-Fraguela, Maneiro et al., 2017b; Sobral, Gómez-
Fraguela, Romero, Luengo, & Villar, 2012), con un rango de 
respuesta tipo Likert desde 0 (nunca) hasta 3 (siempre) (e.g., “tu padre 
y/o tu madre sabían lo que hacías en tu tiempo libre”). Por último, se 
evaluó el apoyo parental mediante una escala compuesta por 11 ítems 
basada en el Parental Bonding Instrument (PBI; Parker, Tupling, & 
Brown, 1979), adaptada y utilizada previamente en el contexto 
español (Cutrín et al., 2015; Cutrín, Gómez-Fraguela, Maneiro et al., 
2017b; Pepe, Sobral, Gómez-Fraguela, & Villar, 2008). El rango de 
respuesta de esta escala osciló entre 0 (nunca) y 3 (siempre) (e.g., 
“son capaces de hacerme sentir mejor cuando estoy disgustado/a”).  
Apoyo social. El apoyo social fue evaluado, por un lado, mediante 
la información proporcionada por los técnicos a 3 ítems relativos al 
apoyo social adulto en los contextos escolar, familiar y comunitario. 
Cada uno de los ítems fue valorado en función de la presencia de 
adultos socialmente integrados dispuestos a ofrecer apoyo y soporte 
emocional al joven a través de una escala con tres alternativas de 
respuesta, 0 (no), 1 (sí, pero superficial), 2 (sí, estable e intenso). 
Asimismo, fue utilizada adaptación de la subescala de autoinforme de 
apoyo social del cuestionario desarrollado por Friborg, Hjemdal, 
Rosenvinge, & Martinussen (2003). La escala de apoyo social 
utilizada en el presente estudio está compuesta por un total de 8 ítems 
puntuados en una escala de respuesta tipo Likert con cuatro 
alternativas de respuesta que oscilan entre 0 (muy en desacuerdo) y 3 
(muy de acuerdo) (e.g., “tengo personas en mi entorno que son 
capaces de animarme cuando me encuentro mal”). 
Factores Individuales 
Estrés percibido. Una escala de seis ítems basada en la Perceived 
Stress Scale (PSS, Cohen, Kamarck, & Mermelstein, 1983) fue 
utilizada para la evaluación del estrés percibido por los adolescentes, 
definido como la dificultad en el afrontamiento de los problemas 
psicosociales (e.g., “Me siento incapaz de controlar las cosas más 
importantes de mi vida”). Los ítems fueron puntuados mediante una 
escala de respusta tipo Likert con cuatro alternativas de respuesta y 




Actitudes favorables a la agresión. Las actitudes violentas o 
favorables a la agresión fueron evaluadas a través de una versión 
adaptada de la Escala de autoinforme sobre las actitudes ante la 
agresión social (De la Villa, 2005), compuesta por 9 ítems (e.g., “un 
insulto es una razón suficiente para empezar una pelea”). Los 
participantes valoraron cada uno de los ítems en una escala de 
respuesta tipo Likert con cuatro alternativas de respuesta 
comprendidas entre 0 (nada) y 3 (mucho). 
Impulsividad y búsqueda de sensaciones. Tanto la impulsividad 
como la búsqueda de sensaciones fueron evaluadas a través de una 
versión reducida adaptada de las subescalas de Impulsividad y Afán de 
aventuras de la escala I7, previamente adaptada por Aluja y Blanch 
(2007). Las tendencias impulsivas (e.g., “hago las cosas sin pensarlas 
dos veces”) y la búsqueda de sensaciones (e.g., “me gusta hacer cosas 
arriesgadas”) fueron evaluadas mediantes dos subescalas compuestas 
por 5 ítems cada una. Ambas subescalas fueron puntuadas en una 
escala de respuesta tipo Likert con cuatro alternativas de respuesta que 
oscilaron entre 0 (nada) y 3 (mucho). 
Ira. Las dificultades en el manejo de la ira fueron analizadas a 
través de la subescala de hostilidad del SCL-90 (Derogatis, 2002), 
compuesta por 6 ítems (e.g., “me irrito o enfado con facilidad”). Esta 
escala fue valorada en una escala de respuesta tipo Likert con cuatro 
alternativas de respuesta comprendidas entre 0 (nada) y 3 (mucho). 
Empatía y dureza emocional. La empatía fue evaluada a través de 
4 ítems adaptados de la subescala de empatía afectiva de la Basic 
Empathy Scale (Jolliffe & Farrington, 2006). Los participantes 
respondieron a cada uno de los ítems mediante una escala de respuesta 
tipo Likert con cuatro alternativas de respuesta que oscilaron entre 0 
(nada) y 3 (mucho) (e.g., “los sentimientos de los demás me afectan 
fácilmente”). La falta de empatía forma parte a su vez de un 
constructo más amplio denominado dureza emocional que se 
caracteriza por un déficit en las habilidades afectivas e interpersonales 
(e.g., ausencia de culpa, emociones superficiales, falta de empatía) 
(Frick et al., 2003). La dureza emocional fue evaluada a través del 
Inventory of Callous-Unemotional traits (ICU; Essau, Sasagawa, & 




(López-Romero, Gómez-Fraguela, & Romero, 2015). El ICU está 
compuesto por 24 ítems puntuados en una escala con cuatro 
alternativas comprendidas entre 0 (totalmente en desacuerdo) y 4 
(totalmente de acuerdo). Esta escala presenta 11 ítems centrados en la 
evaluación del nivel de insensibilidad emocional (e.g., “los 
sentimientos de los demás son importantes para mí”), 5 ítems relativos 
a la ausencia emocional (e.g., “oculto mis emociones a los demás”) y 
8 ítems centrados en la evaluación de la indiferencia emocional (e.g., 
“me siento mal o culpable cuando hago algo mal”). 
Narcisismo. El narcisismo fue evaluado a través de una escala de 
autoinforme compuesta por 7 ítems basados en la subescala de 
narcisismo del Antisocial Process Screening Device (APSD; Frick & 
Hare, 2001) y utilizada en estudios previos en nuestro país (Romero, 
Luengo, Gómez-Fraguela, Sobral, & Villar, 2005). Cada uno de los 
ítems fue puntuado en una escala de respuesta con cuatro alternativas 
entre 0 (nada) y 3 (mucho) (e.g., “me considero mejor o más 
importante que otras personas”). 
Implicación escolar.  Los técnicos respondieron a 4 preguntas 
relativas a la implicación escolar de los jóvenes. Las preguntas tenían 
un rango de respuesta dicotómico (Sí/No) y hacían referencia 
específicamente a los problemas de absentismo escolar, el 
cumplimiento de las tareas o deberes escolares, el interés por sacar 
buenas notas o hacer bien su trabajo y la motivación por el éxito en los 
estudios o en el trabajo. Asimismo, los jóvenes autoinformaron de la 
baja implicación escolar, el pobre rendimiento académico y las 
actitudes negativas hacia la escuela a través de una escala de 12 ítems 
(Luengo, Villar, Sobral, Romero, & Gómez-Fraguela, 2009) adaptada 
de Berry, Phinney, Sam, and Vedder (2006). Los participantes 
puntuaron cada uno de los ítems en una escala dicotómica de 1 (falso) 
y 2 (verdadero) (e.g., “la mayoría de las reglas escolares son estúpidas 
y sin sentido”). 
Intereses de ocio/diversión. Los técnicos respondieron a un ítem 
dicotómico (Sí/No) acerca de si los jóvenes participaban en 
actividades de ocio (deportivas, culturales, lúdicas, etc.) organizadas 




Frecuencia de consumo de sustancias. Los técnicos informaron 
acerca del consumo de sustancias de los jóvenes a través de un total de 
7 ítems en los que se especificaba la frecuencia de consumo de tabaco, 
alcohol, cannabis, cocaína/anfetaminas, alucinógenos, drogas de 
síntesis, y heroína/crack. Los ítems fueron evaluados en una escala de 
respuesta de cuatro puntos que comprendía 0 (no uso), 1 (consumo 
ocasional), 2 (consumo habitual) y 3 (abuso que interfiere en su vida). 
Por su parte, los jóvenes autoinformaron de la frecuencia de consumo 
de dichas sustancias mediante una escala de evaluación tipo Likert con 
seis alternativas de respuesta que comprendía 0 (nunca), 1 (lo probé), 
2 (alguna vez al año), 3 (alguna vez al mes), 4 (alguna vez a la 
semana) y 5 (casi todos los días). 
5.4 ANÁLISIS DE DATOS 
Las diferencias en relación a los factores de riesgo psicosociales e 
individuales entre la muestra de AR y PG fueron analizadas mediante 
ANCOVAs controlando los efectos del sexo y la edad de los 
participantes. Las comparaciones entre AR y JJ se llevaron a cabo 
únicamente en la muestra de chicos, por tanto, los ANCOVAs se 
analizaron en este caso controlando los efectos de la edad. El 
estadístico de estimación del tamaño del efecto utilizado para la 
evaluación de la magnitud de las diferencias fue el eta cuadrado 
parcial (ηp²). Cohen (1988) establece unos parámetros de referencia 
para la interpretación del tamaño del efecto que considera pequeños 
(ηp² = 0,01), medianos (ηp² = 0,06) y grandes (ηp² = 0,14). Por su 
parte, las diferencias en los factores de riesgo históricos evaluados a 
través de variables categóricas entre las muestras de AR y JJ fueron 
analizadas mediante tablas de contingencia a través del estadístico chi-
cuadrado de Pearson. 
Con respecto a la conducta antisocial específicamente en la 
muestra de AR, el análisis de los factores de riesgo históricos en 
relación a las conductas antisociales fue llevado a cabo mediante 
ANCOVAs controlando los efectos del sexo y la edad. Para ello, se 
evaluaron las diferencias y el tamaño del efecto en función de la 
presencia o ausencia de cada uno de los factores con respecto a las 




problemas derivados del consumo de drogas. La relación entre los 
diferentes factores de riesgo psicosociales e individuales con cada una 
de las conductas antisociales fue llevada a cabo mediante 
correlaciones de orden cero. Con el fin de contrarrestar los efectos de 
las comparaciones múltiples se aplicó la corrección de Bonferroni. 
Los niveles de significación se situaron en ,001 para los factores de 
riesgo psicosociales y ,0006 para los factores de riesgo individuales. 
Los coeficientes de correlación fueron interpretados como ≤ ,30 = 
pequeño, ,30-,50 = moderado; y ≥ ,50 = grande (Cohen, 1988). 
Asimismo, diferentes modelos de regresión lineal múltiple jerárquica 
fueron llevados a cabo para cada una de las conductas antisociales 
incluyendo los diferentes factores de riesgo históricos, psicosociales e 
individuales que previamente evidenciaron asociaciones significativas. 
El análisis de datos fue llevado a cabo a través del paquete estadístico 
SPSS 20.0.  
Con el fin de identificar subgrupos de adolescentes en AR en 
relación a sus puntuaciones en los factores de riesgo dinámicos, fue 
llevado a cabo un Análisis de Clases Latentes (ACL) para variables 
continuas (i.e., Análisis de Perfiles Latentes) en Mplus 7.4 (Muthén & 
Muthén, 2015), a través de un método de estimación paramétrico de 
Máxima Verosimilitud. La obtención de la mejor solución fue 
considerada a partir de criterios empíricos y teóricos (Muthén & 
Muthén, 2015). En relación a los criterios empíricos, diversos índices 
de ajuste fueron utilizados para determinar la solución con un mejor 
ajuste: el valor de entropía, el Akaike Information Criteria (AIC) y el 
Bayesian Information Criteria ajustado al tamaño de la muestra 
(ABIC), ya que el BIC tiende a subestimar el número de clases en 
muestras pequeñas (Nylund, Asparouhov, & Muthén, 2007). El valor 
de entropía refleja el grado de pertenencia de los participantes a cada 
grupo, por tanto, un valor elevado representó una mejor clasificación. 
Los valores bajos del AIC y ABIC indicaron un mejor ajuste del 
modelo. Asimismo el Lo-Mendel-Rubin Adjusted Likelihood Ratio 
Test (LMR) y el Bootstrapped Likelihood Ratio Test (BLRT) fueron 
utilizados para evaluar el grado en que un modelo (k) mejora en 
relación al modelo con una clase menos (k-1), con valores bajos de p 




siguiendo las recomendaciones de Nylung et al. (2007), el cese del 
incremento en el número de clases se llevó a cabo una vez el índice 
LMR dejó de ser significativo, lo cual ocurrió en el modelo de tres 
clases. Por tanto, fueron evaluados tres modelos con diferente número 
de clases latentes (desde una hasta tres). El criterio final para la 
selección del modelo óptimo se basó además en consideraciones 
teóricas y prácticas. Una vez identificado el número de óptimo de 
grupos en función de criterios empíricos y teóricos, se llevaron a cabo 
diversos ANOVAs de un factor para comparar cada uno de los grupos 
en relación a los indicadores, la conducta antisocial y la violencia 
familiar. Las diferencias entre los grupos en cada una de las variables 
fueron analizadas a través de la prueba post-hoc de comparaciones 
múltiples de Tukey-Kramer. El análisis de las comparaciones fue 









6.1 COMPARACIÓN AR – PG EN CONDUCTA ANTISOCIAL Y 
FACTORES DE RIESGO  
Los estadísticos descriptivos correspondientes a los diferentes 
factores de riesgo psicosociales e individuales y la conducta antisocial, 
tanto para la muestra de AR como de PG, aparecen representados en la 
Tabla 2. En ella se presentan únicamente los estadísticos 
correspondientes a las variables autoinformadas por los jóvenes que 
han sido evaluadas en ambas muestras. Los resultados de los 
ANCOVAs tras controlar los efectos de sexo y de la edad de los 
participantes evidenciaron diferencias significativas entre la muestra 
de AR y de PG en las diferentes conductas antisociales analizadas. 
Así, los jóvenes en AR presentaron índices mayores de conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo, vandalismo y problemas 
derivados del consumo de drogas en comparación con los jóvenes de 
PG, con tamaños del efecto elevados para las conductas agresivas, 
moderados para las conductas contra normas y pequeños para robo, 
vandalismo y problemas derivados del consumo de drogas.  
Tomando como punto de corte el percentil 75 en relación a las 
puntuaciones obtenidas en conducta antisocial por adolescentes de 
PG, los resultados mostraron que un 65,5% de los adolescentes en AR 
puntuaban por encima en conductas agresivas; un 53,7% en conductas 
contra normas; un 39,3% en robo; un 41,4% en vandalismo; y un 42% 
en problemas derivados del consumo de sustancias. Tras seleccionar el 
percentil 90 de las puntuaciones obtenidas por los jóvenes de PG en 
las diferentes conductas se observó que un 27,2% de los adolescentes 
en AR obtenían puntuaciones más elevadas en conductas agresivas; un 
33,7% en conductas contra normas; un 29,7% en robo; un 28,3% en 
vandalismo; y un 29,7% en problemas derivados del consumo de 
sustancias. Las correlaciones obtenidas entre las diferentes conductas
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antisociales fueron elevadas, oscilando entre ,65 (vandalismo-
problemas derivados del consumo de drogas) y ,80 (robo-vandalismo). 
Con respecto a los factores de riesgo psicosociales, los resultados 
evidenciaron diferencias significativas en relación a los amigos 
antisociales, el conflicto filio-parental y la supervisión parental. Los 
jóvenes en AR presentaron una proporción mayor de amigos 
antisociales, así como niveles más elevados de conflicto filio-parental 
e índices más bajos de supervisión, en comparación con los 
adolescentes de la PG. Los tamaños del efecto oscilaron entre 
moderados para los amigos antisociales y la supervisión, y bajos para 
el conflicto filio-parental. No se observaron diferencias significativas 
en apoyo familiar y apoyo social.  
En relación a los factores de riesgo individuales, los resultados  
evidenciaron diferencias significativas entre los jóvenes de AR y PG 
en estrés percibido, actitudes violentas, búsqueda de sensaciones, ira y 
dureza emocional, así como en frecuencia de consumo de tabaco y 
cannabis. En todos los casos fueron los jóvenes en AR los que 
presentaron niveles más elevados, con la excepción de la búsqueda de 
sensaciones que obtuvo puntuaciones mayores en PG. Los tamaños 
del efecto de las diferencias fueron pequeños en la mayoría de las 
comparaciones, a excepción de la dureza emocional y el consumo de 
cannabis que presentaron un tamaño del efecto moderado, y el 
consumo de tabaco que mostró un tamaño del efecto elevado. Los 
factores referentes a impulsividad, empatía, narcisismo, implicación 
escolar y frecuencia de consumo de alcohol no presentaron diferencias 







Tabla 2. Estadísticos Descriptivos y Comparación en Relación a la Conducta 






F η p² 
Conducta antisocial     
Conductas agresivas 5,14 (4,74) 1,46 (2,50) 117,97*** ,17 
Conductas contra 
normas 
4,33 (3,97) 2,12 (2,66) 53,10*** ,08 
Robo 2,61 (4,30) 1,34 (2,41) 14,76*** ,02 
Vandalismo 2,69 (3,76) 1,47 (2,93) 7,93** ,01 
Problemas drogas 3,20 (4,50) 1,97 (2,66) 23,05*** ,04 
Factores psicosociales     
Amigos antisociales 3,84 (2,53) 2,47 (2,00) 40,77*** ,06 
Conflicto filio-parental 18,87 (9,77) 15,53 (7,46) 19,09*** ,03 
Supervisión parental 11,40 (4,51) 14,11 (3,53) 47,02*** ,07 
Apoyo familiar 24,12 (8,75) 25,28 (6,92) 2,72 ,00 
Apoyo social 23,99 (4,79) 25,04 (5,13) 1,97 ,00 
Factores individuales     
Estrés percibido 9,07 (3,67) 7,82 (3,35) 13,25*** ,02 
Actitudes violentas 12,16 (6,55) 9,54 (5,50) 7,17** ,01 
Impulsividad 6,83 (3,55) 6,14 (3,24) 2,58 ,00 
BS 9,42 (4,43) 11,12 (4,31) 24,80*** ,04 
Ira 7,19 (4,70) 5,61 (3,85) 7,93** ,01 
Empatía 6,53 (2,82) 7,10 (2,85) 0,23 ,00 
Dureza emocional 21,50 (6,44) 16,87 (5,95) 49,47*** ,07 
Narcisismo 7,69 (4,67) 7,05 (4,38) 0,38 ,00 
Implicación escolar 25,47 (3,53) 26,06 (3,05) 3,60 ,01 
Frecuencia consumo      
Tabaco 2,47 (2,29) 0,95 (1,54) 130,62*** ,18 
Alcohol 1,65 (1,68) 1,89 (1,41) 2,27 ,00 
Cannabis 1,13 (1,80) 0,46 (1,09) 44,96*** ,07 
Nota. AR = acogimiento residencial; PG = población general; η p² = eta cuadrado 
parcial; BS = búsqueda de sensaciones. 
**p < ,01. 





6.2 COMPARACIÓN AR – JJ EN CONDUCTA ANTISOCIAL Y FACTORES 
DE RIESGO  
Debido a las enormes diferencias en la composición de ambas 
muestras en relación al sexo y la edad de los participantes, los análisis 
incluyeron únicamente a los sujetos varones con una edad mínima de 
14 años, tanto en la muestra de AR (n = 67) como de JJ (n =160). En 
primer lugar, se llevaron a cabo tablas de contingencia con el fin de 
analizar las diferencias en cada uno de los factores históricos, así 
como en la participación en actividades de ocio, evaluados a partir de 
variables categóricas (Tabla 3). Las diferencias fueron analizadas 
mediante el estadístico chi-cuadrado de Pearson. Los resultados 
evidenciaron diferencias significativas en la presencia de actos 
violentos previos así como la severidad de los mismos; faltas de 
respeto a padres y/o tutores; desafío a la autoridad 
(padres/tutores/profesores); peleas con iguales; exposición a violencia 
familiar; maltrato físico y negligencia; separación de los cuidadores en 
la infancia; y actividades de ocio y tiempo libre. De este modo, se 
observó que una mayor proporción de jóvenes de JJ presentaban actos 
violentos previos y peleas con iguales en comparación con la 
proporción de jóvenes en AR. No obstante, a pesar de que los 
adolescentes en AR presentaron proporcionalmente menos actos 
violentos, éstos fueron considerados de mayor gravedad por los 
técnicos evaluadores. Asimismo, un número proporcionalmente mayor 
de jóvenes en AR presentaba faltas de respeto a padres o tutores, 
desafío a la autoridad (padres/tutores/profesores), exposición a 
violencia en el hogar, maltrato físico, negligencia, separación 
temprana de los cuidadores, así como actividades de ocio y tiempo 
libre. Sin embargo, no se observaron diferencias significativas entre 
ambas muestras con respecto a determinadas conductas antisociales 
como amenazas, fugas del hogar, actos vandálicos e incumplimiento 
de normas escolares. En la misma línea, el abuso sexual, la 
delincuencia familiar, incluyendo condenas del padre, la madre y 
hermanos, y el rendimiento academico, no evidenciaron diferencias 





Tabla 3. Comparación en la Distribución de las Muestras de Chicos de  JJ y AR 
en los Factores de Riesgo Históricos 
JJ AR Chi-cuadrado 
Actos violentos previos 
No 49 (31,60%) 38 (56,70%) 
12,37*** 
Si 106 (68,40%) 29 (43,30%) 
Severidad actos violentos 
Leve 30 (28,30%) 3 (10,34%) 
19,75*** Moderado 53 (50%) 12 (41,38%) 
Grave 23 (21,70%) 14 (48,28%) 
Amenazas 
No 31 (30,70%) 17 (33,30%) 
0,11 
Si 70 (69,30%) 34 (66,70%) 
Falta de respeto padres/tutores 
No 49 (48,50%) 14 (25,50%) 
7,87** 
Si 52 (51,50%) 41 (74,50%) 
Desafío a la autoridad (padres/tutores/profesores) 
No 36 (36,40%) 11 (20,80%) 
3,94* 
Si 63 (64,60%) 42 (79,20%) 
Escaparse de casa sin permiso 
No 42 (41,20%) 24 (45,30%) 
0,24 
Si 60 (58,80%) 29 (54,70%) 
Actos vandálicos 
No 49 (48,50%) 31 (59,60%) 
1,70 
Si 52 (51,50%) 21 (40,40%) 
Peleas con iguales 
No 18 (17,60%) 18 (34%) 
5,21* 
Si 84 (82,40%) 35 (66%) 
Incumplimiento normas escolares 
No 17 (16,70%) 15 (27,80%) 
2,67 
Si 85 (83,30%) 39 (72,20%) 
Exposición a violencia familiar 
No 121 (75,60%) 31 (46,30%) 
18,40*** 




Tabla 3. Comparación en la Distribución de las Muestras de Chicos de JJ y AR en 
los Factores de Riesgo Históricos 
JJ AR Chi-cuadrado 
Maltrato infantil 
Físico 
No 131 (81,90%) 46 (68,70%) 
4,80* 
Si 29 (18,10%) 21 (31,30%) 
Negligencia 
No 129 (81,10%) 37 (55,20%) 
16,23*** 
Si 30 (18,90%) 30 (44,80%) 
Abuso sexual 
No 160 (100%) 66 (98,50%) 
2,40 
Si 0 (0%) 1 (1,50%) 
Delincuencia familiar 
Prisión padre 
No 139 (86,90%) 55 (82,10%) 
0,87 
Si 21 (13,10%) 12 (17,90%) 
Prisión madre 
No 152 (95%) 59 (88,10%) 
3,47 
Si 8 (5%) 8 (11,90%) 
Prisión hermanos 
No 147 (91,90%) 64 (95,50%) 
0,96 
Si 13 (8,10% 3 (4,50%) 
Separación durante la infancia 
No 81 (60%) 15 (28,30%) 
15,30*** 
Si 54 (40%) 38 (71,70%) 
Rendimiento académico 
Bajo 95 (66,40%) 49 (77,80%) 
2,69 Medio 45 (31,50%) 13 (20,60%) 
Alto 3 (2,10%) 1 (1,60%) 
Actividades de ocio (T) 
No 77 (58,30%) 22 (36,10%) 
8,28** 
Si 55 (41,70%) 31 (63,90%) 
Nota. JJ = justicia juvenil; AR = acogimiento residencial. 
*p < ,05.
**p < ,01. 
***p < ,001. 
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Las diferencias entre la muestra de AR y de JJ en las variables 
referentes a la conducta antisocial autoinformada por los jóvenes, así 
como los factores de riesgo psicosociales e individuales, fueron 
evaluadas mediante ANCOVAs controlando los efectos de la edad 
(Tabla 4). Con respecto a la conducta antisocial, los resultados 
mostraron diferencias significativas únicamente en conductas contra 
normas, indicando niveles mayores en chicos de JJ, aunque con un 
tamaño del efecto pequeño. En relación a los factores de riesgo 
psicosociales, se observaron diferencias significativas en las variables 
relacionadas con los amigos antisociales y apoyo social, ambas 
informadas por técnicos. Los jóvenes de JJ presentaron índices más 
elevados en los dos factores, aunque con tamaños del efecto pequeños. 
En cuanto a los factores individuales, los resultados revelaron 
diferencias significativas únicamente en la frecuencia de consumo de 
alcohol y cannabis, informado tanto por técnicos como por los propios 
chicos, siendo los jóvenes de JJ los que presentaron una mayor 
frecuencia de consumo de ambas sustancias. Los tamaños del efecto 
para las diferencias en el consumo de sustancias fueron pequeños en el 
caso de la frecuencia de consumo autoinformada y moderados en 
relación al consumo informado por técnicos. Los resultados no 
indicaron diferencias a nivel significativo en las conductas agresivas, 
robo, vandalismo y problemas derivados del consumo de drogas. 
Tampoco se observaron diferencias significativas en cuanto a los 
factores psicosociales referentes a la desventaja social en el 
vecindario, los amigos antisociales autoinformados, el conflicto, la 
supervisión y el apoyo familiar, así como el apoyo social informado 
por los propios jóvenes. Con respecto a los factores individuales, a 
excepción del consumo de alcohol y cannabis, los demás factores no 
presentaron diferencias significativas entre los chicos de AR y JJ.  
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Tabla 4. Estadísticos Descriptivos y Comparación en Relación a la 






F η p² 
Conducta antisocial 
Conductas agresivas 7,56 (4,97) 7,07 (4,69) 0,22 ,00 
CCN 8,03 (4,31) 5,73 (4,23) 5,12* ,02 
Robo 5,75 (5,23) 4,00 (5,35) 1,40 ,01 
Vandalismo 4,76 (4,18) 3,84 (4,41) 0,27 ,00 
Problemas drogas 7,40 (4,58) 4,85 (4,92) 3,28 ,02 
Factores psicosociales 
Desventaja social  8,03 (2,47) 7,75 (2,83) 0,17 ,00 
Amigos antisociales 
Técnicos 5,02 (3,79) 3,17 (2,86) 5,81* ,03 
Autoinforme 5,11 (2,35) 4,72 (2,65) 0,17 ,00 
Conflicto 18,23 (8,13) 17,22 (8,33) 0,06 ,00 
Supervisión parental 11,09 (3,98) 10,69 (4,30) 1,08 ,01 
Apoyo familiar 25,81 (7,32) 25,89 (7,52) 0,00 ,00 
Apoyo social 
Técnicos 3,25 (1,48) 2,73 (1,63) 10,46*** ,05 
Autoinforme 24,34 (4,77) 24,67 (4,53) 0,06 ,00 
Factores individuales 
Estrés percibido 8,37 (3,45) 8,77 (3,58) 0,56 ,00 
Actitudes violentas 13,26 (5,85) 13,59 (6,46) 0,06 ,00 
Impulsividad 7,21 (3,27) 6,63 (3,56) 1,40 ,01 
BS 10,49 (4,32) 10,11 (4,06) 0,26 ,00 
Ira 6,50 (4,30) 7,79 (4,97) 2,17 ,01 
Empatía 5,97 (2,69) 6,02 (2,86) 0,28 ,00 
Dureza emocional 20,89 (6,85) 21,67 (6,79) 0,77 ,00 
Narcisismo 7,31 (4,30) 8,05 (4,85) 0,22 ,00 
Implicación escolar 
Técnicos 6,70 (1,42) 6,33 (1,53) 2,04 ,01 




Como ya ha sido expuesto previamente en el presente trabajo, los 
factores históricos que componen el protocolo VRAI han sido 
informados por los técnicos encargados de la evaluación. No obstante, 
una de las fortalezas del VRAI radica en la evaluación de 
determinados factores de riesgo a partir de información proporcionada 
tanto por los técnicos de los centros como por los propios 
adolescentes. La utilización de diferentes fuentes de información 
incrementa la utilidad de estos instrumentos y reduce el sesgo 
asociado a la utilización de un único método de recogida de 
información. Por ello, determinados factores de riesgo psicosociales e 
individuales han sido evaluados independientemente por ambas 
fuentes con el fin de incrementar la validez del instrumento. Así, los 
resultados en relación a la validez convergente de los diferentes 
factores evaluados tanto por técnicos como por los propios 
adolescentes evidenciaron una correlación baja para el apoyo social (r 
= ,15); correlaciones moderadas para los amigos antisociales (r = ,43) 
e implicación escolar (r = ,39); y correlaciones elevadas para consumo 





F η p² 
Frecuencia consumo (T) 
Tabaco 1,61 (0,78) 1,16 (1,00) 2,69 ,01 
Alcohol 1,34 (0,70) 0,53 (0,75) 25,49*** ,11 
Cannabis 1,57 (1,15) 0,70 (0,82) 17,46*** ,08 
Frecuencia consumo (A) 
Tabaco 3,95 (1,83) 3,25 (2,14) 0,46 ,00 
Alcohol 3,31 (1,22) 2,25 (1,69) 7,80** ,04 
Cannabis 3,07 (2,04) 1,66 (2,02) 10,96*** ,05 
Nota. JJ = justicia juvenil; AR = acogimiento residencial; η p² = eta cuadrado 
parcial. CCN: conductas contra normas; BS = búsqueda de sensaciones. Las iniciales 
entre paréntesis hacen referencia a la fuente de información: A = autoinforme; T = 
técnicos. 
**p < ,01. 
***p < ,001. 
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6.3 RELACIÓN ENTRE LOS FACTORES DE RIESGO Y LA CONDUCTA
ANTISOCIAL EN ADOLESCENTES EN AR 
Análisis de la relación entre los factores históricos y la conducta 
antisocial 
En primer lugar se analizó la conducta antisocial en relación a los 
diferentes factores de riesgo históricos, así como la participación en 
actividades de ocio, a través de ANCOVAs tras controlar los efectos 
del sexo y la edad de los participantes. La participación en actividades 
de ocio, aunque no se considera un factor histórico, se incluyó en estos 
análisis por tratarse de una variable de tipo categórico. 
Tabla 5. Comparación en las Conductas Agresivas en Función de la 





F η p² 
EVF 4,01 (4,04) 6,15 (5,11) 9,60** ,07 
Maltrato físico 5,56 (5,02) 4,63 (4,26) 0,32 ,00 
Negligencia 5,93 (5,15) 4,38 (4,21) 1,39 ,01 
Abuso sexual 5,35 (4,75) 1,43 (2,57) 1,33 ,01 
Prisión padre 5,05 (5,05) 5,63 (5,17) 0,32 ,01 
Prisión madre 4,75 (3,98) 8,03 (5,98) 2,56 ,04 
Prisión hermanos 4,99 (4,51) 5,33 (6,53) 0,17 ,00 
Separación temprana 4,42 (4,06) 5,47 (5,08) 0,85 ,01 
Rendimiento escolar 5,69 (4,84) 4,06 (4,53) 1,11 ,01 
Ocio 5,45 (5,40) 5,12 (4,42) 1,64 ,02 
Nota. η p² = eta cuadrado parcial. EVF: exposición a violencia familiar; La 
puntuación en Rendimiento escolar fue obtenida a partir de un rango de respuesta 
con tres niveles: bajo, medio y alto, en los que bajo = ausencia y medio/alto = 
presencia. 
**p < ,01.
Los resultados referentes a las conductas agresivas aparecen 
representados en la Tabla 5. Del total de factores de riesgo históricos 
analizados, únicamente la exposición a violencia familiar reveló 
diferencias significativas. De este modo, los jóvenes que han 
96 
Resultados 
presenciado violencia en el hogar manifestaron significativamente 
más conductas agresivas en comparación con aquellos que no habían 
presenciado episodios violentos, con un tamaño del efecto moderado.  
Los estadísticos descriptivos así como las comparaciones de los 
diferentes factores de riesgo históricos en relación a las conductas 
contra normas aparecen representados en la Tabla 6. Los resultados 
mostraron que los adolescentes que habían sido expuestos a violencia 
en el hogar presentaban significativamente más conductas contra 
normas que aquellos que no habían sido testigos de violencia. Por su 
parte, los jóvenes que participan en actividades de ocio en su tiempo 
libre manifestaron significativamente menos conductas contra normas 
en comparación con aquellos que no participan en actividades de este 
tipo.  
Tabla 6. Comparación en las Conductas Contra Normas en Función de la 




M (DT) F η p² 
EVF 3,44 (3,25) 5,13 (4,40) 7,26** ,06 
Maltrato físico 4,82 (4,25) 3,60 (3,48) 2,17 ,02 
Negligencia 5,17 (4,35) 3,54 (3,43) 2,76 ,02 
Abuso sexual 4,50 (4,00) 1,57 (1,99) 1,52 ,01 
Prisión padre 3,74 (3,87) 4,88 (4,13) 0,21 ,00 
Prisión madre 3,83 (3,38) 6,59 (4,96) 2,71 ,04 
Prisión hermanos 4,30 (3,64) 5,33 (5,43) 0,51 ,01 
Separación temprana 3,71 (3,24) 4,83 (4,55) 0,83 ,01 
Rendimiento escolar 4,79 (3,96) 3,45 (4,10) 1,53 ,01 
Ocio 5,51 (4,62) 3,98 (3,60) 5,34* ,05 
Nota. η p² = eta cuadrado parcial. EVF: exposición a violencia familiar. La 
puntuación en Rendimiento escolar fue obtenida a partir de un rango de respuesta 






Con respecto a las conductas de robo, los estadísticos descriptivos 
y las comparaciones llevadas a cabo mediante ANCOVAs aparecen 
expuestos en la Tabla 7. Los resultados evidenciaron diferencias 
significativas en robo en los factores relacionados con la exposición a 
violencia en el hogar, condena de la madre y participación en 
actividades de ocio. Los adolescentes que han sido testigos de 
violencia en el hogar, así como aquellos cuya madre ha cumplido 
alguna condena en prisión, mostraron significativamente más 
conductas de robo, en comparación con aquellos que no han sido 
expuestos a violencia familiar y aquellos cuyas madres no han estado 
en prisión. Además, los jóvenes que participaban en actividades de 
ocio manifestaron significativamente menos conductas de robo que 
aquellos que no participaban en este tipo de actividades.  
 
Tabla 7. Comparación en Robo en Función de la Ausencia/Presencia de los 





F η p² 
EVF 1,73 (3,57) 3,37 (4,74) 5,88* ,05 
Maltrato físico 3,06 (4,91) 1,92 (3,13) 1,15 ,01 
Negligencia 3,28 (5,16) 1,97 (3,20) 1,45 ,01 
Abuso sexual 2,75 (4,39) 0,29 (0,49) 0,53 ,00 
Prisión padre 2,37 (4,54) 3,59 (5,08) 0,83 ,01 
Prisión madre 1,85 (2,66) 6,46 (6,97) 6,51** ,10 
Prisión hermanos 2,06 (3,85) 4,67 (7,03) 0,98 ,02 
Separación temprana 1,76 (3,06) 3,18 (5,04) 1,62 ,02 
Rendimiento escolar 2,99 (4,61) 1,77 (3,47) 1,05 ,01 
Ocio 4,05 (5,68) 1,99 (3,26) 10,40** ,09 
Nota. η p² = eta cuadrado parcial. EVF: exposición a violencia familiar. La 
puntuación en Rendimiento escolar fue obtenida a partir de un rango de respuesta 
con tres niveles: bajo, medio y alto, en los que bajo = ausencia y medio/alto = 
presencia. 
*p < ,05. 





En cuanto a las conductas de vandalismo, los resultados aparecen 
expuestos en la Tabla 8. Se observaron diferencias en conductas de 
vandalismo entre los jóvenes cuya madre había cumplido alguna 
condena en prisión y aquellos casos en que la madre no había estado 
en prisión, mostrando los primeros más conductas de vandalismo. 
Asimismo, los adolescentes que participaban en actividades de ocio en 
su tiempo libre presentaron significativamente menos conductas de 
vandalismo. 
 
Tabla 8. Comparación en Vandalismo en Función de la Ausencia/Presencia de los 




M (DT) F η p² 
EVF 2,17 (3,30) 3,14 (4,08) 2,98 ,02 
Maltrato físico 3,15 (4,12) 2,03 (3,09) 1,46 ,01 
Negligencia 3,20 (4,35) 2,20 (3,05) 0,99 ,01 
Abuso sexual 2,82 (3,82) 0,43 (0,79) 0,82 ,01 
Prisión padre 2,26 (3,51) 3,35 (4,74) 0,50 ,01 
Prisión madre 1,88 (2,55) 5,07 (5,50) 3,10* ,05 
Prisión hermanos 2,56 (3,42) 3,67 (7,12) 0,42 ,01 
Separación temprana 2,47 (3,13) 2,84 (4,19) 0,19 ,00 
Rendimiento escolar 3,07 (4,02) 1,89 (2,90) 1,23 ,01 
Ocio 3,66 (4,97) 2,37 (2,97) 6,95* ,06 
Nota. η p² = eta cuadrado parcial. EVF: exposición a violencia familiar. La 
puntuación en Rendimiento Escolar fue obtenida a partir de un rango de respuesta 
con tres niveles: bajo, medio y alto, en los que bajo = ausencia y medio/alto = 
presencia. 
*p < ,05. 
 
Por último, la Tabla 9 expone los estadísticos descriptivos y los 
ANCOVAs de los diferentes factores de riesgo históricos en relación a 
los problemas derivados del consumo de drogas. Los resultados 
mostraron que los jóvenes que habían sido testigos de violencia en el 
hogar y aquellos que habían experimentado maltrato físico en la 




Por su parte, los adolescentes que participaban en actividades de ocio 
en su tiempo libre evidenciaron significativamente menos problemas 
derivados del consumo de drogas, en comparación con aquellos 
participaban menos en actividades de ocio de este tipo. 
 
Tabla 9. Comparación en los Problemas Derivados del Consumo de Drogas en 





M (DT) F η p² 
EVF 2,38 (3,96) 3,93 (4,85) 4,40* ,04 
Maltrato físico 3,88 (4,96) 2,04 (3,40) 4,52* ,04 
Negligencia 4,10 (5,18) 2,34 (3,58) 2,55 ,02 
Abuso sexual 3,31 (4,58) 1,29 (2,21) 0,27 ,00 
Prisión padre 2,84 (3,96) 4,57 (5,21) 1,12 ,02 
Prisión madre 2,45 (3,35) 4,71 (5,47) 1,26 ,02 
Prisión hermanos 2,63 (3,44) 4,83 (7,05) 0,54 ,01 
Separación temprana 2,37 (3,62) 3,91 (5,16) 1,59 ,02 
Rendimiento escolar 3,47 (4,31) 2,61 (4,79) 0,29 ,00 
Ocio 4,27 (5,33) 2,65 (3,84) 4,84* ,04 
Nota. η p² = eta cuadrado parcial. EVF: exposición a violencia familiar. La 
puntuación en Rendimiento escolar fue obtenida a partir de un rango de respuesta 
con tres niveles: bajo, medio y alto, en los que bajo = ausencia y medio/alto = 
presencia.  
*p < ,05. 
 
Correlaciones entre los factores de riesgo psicosociales y la 
conducta antisocial 
El análisis de las relaciones entre los diferentes factores de riesgo 
psicosociales e individuales y la conducta antisocial fue llevado a cabo 
a través correlaciones de orden cero. En relación a los factores 
psicosociales, el análisis de correlaciones reveló asociaciones 
significativas de los amigos antisociales, informado por los jóvenes, 
con la totalidad de conductas antisociales analizadas. Asimismo, la 




relacionó significativamente con las conductas agresivas, conductas 
contra normas, robo y problemas derivados del consumo de drogas. 
Por su parte, la desventaja en el vecindario se asoció 
significativamente con las conductas de robo y vandalismo; la falta de 
supervisión parental se relacionó con las conductas contra normas y 
los problemas derivados del consumo de drogas; mientras que el 
apoyo social –informado por técnicos– correlacionó negativamente 
con las conductas contra normas. Los resultados de las correlaciones 
entre los factores de riesgo psicosociales y la conducta antisocial 
aparecen representados en la Tabla 10. 
 
Tabla 10. Correlaciones de Orden Cero Entre Cada uno de los Factores 
Psicosociales y la Conducta antisocial en Adolescentes en AR 
 Conductas 
agresivas CCN Robo Vandalismo 
Problemas 
drogas 
Desventaja social  ,26 ,29 ,30* ,34* ,25 
Amigos 
antisociales      
Técnicos ,36* ,46* ,37* ,26 ,47* 
Autoinforme ,52* ,64* ,45* ,45* ,58* 
Conflicto ,16 ,12 ,00 ,02 ,06 
Supervisión  -,29 -,32* -,27 -,23 -,37* 
Apoyo familiar -,10 -,06 ,02 ,07 ,01 
Apoyo social       
Técnicos -,27 -,30* -,25 -,21 -,25 
Autoinforme -,03 ,01 -,05 -,05 ,09 
Nota. CCN = conductas contra normas. 
*Valor de p significativo después de aplicar la corrección de Bonferroni (p < ,001) 
 
Correlaciones entre los factores de riesgo individuales y la 
conducta antisocial 
Las correlaciones en relación a los factores individuales y la 
conducta antisocial aparecen expuestas en la Tabla 11. Los resultados 
evidenciaron asociaciones significativas de las actitudes violentas, ira, 
implicación escolar autoinformada, consumo de cannabis –informado 




alcohol –autoinforme–, con la totalidad de conductas antisociales 
analizadas.  
 
Tabla 11. Correlaciones de Orden Cero Entre Cada uno de los Factores 
Individuales y la Conducta Antisocial en Adolescentes en AR 
 Conductas 
agresivas CCN Robo Vandalismo 
Problemas 
drogas 
Estrés  ,24 ,12 ,07 ,17 ,03 
Actitudes  ,68* ,46* ,41* ,51* ,35* 
Impulsividad ,35* ,27 ,30 ,30 ,16 
BS ,45* ,31 ,26 ,37* ,18 
Ira ,57* ,38* ,33* ,41* ,32* 
Empatía -,26 -,22 -,21 -,30 -,14 
Dureza emocional ,32* ,33* ,33* ,38* ,19 
Narcisismo ,51* ,42* ,45* ,47* ,23 
Implicación 
escolar      
Técnicos -,21 -,26 -,25 -,14 -,24 
Autoinforme -,50* -,47* -,45* -,53* -,39* 
Frecuencia (T)      
Tabaco ,43* ,54* ,37* ,30 ,56* 
Alcohol ,29 ,42* ,38* ,24 ,52* 
Cannabis ,41* ,57* ,43* ,37* ,59* 
Frecuencia (A)      
Tabaco ,48* ,63* ,39* ,40* ,64* 
Alcohol ,50* ,65* ,46* ,43* ,73* 
Cannabis ,51* ,69* ,58* ,46* ,78* 
Nota. CCN = conductas contra normas; BS = Búsqueda de sensaciones; actitudes = 
actitudes violentas. Las iniciales entre paréntesis hacen referencia a la fuente de 
información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*Valor de p significativo después de aplicar la corrección de Bonferroni (p < ,0006) 
 
Por su parte, la dureza emocional y el narcisismo se relacionaron 
significativamente con la totalidad de conductas antisociales, a 
excepción de los problemas derivados del consumo de drogas; la 




conductas agresivas y el vandalismo mientras que la impulsividad se 
asoció únicamente con las conductas agresivas. Además,  el consumo 
de tabaco –informado por los técnicos– se relacionó con las conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo y problemas derivados del 
consumo de drogas; mientras que el consumo de alcohol –informado 
por técnicos– se asoció significativamente con las conductas contra 
normas, robo y problemas derivados del consumo de drogas. 
6.4 FACTORES EXPLICATIVOS DE LA CONDUCTA ANTISOCIAL EN 
ADOLESCENTES EN AR. 
Con el fin de determinar los factores de riesgo más fuertemente 
relacionados con la conducta antisocial tras controlar el efecto de los 
demás factores de riesgo, diferentes modelos de regresión lineal 
múltiple fueron analizados, uno por cada conducta antisocial. 
Específicamente, se analizaron cinco modelos de regresión lineal 
múltiple jerárquica. En el paso 1 se introdujeron las variables sexo (1 
= varón; 2 = mujer) y edad; en el paso 2 se introdujeron los factores de 
riesgo históricos que previamente mostraron una relación significativa 
con cada una de las conductas antisociales a través de los ANCOVAs; 
el paso 3 incluyó todas aquellas variables individuales que han 
correlacionado significativamente con cada una de las conductas 
antisociales tras haber aplicado la corrección de Bonferroni; en el paso 
4 se introdujeron los factores de riesgo psicosociales siguiendo el 
mismo criterio que en el paso anterior; por último, el paso 5 incorporó 
las variables relacionadas con el consumo de sustancias, informadas 
tanto por técnicos como por jóvenes. Con el objetivo de analizar la 
dependencia lineal entre las variables independientes, se comprobó 
previamente que las correlaciones entre todas las variables no fuesen 
superiores a ,90 (Tabachnick & Fidell, 2001). Asimismo, cada uno de 
los modelos de regresión lineal múltiple incluyó estadísticos para el 
diagnóstico de la multicolinealidad. Para ello, algunos autores han 
propuesto que los índices de Tolerancia < ,10 y Factores de Inflación 
de la Varianza > 10 son indicadores de niveles de multicolinealidad 
inadecuados (Hair, Anderson, Tathan, & Black, 1999). Los resultados 




mostraron valores de tolerancia superiores a ,10 y factores de inflación 
de la varianza inferiores a 10 para todas las variables independientes. 
Factores de riesgo de las conductas agresivas 
Los resultados del modelo de regresión lineal múltiple jerárquico 
que incluyó las conductas agresivas como variable dependiente son 
presentados en la Tabla 12. La inclusión de la edad y el sexo en el 
paso 1 explicó significativamente parte  de la varianza de las 
conductas agresivas (R² = 0,14, F (2, 70) = 6,95, p < ,01). El modelo 
incrementó ligeramente el porcentaje de varianza explicada tras la 
inclusión de los factores históricos (i.e., exposición a violencia 
familiar) en el paso 2 (ΔR² = 0,07, ΔF (1, 69) = 6,26, p < ,05). La 
inclusión en el paso 3 de los factores de riesgo individuales (i.e., 
actitudes violentas, impulsividad, búsqueda de sensaciones, ira, dureza 
emocional, narcisismo, implicación escolar) mejoró sustancialmente la 
capacidad explicativa del modelo (ΔR² = 0,38, ΔF (7, 62) = 8,58, p < 
,001). Asimismo, la inclusión en el paso 4 de los factores de riesgo 
psicosociales (i.e., amigos antisociales, informado por técnicos y por 
jóvenes) supuso un ligero incremento del porcentaje de varianza 
explicada (ΔR² = 0,04, ΔF (2, 60) = 6,42, p < ,05), mientras que la 
incorporación de la frecuencia de consumo de sustancias en el último 
paso (i.e., consumo de tabaco, alcohol y cannabis a través de 
autoinforme; consumo de tabaco y cannabis informado por técnicos) 
no mejoró sustancialmente la capacidad explicativa (ΔR² = 0,06, ΔF 
(5, 55) = 2,26, p = ,06). Finalmente, un 62% de la varianza total de las 
conductas agresivas fue explicada tras la inclusión de los factores de 
riesgo históricos, psicosociales e individuales (F (17, 55) = 7,95, p < 
,001). La magnitud de los coeficientes beta estandarizados evidenció 
que, del total de variables analizadas, el factor relativo a las actitudes 
violentas fue el único que manifestó una relación significativa con las 






Tabla 12. Regresión Lineal Múltiple Jerárquica Incluyendo los Factores de 
Riesgo y su Relación con las Conductas Agresivas en Adolescentes en AR 
 R² corregida ΔR² β 
Paso 1 ,14 ,17  
Sexo   -,16 
Edad   -,06 
Paso 2 ,20 ,07  
EVF   ,06 
Paso 3 ,55 ,38  
Actitudes violentas   ,34** 
Impulsividad   ,01 
Búsqueda de sensaciones   ,14 
Ira   ,09 
Dureza emocional   -,02 
Narcisismo   ,06 
Implicación escolar (A)   -,03 
Paso 4 ,58 ,04  
Amigos antisociales (T)   ,07 
Amigos antisociales (A)   ,06 
Paso 5 ,62 ,06  
Tabaco (T)   ,06 
Tabaco (A)   ,08 
Alcohol (A)   ,10 
Cannabis (T)   ,01 
Cannabis (A)   ,16 
Nota. Los datos que aparecen en esta tabla son estandarizados y correspondientes 
al último paso de la regresión. EVF = exposición a violencia familiar; tabaco = 
frecuencia de consumo de tabaco; alcohol = frecuencia de consumo de alcohol; 
cannabis = frecuencia de consumo de cannabis. Las iniciales entre paréntesis hacen 
referencia a la fuente de información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*p < ,05. 
**p < ,01. 
***p < ,001. 
 
Factores de riesgo de las conductas contra normas 
El modelo de regresión lineal múltiple jerárquico que evaluó los 
efectos de los diferentes factores sobre las conductas contra normas 





Tabla 13. Regresión Lineal Múltiple Jerárquica Incluyendo los Factores de 
Riesgo y su Relación con las Conductas Contra Normas en Adolescentes en AR 
 R² corregida ΔR² β 
Paso 1 ,12 ,15  
Sexo   -,06 
Edad   -,05 
Paso 2 ,17 ,06  
EVF   -,01 
Paso 3 ,34 ,22  
Actitudes violentas   ,07 
Ira   -,04 
Dureza emocional   ,10 
Narcisismo   ,28** 
Implicación escolar (A)   ,13 
Actividades de ocio   -,08 
Paso 4 ,53 ,19  
Amigos antisociales (T)   ,03 
Amigos antisociales (A)   ,27** 
Supervisión   -,03 
Apoyo social (T)   -,06 
Paso 5 ,67 ,14  
Tabaco (T)   -,04 
Tabaco (A)   ,15 
Alcohol (T)   -,08 
Alcohol (A)   ,25 
Cannabis (T)   ,18 
Cannabis (A)   ,17 
Nota. Los datos que aparecen en esta tabla son estandarizados y correspondientes 
al último paso de la regresión. EVF = exposición a violencia familiar; tabaco = 
frecuencia de consumo de tabaco; alcohol = frecuencia de consumo de alcohol; 
cannabis = frecuencia de consumo de cannabis. Las iniciales entre paréntesis hacen 
referencia a la fuente de información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*P < ,05. 
**P < ,01. 
***P < ,001. 
 
La introducción de las variables demográficas en relación al sexo 
y la edad en el primer paso explicó un porcentaje moderado aunque 
significativo de la varianza (R² = 0,12, F (2, 70) = 6,00, p < ,01). El 




histórico, que incrementó ligeramente el porcentaje de varianza 
explicada (ΔR² = 0,06, ΔF (1, 69) = 4,77, p < ,05). La inclusión de los 
factores de riesgo individuales en el paso 3 (i.e., actitudes violentas, 
ira, dureza emocional, narcisismo, implicación escolar –autoinforme–, 
actividades de ocio) produjo un incremento sustancial de la capacidad 
explicativa del modelo (ΔR² = 0,22, ΔF (6, 63) = 4,11, p < ,05). Por su 
parte, la incorporación en el paso 4 de los factores de riesgo 
psicosociales (i.e., amigos antisociales –técnicos y autoinforme–, 
supervisión y apoyo social –técnicos–) aumentó a su vez el porcentaje 
de varianza explicada de forma significativa (ΔR² = 0,19, ΔF (7, 55) = 
4,59, p < ,001), así como la introducción del consumo de sustancias en 
el último paso (ΔR² = 0,14, ΔF (6, 56) = 5,28, p < ,001). El modelo 
final explicó un 67% de la varianza total de las conductas contra 
normas (F (19, 53) = 8,85, p < ,001). Los coeficientes estandarizados 
beta sugieren que, tras controlar los efectos de las demás variables, los 
factores relativos al narcisismo y los amigos antisociales 
autoinformados fueron los factores que se asociaron de forma 
significativa con las conductas contra normas. 
Factores de riesgo de robo 
Los resultados en relación al modelo de regresión lineal múltiple 
que analizó las conductas de robo aparecen expuestos en la Tabla 14. 
La incorporación del sexo y la edad en el paso 1 explicó un 7% de la 
varianza del modelo (R² = 0,07, F (2, 70) = 3,71, p < ,05). Este 
porcentaje se incrementó ligeramente, aunque sin alcanzar la 
significación, tras la inclusión de la exposición a violencia en el hogar 
y la presencia de condenas en prisión de la madre en el paso 2 (ΔR² = 
0,07, ΔF (2, 68) = 2,93, p = ,06). La introducción en el paso 3 de los 
factores de riesgo individuales (i.e., actitudes violentas, ira, dureza 
emocional, narcicismo, implicación escolar autoinformada) 
incrementó sustancialmente la capacidad explicativa del modelo en 
relación a las conductas de robo (ΔR² = 0,22, ΔF (6, 62) = 3,80, p < 
,01). Por su parte, la inclusión en el paso 4 de los factores de riesgo 
psicosociales (i.e., amigos antisociales –técnicos y autoinforme–, 
desventaja social en el vecindario) aumentó ligeramente aunque de 
forma significativa el porcentaje de varianza explicada (ΔR² = 0,08, 
ΔF (3, 59) = 2,90, p < ,05). El consumo de sustancias introducidas en 
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el último paso (consumo de tabaco, alcohol y cannabis –técnicos y 
autoinforme–) explicó significativamente un porcentaje de la varianza 
en las conductas de robo (ΔR² = 0,12, ΔF (6, 53) = 2,70, p < ,05).  
 
Tabla 14. Regresión Lineal Múltiple Jerárquica Incluyendo los Factores de 
Riesgo y su Relación con el Robo en Adolescentes en AR 
 R² corregida ΔR² β 
Paso 1 ,07 ,10  
Sexo   -,15 
Edad   -,06 
Paso 2 ,12 ,07  
EVF   -,06 
Prisión madre   ,16 
Paso 3 ,29 ,22  
Actitudes violentas   ,08 
Ira   -,08 
Dureza emocional   ,06 
Narcisismo   ,18 
Implicación escolar (A)   -,09 
Actividades de ocio   -,12 
Paso 4 ,35 ,08  
Amigos antisociales (T)   -,06 
Amigos antisociales (A)   ,09 
Desviación social   ,17 
Paso 5 ,45 ,12  
Tabaco (T)   -,04 
Tabaco (A)   -,03 
Alcohol (T)   ,19 
Alcohol (A)   ,00 
Cannabis (T)   -,09 
Cannabis (A)   ,46** 
Nota. Los datos que aparecen en esta tabla son estandarizados y correspondientes 
al último paso de la regresión. EVF = exposición a violencia familiar; tabaco = 
frecuencia de consumo de tabaco; alcohol = frecuencia de consumo de alcohol; 
cannabis = frecuencia de consumo de cannabis. Las iniciales entre paréntesis hacen 
referencia a la fuente de información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*P < ,05. 
**p < ,01; 




Los factores de riesgo históricos, individuales y psicosociales 
incluidos en el modelo final explicaron un 45% de la varianza total de 
las conductas de robo. Sin embargo, los resultaron evidenciaron que el 
consumo de cannabis informado por los jóvenes fue el único factor de 
riesgo significativo asociado al robo tras controlar los efectos de las 
demás variables. 
Factores de riesgo de vandalismo 
Con respecto al vandalismo, los resultados del análisis de 
regresión lineal múltiple aparecen expuestos en la Tabla 15. En el 
primer paso se introdujeron el sexo y la edad de los participantes, que 
explicaron un 6% de la varianza de las conductas de vandalismo (R² = 
0,06, F (2, 84) = 3,90, p < ,05). La introducción en el paso 2 de los 
factores históricos (i.e. condena en prisión de la madre) apenas 
incrementó la varianza explicada del modelo (ΔR² = 0,01, ΔF (1, 103) 
= 1,23, p = ,27). Sin embargo, se observó un incremento sustancial y 
significativo de la varianza explicada en el paso 3 con la inclusión de 
los factores individuales (ΔR² = 0,35, ΔF (7, 96) = 8,47, p < ,001), 
específicamente las actitudes violentas, búsqueda de sensaciones, ira, 
dureza emocional, narcicismo, implicación escolar –autoinforme–, 
participación en actividades de ocio. Asimismo, la inclusión en el paso 
4 de los factores psicosociales (i.e., amigos antisociales –autoinforme–
, desventaja social en el vecindario) aumentó ligeramente la capacidad 
explicativa del modelo (ΔR² = 0,06, ΔF (2, 94) = 5,62, p < ,01), al 
igual que la incorporación del consumo de sustancias en el paso 5 
(ΔR² = 0,07, ΔF (4, 90) = 3,40, p < ,05), específicamente el consumo 
de tabaco, alcohol y cannabis informado por jóvenes y el consumo de 
cannabis informado por técnicos. El modelo final explicó un 49% de 
la varianza de las conductas de vandalismo. El análisis de la magnitud 
de los coeficientes beta evidenció que únicamente la desventaja social 
en el vecindario se asoció significativamente con el vandalismo tras 





Tabla 15. Regresión Lineal Múltiple Jerárquica Incluyendo los Factores de 
Riesgo y su Relación con el Vandalismo en Adolescentes en AR 
 R² corregida ΔR² β 
Paso 1 ,07 ,09  
Sexo   -,11 
Edad   -,14 
Paso 2 ,07 ,01  
Prisión madre   ,07 
Paso 3 ,38 ,35  
Actitudes violentas   ,17 
Ira   -,09 
Búsqueda de sensaciones   ,15 
Dureza emocional   ,06 
Narcisismo   ,07 
Implicación escolar (A)   -,19 
Actividades de ocio   -,11 
Paso 4 ,44 ,06  
Amigos antisociales (A)   ,02 
Desviación social   ,23** 
Paso 5 ,49 ,08  
Tabaco (A)   ,12 
Alcohol (A)   ,14 
Cannabis (T)   -,07 
Cannabis (A)   ,19 
Nota. Los datos que aparecen en esta tabla son estandarizados y correspondientes 
al último paso de la regresión. Tabaco = frecuencia de consumo de tabaco; alcohol 
= frecuencia de consumo de alcohol; cannabis = frecuencia de consumo de 
cannabis. Las iniciales entre paréntesis hacen referencia a la fuente de 
información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*p < ,05. 
**p < ,01. 
***p < ,001. 
 
Factores de riesgo de los problemas derivados del consumo de 
drogas 
Finalmente, la Tabla 16 expone los resultados del análisis de 
regresión lineal múltiple que analizó los problemas derivados del 





Tabla 16. Regresión Lineal Múltiple Jerárquica Incluyendo los Factores de 
Riesgo y su Relación con los Problemas Derivados del Consumo de Drogas en 
Adolescentes en AR 
 R² corregida ΔR² β 
Paso 1 ,10 ,13  
Sexo   -,10 
Edad   -,13 
Paso 2 ,24 ,15  
EVF   ,03 
Maltrato físico   -,13 
Paso 3 ,33 ,13  
Actitudes violentas   ,04 
Ira   ,05 
Implicación escolar (A)   ,06 
Actividades de ocio   -,08 
Paso 4 ,48 ,16  
Amigos antisociales (T)   -,03 
Amigos antisociales (A)   ,17 
Supervisión   -,13 
Paso 5 ,73 ,23  
Tabaco (T)   -,21 
Tabaco (A)   ,26 
Alcohol (T)   ,26* 
Alcohol (A)   ,17 
Cannabis (T)   -,12 
Cannabis (A)   ,46*** 
Nota. Los datos que aparecen en esta tabla son estandarizados y correspondientes 
al último paso de la regresión. EVF = exposición a violencia familiar; tabaco = 
frecuencia de consumo de tabaco; alcohol = frecuencia de consumo de alcohol; 
cannabis = frecuencia de consumo de cannabis. Las iniciales entre paréntesis hacen 
referencia a la fuente de información: A = autoinforme; T = técnicos. 
*p < ,05. 
**p < ,01. 
***p < ,001. 
 
En el paso 1 se introdujeron el sexo y la edad de los participantes, 
que explicaron un 10% de la varianza (R² = 0,10, F (2, 70) = 5,10, p < 
,01). El maltrato físico y la exposición a violencia en el hogar fueron 




históricos, incrementando el porcentaje de varianza explicada de 
forma significativa (ΔR² = 0,15, ΔF (2, 68) = 7,26, p < ,001). 
Asimismo, la capacidad explicativa del modelo se incrementó 
significativamente en el paso 3 tras la inclusión de los factores de 
riesgo individuales (ΔR² = 0,13, ΔF (4, 64) = 3,44, p < ,05) relativos a 
las actitudes violentas, ira, implicación escolar –autoinforme– y 
participación en actividades de ocio; así como en el paso 4 tras la 
incorporación de los factores psicosociales (ΔR² = 0,16, ΔF (2, 62) = 
7,21, p < ,001), específicamente los amigos antisociales –técnicos y 
autoinforme–; y, especialmente, en el último paso tras la introducción 
de la totalidad de las variables relacionadas con el consumo de drogas 
(ΔR² = 0,23, ΔF (6, 56) = 10,15, p < ,001). El modelo final explicó un 
73% de la varianza total de las conductas problemáticas derivadas del 
consumo de drogas. Asimismo, la frecuencia de consumo de cannabis 
informada por jóvenes y el consumo de alcohol informado por 
técnicos fueron las únicas variables que se relacionaron 
significativamente con esta tipología conductual tras controlar los 
efectos de los demás factores introducidos en el modelo. 
6.5 ANÁLISIS DE PERFILES DE RIESGO EN ADOLESCENTES EN AR 
Análisis de perfiles en relación a los factores dinámicos del VRAI 
Una serie de análisis de perfiles latentes (APL) fueron llevados a 
cabo a partir de los factores dinámicos del VRAI, incluyendo los 
factores psicosociales e individuales. Con el fin de maximizar la 
robustez de los grupos, se analizó en primer lugar la presencia de 
valores extremos u outliers en cada una de las variables. Los 
resultados reflejaron un total de ocho casos con valores extremos en 
alguna variable que fueron posteriormente eliminados de los análisis, 
dando lugar a una muestra total de 137 adolescentes. Además, para 
evitar la circularidad en los resultados, la frecuencia de consumo de 
sustancias no fue incluida en los análisis. Asimismo, específicamente 
en aquellas variables psicosociales e individuales que contaban con 
información proporcionada tanto por técnicos como por jóvenes, 
únicamente fue tenida en cuenta la variable que mayor relación mostró 
en los análisis previos a nivel correlacional con la conducta antisocial. 




sobre otras. Así, se incluyeron las variables autoinformadas referentes 
a los amigos antisociales e implicación escolar, así como la variable 
de apoyo social informada por técnicos. Un total de tres modelos 
fueron analizados especificando el número de clases latentes desde 
una a tres. Los índices de bondad de ajuste de cada uno de los 
modelos aparecen representados en la Tabla 17.  
Tabla 17. Índices de Ajuste de los Modelos de Análisis de Perfiles Latentes (APL) 
Entropía AIC ABIC LMR (p) BLRT (p) 
1 clase - 10.553,76 10.546,45 - - 
2 clases 0,86 10.260,02 10.248,82 321,65 (,000) 325,74 (,000) 
3 clases 0,84 10.222,72 10.207,62 68,44 (,66) 69,31 (,000) 
Nota: AIC = Akaike information criterion; ABIC = Bayesian information criterion 
ajustado al tamaño de la muestra; LMR = prueba de razón de verosimilitud ajustada 
de Lo-Mendel-Rubin; BLRT = Bootstrapped Likelihood Ratio Test.  
Los resultados mostraron que el modelo de tres clases era el que 
presentaba los índices AIC y ABIC más bajos en comparación con los 
modelos de dos clases y de una clase, considerándose por lo tanto el 
más adecuado. Además, el índice BLRT indicó un incremento 
significativo en el ajuste del modelo en comparación con el modelo de 
dos clases, así como un índice de entropía elevado. Por su parte, el 
índice LMR reflejó un incremento significativo del ajuste del modelo 
de dos clases en comparación con el modelo de una clase. Sin 
embargo, este valor no alcanzó la significación con respecto al modelo 
de tres clases en comparación con el modelo de dos clases. No 
obstante, algunos autores han sugerido que el índice de comparación 
de k clases con k-1 más adecuado con muestras pequeñas es el BLRT 
(Nylund et al., 2007). Por tanto, además de ser el mejor en cuanto a 
índices de ajuste estadísticos, el modelo de tres clases se adaptó a los 
perfiles de riesgo teóricos en la adolescencia, por lo que fue 
considerado como la solución más satisfactoria. La Figura 1 muestra 






Gráfico 1. Perfiles Identificados en Función de las Puntuaciones Obtenidas en 
los Factores de Riesgo Dinámicos 
 
 
Este modelo clasificó a los individuos en tres grupos: un grupo  
de bajo riesgo (58%); un grupo de riesgo medio (29%); y un grupo de 
alto riesgo (13%). El grupo de bajo riesgo presentó puntuaciones por 
debajo de la media en todos los factores de riesgo, psicosociales e 
individuales, así como puntuaciones por encima de la media en los 
diversos factores de protección, incluyendo supervisión y apoyo 
familiar, apoyo social, empatía e implicación escolar. El grupo de 
riesgo medio obtuvo puntuaciones moderadas en gran parte de los 
factores, a excepción de los amigos antisociales, que puntuó por 
encima de los demás grupos, así como la supervisión y empatía, en los 
que puntuó más bajo que los otros dos grupos. Por último, el grupo de 




factores de riesgo. No se observaron diferencias de edad entre los tres 
grupos (F (2, 132) = 0,894, p = ,411), aunque sí se observaron 
diferencias en función del género (χ² (2) = 11,176, p < ,01). Tanto el 
grupo de riesgo medio como el grupo de alto riesgo estuvieron 
compuestos por un 72,5% y un 82,4% de chicos respectivamente, en 
comparación con un 47,4% de chicos que formaban parte del grupo de 
bajo riesgo.  
Los resultados referentes a las diferencias entre los tres grupos en 
los indicadores de clases aparecen representados en la Tabla 18. La 
desventaja social en el vecindario, supervisión familiar, apoyo familiar 
y apoyo social no evidenciaron diferencias significativas entre los 
grupos. Con respecto a los demás factores, las pruebas post-hoc de 
comparaciones múltiples revelaron diferencias entre el grupo de bajo 
riesgo y el grupo de riesgo moderado en la práctica totalidad de 
factores individuales, con la excepción del estrés percibido. Tampoco 
se diferenciaron en el factor psicosocial relativo al conflicto filio-
parental. El grupo de bajo riesgo se diferenció del grupo de alto riesgo 
en la mayoría de factores, a excepción de los amigos antisociales y 
empatía. Por su parte, el grupo de riesgo moderado mostró diferencias 
significativas con el grupo de alto riesgo en estrés percibido, actitudes 
violentas, impulsividad, empatía, ira y narcisismo, aunque no 
presentaron diferencias en amigos antisociales, conflicto filio-parental, 
búsqueda de sensaciones, dureza emocional e implicación escolar.  
Diferencias en violencia familiar en los tres grupos de riesgo 
Las posibles diferencias en la distribución de los tres grupos de 
riesgo en relación a la violencia familiar se analizaron a través de 
tablas de contingencia. Los resultados no mostraron diferencias entre 
los tres grupos en exposición a violencia en el hogar (χ² (2) = 4,01, p = 
,135), aunque un 76,5% de los jóvenes en el grupo de alto riesgo 
habían presenciado episodios violentos en la familia, mientras que este 
porcentaje se situó en un 50% y un 52,5% en los grupos de bajo y 
moderado riesgo, respectivamente. De igual modo, no se encontraron 
diferencias en la distribución de los tres grupos en relación al maltrato 
físico en la infancia (χ² (2) = 5,05, p = ,080), ni en negligencia 




Tabla 18. Estadísticos Descriptivos en Cada uno de los Indicadores de Clase que 









Desventaja social 6,88 (2,44) 7,74 (2,97) 8,50 (2,82) 2,76 
Amigos antisociales 3,11 (2,15) 4,95 (2,48) 4,35 (3,32) 7,69*** 
Conflicto 17,74 (9,71) 19,04 (7,96) 25,18 (12,07) 4,14* 
Supervisión 12,39 (4,63) 10,24 (4,26) 10,41 (4,35) 3,06 
Apoyo familiar 25,20 (8,89) 23,79 (6,63) 19,51 (11,55) 2,96 
Apoyo social 3,18 (1,63) 2,94 (1,39) 2,19 (1,80) 2,52 
Estrés percibido 7,99 (3,23) 8,95 (3,07) 12,91 (3,61) 15,78*** 
Actitudes violentas 7,96 (4,03) 15,68 (5,47) 19,41 (5,36) 58,31*** 
Impulsividad 5,45 (2,72) 7,29 (3,46) 10,82 (3,24) 22,45*** 
BS 7,84 (4,21) 10,61 (4,52) 12,41 (3,47) 10,60*** 
Empatía 7,56 (2,38) 4,98 (1,91) 7,12 (3,14) 14,94*** 
Dureza emocional 18,99 (5,22) 24,39 (5,30) 24,81 (7,33) 15,14*** 
Ira 4,63 (3,23) 8,55 (3,59) 13,67 (3,93) 53,28*** 
Narcisismo 4,90 (2,79) 9,50 (3,90) 14,66 (3,64) 69,48*** 
Implicación escolar 27,27 (2,35) 23,37 (3,18) 22,88 (3,90) 28,68*** 
Nota. BS = búsqueda de sensaciones. 
*p < ,05.
***p < ,001. 
Diferencias en conducta antisocial en los tres grupos de riesgo 
Con el fin de evaluar la distinción de cada una de las clases y 
destacar su relevancia como perfiles específicos de riesgo, una serie de 
criterios externos fueron evaluados en relación a la conducta antisocial 
autoinformada. Los estadísticos descriptivos relativos a los tres grupos 
de riesgo con respecto a los diferentes tipos de conducta antisocial 
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aparecen representados en la Tabla 19. Los resultados evidenciaron 
diferencias significativas entre los tres grupos en conductas agresivas, 
conductas contra normas, robo, vandalismo y problemas derivados del 
consumo de drogas. El grupo de alto riesgo presentó las puntuaciones 
más elevadas en conductas agresivas, robo y vandalismo, mientras que 
el grupo de riesgo moderado mostró niveles mayores de conductas 
contra normas y problemas derivados del consumo de drogas. Aún así, 
las pruebas post-hoc de comparaciones múltiples no reflejaron 
diferencias significativas en ninguna de las conductas antisociales 
entre los grupos de riesgo moderado y alto riesgo. Sin embargo, 
ambos evidenciaron puntuaciones significativamente más elevadas 
con respecto al grupo de bajo riesgo en relación a las conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo y vandalismo. Además, el 
grupo de riesgo medio presentó una media mayor de problemas 
derivados del consumo de drogas en comparación con el grupo de 
bajo riesgo. 
Tabla 19. Estadísticos Descriptivos Relativos a Cada Grupo de Riesgo en los 








Conductas agresivas 2,87 (3,29) 7,25 (4,49) 9,76 (5,46) 27,002*** 
Conductas contra 
normas 2,85 (3,04) 6,44 (4,12) 6,06 (4,55) 13,795*** 
Robo 1,13 (2,17) 4,03 (5,15) 5,29 (6,17) 10,648*** 
Vandalismo 1,16 (2,18) 4,61 (3,99) 4,76 (5,53) 15,940*** 
Problemas drogas 1,93 (3,07) 5,53 (5,45) 3,65 (5,48) 8,462*** 




El presente trabajo fue desarrollado con el objetivo de determinar 
la existencia del perfil de riesgo característico de jóvenes en AR desde 
una perspectiva ecológica, que contempla diversos factores de riesgo a 
nivel histórico, familiar, individual y comunitario, así como su 
relación con la conducta antisocial. Para ello, se emplearon dos 
muestras de comparación: una muestra de adolescentes de PG y otra 
muestra de adolescentes de JJ. Los hallazgos evidencian diferencias, 
tanto en conducta antisocial como en diferentes factores de riesgo, 
entre la muestra de AR y las muestras de PG y JJ. No obstante, las 
diferencias fueron más pronunciadas entre la muestra de AR y PG, 
mientras que el perfil de los jóvenes en AR y JJ fue similar en relación 
a determinados factores, principalmente a nivel psicosocial e 
individual. Otro de los objetivos principales del presente estudio era 
evaluar la relación entre los diferentes factores de riesgo históricos, 
psicosociales e individuales y la conducta antisocial específicamente 
en adolescentes en AR. Los resultados reflejan asociaciones con gran 
parte de los factores evaluados, así como relaciones diferenciales en 
función del tipo de conducta antisocial analizada (i.e., conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo, vandalismo y problemas 
derivados del consumo de drogas). Sin embargo, aunque los diferentes 
factores de riesgo contribuyen a la explicación de la conducta 
antisocial, son los factores individuales los que explican un mayor 
porcentaje de la varianza de los diferentes tipos de conductas. Una vez 
determinado el perfil de riesgo específico de los adolescentes en AR, 
así como la relación de cada uno de los factores con la conducta 
antisocial, el último de los objetivos planteados era la identificación 
de diferentes subgrupos de jóvenes en función de las puntuaciones 
obtenidas en los diferentes factores dinámicos. Los análisis 
identificaron tres subgrupos o perfiles de riesgo, clasificando a los 
adolescentes en un grupo de bajo riesgo, un grupo de riesgo moderado
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y un grupo de alto riesgo. El grupo de bajo riesgo presenta 
puntuaciones menores en los diferentes factores, así como una escasa 
relación con la conducta antisocial. Por su parte, el grupo de alto 
riesgo muestra las puntuaciones más elevadas en la mayoría de las 
variables y una fuerte relación con la conducta antisocial, aunque no 
se diferencia significativamente del grupo de riesgo moderado en 
cuanto a la asociación con la conducta antisocial. 
7.1 COMPARACIÓN AR – PG EN CONDUCTA ANTISOCIAL Y
FACTORES DE RIESGO
Los resultados del presente estudio evidencian diferencias 
significativas en conducta antisocial entre la muestra de adolescentes 
en AR y PG. Así, los jóvenes en AR mostraron índices más elevados 
en la totalidad de conductas antisociales analizadas, incluyendo 
conductas agresivas, conductas contra normas, robo, vandalismo y 
problemas derivados del consumo de drogas. No obstante, las 
diferencias más pronunciadas entre ambas muestras se observaron en 
conductas agresivas, seguido de las conductas contra normas, mientras 
que las diferencias fueron pequeñas en relación a las conductas de 
robo, vandalismo y problemas derivados del consumo de drogas. En 
relación al análisis de los factores de riesgo, los resultados confirman 
parcialmente la primera de las hipótesis planteadas. Los factores 
relativos a los amigos antisociales, conflicto filio-parental, supervisión 
parental, estrés percibido, actitudes violentas, búsqueda de 
sensaciones, ira, dureza emocional y frecuencia de consumo de tabaco 
y cannabis, mostraron diferencias entre los adolescentes en AR y PG. 
En la mayoría de los casos fueron los adolescentes en AR los que 
obtuvieron puntuaciones más elevadas, a excepción de la supervisión 
parental y la búsqueda de sensaciones, en los que puntuaron más alto 
los adolescentes de PG. El gráfico expuesto en el Apéndice B presenta 
los hallazgos en relación a las diferencias entre los adolescentes en 
AR y PG en las puntuaciones típicas obtenidas en los diferentes 
factores de riesgo y la conducta antisocial. 
Estos hallazgos concuerdan con algunos estudios previos, que 
mostraron niveles mayores de agresión física e indirecta en jóvenes en 
riesgo de exclusión social en comparación con muestras normativas 
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(Durán, 2017). El hecho de que las diferencias más pronunciadas se 
hayan encontrado en relación a las conductas agresivas puede ir ligado 
a las altas puntuaciones obtenidas por los adolescentes en AR en los 
factores personales y temperamentales. Estos factores de 
temperamento y personalidad han sido típicamente considerados como 
unos de los predictores más potentes en la aparición de conductas 
antisociales o delictivas (e.g., Luengo, Sobral, Romero, & Gómez-
Fraguela, 2002; Morizot, 2015; Romero et al., 2001). Por otro lado, 
las situaciones traumáticas que muchos de los jóvenes en AR han 
experimentado en su infancia y que están asociadas en una gran 
mayoría con relaciones familiares negativas y experiencias de 
victimización, podrían afectar en cierta medida al desarrollo de 
habilidades para el establecimiento de relaciones interpersonales 
positivas y estrategias constructivas de resolución de conflictos, 
favoreciendo, en consecuencia, el uso de la agresión como mecanismo 
de actuación ante determinadas situaciones (Pinchover & Attar-
Schwartz, 2014). Los episodios de bullying y victimización entre 
iguales son frecuentes dentro del contexto residencial en el que 
conviven estos jóvenes, incluyendo violencia física, verbal y sexual 
(Mazzone, Nocentini, & Menesini, 2018; Sekol, 2016). Los trabajos 
de Barter, Renold, Berridge y Cawson (2004) y Sekol (2013) 
destacaron el efecto que la cultura de los iguales ejercía sobre el 
mantenimiento de la violencia dentro del contexto residencial, así 
como los aspectos organizacionales y la relación con los educadores, 
que podían tanto contribuir al desarrollo personal de los jóvenes como 
facilitar el desarrollo de los problemas de conducta (Sekol, 2016). 
Además de la violencia física y verbal, los hallazgos previos han 
documentado diversos actos antisociales frecuentes dentro del entorno 
residencial como intimidación, invasión de la privacidad, daños a la 
propiedad o amenazas (Attar-Schwartz & Khoury-Kassabri, 2015; 
Barter, 2011; Barter et al., 2004). Sin embargo, los estudios al 
respecto todavía son escasos, dificultando el establecimiento de 
comparaciones con otras poblaciones como la comunitaria. 
Los resultados del estudio reflejan importantes diferencias entre 
los adolescentes de AR y PG. Estas diferencias se manifiestan en 
diversos ámbitos como la familia, el grupo de iguales o las 
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características individuales de los propios jóvenes. Las diferencias en 
relación a los factores de riesgo familiares son evidentes, puesto que 
los jóvenes en AR proceden en su mayoría de entornos familiares 
desestructurados, caracterizados por elevados niveles de conflicto y 
violencia, así como bajos niveles de supervisión que en numerosas 
ocasiones son indicadores de actos negligentes de mayor severidad 
(Gilbert, 2012; Taussig, 2002). Asimismo, en relación a los amigos 
antisociales, se ha planteado que los adolescentes en AR son 
expuestos en mayor medida a modelos antisociales dentro de su grupo 
de iguales, puesto que se ven obligados a convivir con otros jóvenes 
que muestran a su vez diversas problemáticas conductuales derivadas 
de sus situaciones particulares (e.g., Dishion et al., 1999). El rechazo 
que habitualmente experimentan estos adolescentes por parte de los 
iguales en contextos normativos como el escolar favorece la 
asociación con iguales desviados o antisociales (e.g., Laird, Jordan, 
Dodge, Pettit, & Bates, 2001). 
Las relaciones establecidas dentro del contexto familiar influyen 
necesariamente sobre el desarrollo individual y psicosocial de los 
menores. Los adolescentes construyen su identidad en función de las 
experiencias vividas en la infancia, donde la familia ejerce una 
especial influencia por tratarse del primer contexto socializador y uno 
de los más importantes en el desarrollo de las personas. Por tanto, una 
posible justificación de las diferencias encontradas en los factores 
individuales entre los adolescentes de AR y PG podría derivarse de la 
influencia que el entorno familiar ejerce sobre el desarrollo de estas 
características. Así, los menores que han sido víctimas de maltrato, 
negligencia u otras situaciones violentas en la familia, experimentan 
un número mayor de estresores que favorece, a su vez, el incremento 
en los niveles de estrés percibido, en comparación con aquellos que no 
han sido víctimas de violencia familiar (Hager & Runtz, 2012). Este 
incremento en los niveles de estrés percibido no se limita únicamente 
al ámbito familiar sino que es generalizado a diversos contextos y 
situaciones. Por otro lado, la exposición directa o indirecta a modelos 
de conducta violentos favorece un desarrollo disfuncional del 
procesamiento de la información, incluyendo sesgos en la atribución y 
generación de esquemas de justificación de la violencia (Orue y 
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Calvete, 2012). Por ello, es probable que los adolescentes procedentes 
de entornos familiares desestructurados desarrollen actitudes violentas 
como mecanismo de actuación y resolución de conflictos ante 
determinadas situaciones (Markowitz, 2001). 
No obstante, los adolescentes de PG presentan puntuaciones más 
elevadas en búsqueda de sensaciones en comparación con los 
jóvenes en AR. Puesto que la búsqueda de sensaciones está 
determinada por la combinación de diversos sustratos 
psicobiológicos, genéticos y sociales (Roberti, 2004; Zuckerman, 
2007), es probable que la sea la interacción entre estos factores, y 
no la influencia de un contexto específico, como la familia o el 
entorno residencial, el que contribuya a la explicación de los niveles 
de búsqueda de sensaciones (Bates, Pettit, Dodge, & Ridge, 
1998). Además, la búsqueda de sensaciones no hace referencia 
únicamente a la preferencia individual por conductas de riesgo, sino 
que incluye preferencias por diversas actividades o conductas 
dirigidas al incremento de los niveles de activación y que pueden ser 
seguras y de bajo o moderado riesgo (Roberti, 2004). Por ello, y dado 
que la etapa adolescente es una etapa caracterizada por multitud de 
cambios a nivel biológico, emocional, cognitivo y social, los jóvenes, 
tanto de PG como de AR, incrementarían sus preferencias por 
actividades que impliquen en cierta medida la asunción de riesgos 
(Harden & Tucker-Drob, 2011). Es probable que los adolescentes de 
PG, que conviven habitualmente en entornos convencionales y 
normalizados, demanden una mayor estimulación, que no sería 
necesaria en el caso de los jóvenes de AR ya que su propia situación 
ya les habría proporcionado suficiente. 
Los niveles de ira son, por el contrario, más elevados en 
adolescentes en AR en comparación con la muestra de PG. La ira es 
una emoción básica que regula la interacción entre el estado 
interno y el entorno, identificada en una etapa primaria de la hostilidad 
y agresividad (Del Barrio, Aluja, & Spielberger, 2004). Por tanto, la 
vivencia de situación familiares problemáticas podría afectar a la 
regulación emocional que contribuiría, en consecuencia, al aumento 
en los niveles de ira en adolescentes en AR. En el caso de los jóvenes 
de PG, las situaciones que éstos deben afrontar en su día a día suponen 
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retos adaptativos que ayudan a mejorar sus estrategias de regulación 
emocional. Por ello, siempre y cuando la dificultad e intensidad de los 
problemas no sean excesivas, ni el joven presente déficits a nivel 
interno, éste sería capaz de gestionar tales situaciones de un modo 
emocionalmente inteligente en mayor o menor medida. 
Con respecto a la dureza emocional, se observan índices más 
elevados en la muestra de AR. A lo largo de los últimos años ha 
habido un creciente interés por el estudio de la relación entre las 
vivencias traumáticas y el desarrollo de características psicopáticas 
de personalidad en la adolescencia (Rubio, Krieger, Finney, & 
Coker, 2014). Según esta perspectiva, los jóvenes que hayan sido 
expuestos a violencia, abuso o negligencia en la infancia dentro 
del entorno familiar, incrementarán la probabilidad de desarrollo de 
características de personalidad psicopática en el futuro (e.g., Rubio 
et al., 2014). Asimismo, diversos estudios han mostrado que no 
solamente la violencia en el entorno familiar favorece el 
desarrollo de características psicopáticas, sino que también la 
falta de supervisión, la inconsistencia en la disciplina parental o el 
conflicto filio-parental influyen en el desarrollo de características de 
psicopatía relacionadas con las facetas afectiva e interpersonal 
(e.g., Farrington, Ullrich, & Salekin, 2010; Fisher & Brown, 
2018; Loeber et al., 2009). Específicamente, algunos 
hallazgos han mostrado una fuerte influencia de las 
relaciones familiares violentas y las prácticas parentales 
negativas sobre uno de los constructos pertenecientes a la faceta 
afectiva de la psicopatía más estudiados: la dureza emocional (e.g., 
Frick et al., 2014; López-Romero, Romero, & Gómez-Fraguela, 
En relación al consumo de sustancias, las mayores diferencias se 
observan en relación al consumo de tabaco y cannabis, siendo los 
adolescentes en AR los que presentan puntuaciones más 
elevadas, sin embargo, no se encuentran diferencias en 
consumo de alcohol. Estos resultados concuerdan con 
algunos estudios previos, cuyos hallazgos evidenciaron un 
consumo similar de alcohol en jóvenes en el sistema de protección y 
de población general (e.g., Braciszewski & Stout, 2012). Por su 
parte, los resultados referentes al consumo de tabaco y cannabis 
difieren de aquellos hallazgos encontrados previamente, en los que  se
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observaron diferencias significativas entre adolescentes de AR y PG 
(Braciszewski & Stout, 2012; Traube et al., 2012). Sin embargo, gran 
parte de los estudios utilizaron únicamente muestras de adolescentes 
en AF y otros servicios de protección a la infancia y adolescencia, 
limitando el establecimiento de comparaciones específicamente con 
jóvenes en AR. Algunos autores han sugerido que el cúmulo de 
dificultades a las que tienen que enfrentarse los jóvenes en el sistema 
de protección incrementa sustancialmente la probabilidad de consumo 
de sustancias en el futuro (e.g., Aarons et al., 2008). Monshouwer, 
Kepper, van den Eijnden, Koning y Vollebergh (2015) concluyeron 
que una considerable proporción de adolescentes comenzaba a 
consumir sustancias intensamente durante el período de AR, 
incluyendo tabaco, alcohol y cannabis y que, a excepción del consumo 
intenso de alcohol, los niveles de consumo en estos jóvenes eran más 
elevados que los de PG. 
Por último se observa, en contra de lo esperado, que los 
índices de apoyo familiar, apoyo social, impulsividad, 
empatía, narcisismo, implicación escolar y frecuencia de consumo 
de alcohol, no difieren de modo significativo entre la muestra de AR y 
de PG. Puesto que los jóvenes en AR proceden de entornos 
familiares negligentes incapaces en su mayoría de proporcionar 
los cuidados básicos necesarios a nivel afectivo, era de esperar que 
éstos presentasen índices significativamente menores en el factor 
referente al apoyo familiar (Fernández-Millán, Díez de la Cortina, 
Malpica, & Hamido, 2010). No obstante, es probable que estos 
jóvenes muestren una cierta adaptación ante su situación familiar 
característica y que perciban como más positivo el mismo apoyo 
familiar que en PG sería considerado deficiente. Ciertamente y a 
pesar de las situaciones familiares problemáticas que han 
experimentado, los adolescentes en AR valoran el vínculo familiar 
como uno de los más importantes en relación a los niveles de 
confianza y afectividad (Bravo & Del Valle, 2003; Martín & Dávila, 
2008). Por su parte, la ausencia de diferencias en apoyo social podría 
derivarse de las características del propio AR. Algunos estudios han 
mostrado que el tamaño de las redes sociales es mayor en 
adolescentes en AR, ya que estos jóvenes cuentan con 
educadores y compañeros dentro del hogar de acogida con los que no 
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disponen los jóvenes en PG (Bravo & Del Valle, 2003). Sin embargo, 
se ha planteado que, aún cuando el tamaño de las redes sociales es 
mayor en jóvenes en AR, éstos perciben un menor apoyo social que 
los adolescentes de PG (Bravo & Del Valle, 2003). 
A pesar de que los adolescentes en AR presentan puntuaciones 
más elevadas en impulsividad y narcisismo, así como puntuaciones 
más bajas en empatía e interés escolar, estas diferencias con respecto a 
la muestra de PG no alcanzaron los niveles de significación. En el 
caso de la impulsividad, es probable que el componente genético y 
biológico que determina en parte este constructo ejerza una mayor 
influencia que el componente ambiental asociado a la familia. Por 
tanto, y dado que la impulsividad alcanza sus niveles máximos en la 
etapa adolescente, las diferencias entre los jóvenes en AR y PG no 
serían tan evidentes. Por su parte, la ausencia de diferencias en 
relación al narcisismo podría estar fundamentada en la propia 
conceptualización del narcisismo. Actualmente la diferenciación entre 
el narcisismo grandioso y el narcisismo vulnerable parece 
ampliamente establecida. El primero se caracteriza por arrogancia, 
egocentrismo, devaluación e insensibilidad hacia los demás, así como 
voluntad de explotación en beneficio personal; mientras que el 
segundo se caracteriza por la falta de confianza en uno mismo y de 
autovalía, reactividad ante las amenazas de los demás y la falta de 
dominio (Barry & Wallace, 2010; Ensink et al., 2017). Algunos 
estudios han mostrado que el maltrato infantil se relaciona tanto con el 
narcisismo grandioso como con el vulnerable aunque en chicas 
únicamente, y que esta asociación es más fuerte con el narcisismo 
vulnerable (Ensink et al., 2017). Además, el narcisismo grandioso ha 
sido asociado con prácticas parentales positivas y baja supervisión, 
mientras que el narcisismo vulnerable se ha relacionado con una 
disciplina inconsistente (Mechanic & Barry, 2014). Al igual que el 
presente trabajo, la mayoría de los estudios no distinguen entre ambos 
y evalúan únicamente el narcisismo grandioso (Barry & Wallace, 
2010), por lo que las diferencias con respecto a la muestra de PG 
podrían verse reducidas.  
Con respecto a la empatía, los resultados no evidenciaron 
diferencias significativas entre los jóvenes en AR y los de PG, sin 
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embargo, los niveles fueron más bajos en los primeros. Tal como 
sugieren algunos autores, los adolescentes en el sistema de protección 
presentan mayores déficits en empatía y habilidades sociales (e.g., 
Knorth, Klomp, Van den Bergh, & Noom, 2007). No obstante, en el 
presente estudio fue evaluada únicamente la faceta afectiva de la 
empatía, por lo que es probable que las mayores diferencias en este 
constructo entre las muestras de AR y PG puedan darse en la faceta 
cognitiva de la empatía. Por último, tampoco se observaron 
diferencias significativas en relación al nivel de implicación escolar. A 
pesar de que los jóvenes en AR suelen manifestar un pobre 
rendimiento académico, así como un peor funcionamiento a nivel 
escolar (e.g., Attar-Schwartz, 2009), esto no implica necesariamente 
que el nivel de implicación sea por ello más bajo que el de los jóvenes 
de PG, ya que éste se fundamenta más aspectos motivacionales y 
actitudinales, más que en el propio rendimiento en sí mismo. 
Aspectos a destacar 
 El perfil de adolescentes en AR difiere del perfil de PG.
 Los adolescentes en AR presentan más conducta antisocial y
niveles mayores en diferentes factores de riesgo psicosociales e
individuales.
 Los adolescentes de PG refieren índices mayores de supervisión
parental y búsqueda de sensaciones.
7.2 COMPARACIÓN AR – JJ EN CONDUCTA ANTISOCIAL Y FACTORES
DE RIESGO
Los análisis para la evaluación de los adolescentes en AR 
incluyeron una comparación con adolescentes de JJ. En este caso se 
evaluaron las diferencias tanto en las variables del VRAI 
autoinformadas por los jóvenes como en las variables informadas por 
los técnicos. Las comparaciones fueron analizadas únicamente con las 
muestras de chicos debido al reducido número de chicas en JJ. Con 
respecto a las variables informadas por técnicos, los resultados 
confirman parcialmente la segunda de las hipótesis planteadas. Los 
hallazgos en cuanto a la distribución de la muestra reflejan, según lo 
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esperado, que un porcentaje mayor de chicos de JJ presenta actos 
violentos previos. Sin embargo, del total de jóvenes que presentaron 
actos violentos, un porcentaje mayor de chicos en AR registra actos de 
mayor severidad. Por su parte, una proporción mayor de chicos en AR 
presenta faltas de respeto a padres o tutores y desafío a la autoridad 
(padres, tutores o profesores). Además, un número mayor de chicos de 
JJ había registrado peleas con iguales. Sin embargo, no se observaron 
diferencias en la distribución de las muestras en amenazas, escaparse 
de casa sin permiso, actos vandálicos e incumplimiento de normas 
escolares. El gráfico correspondiente a las diferencias entre los 
adolescentes en AR y JJ en los factores históricos aparece 
representado en el Apéndice C. Cuando son los jóvenes los que 
informan de las conductas antisociales, únicamente se observan 
diferencias significativas entre los adolescentes de AR y JJ en 
conductas contra normas (Apéndice D).  
Con respecto a los restantes factores de riesgo históricos, los 
resultados muestran diferencias en exposición a violencia en el hogar, 
maltrato físico, negligencia, separación temprana de los cuidadores y 
participación en actividades de ocio. En todos los casos el porcentaje 
es proporcionalmente mayor en chicos en AR. No obstante, no se 
observan diferencias significativas en abuso sexual, delincuencia 
familiar y rendimiento académico.  
En relación a los factores de riesgo psicosociales, los resultados 
reflejan diferencias entre los adolescentes en AR y JJ en el número de 
amigos antisociales y en apoyo social, ambos informados por los 
técnicos. En ambos casos son los chicos de JJ los que obtienen 
puntuaciones más elevadas. Por el contrario, no se observan 
diferencias significativas en relación a la desventaja social en el 
vecindario, amigos antisociales autoinformados, conflicto filio-
parental, supervisión y apoyo familiar, así como apoyo social 
autoinformado. Las diferencias entre los chicos de AR y JJ en cuanto 
a los factores de riesgo psicosociales aparecen representadas en el 
gráfico incluido en el Apéndice E. 
Con respecto a los factores individuales, los hallazgos evidencian 
diferencias únicamente en la frecuencia de consumo de alcohol y 




adolescentes de JJ los que mayor frecuencia manifiestan. Las 
puntuaciones obtenidas por los chicos de AR y JJ en los demás 
factores individuales no difieren de modo significativo. El Apéndice F 
presenta las diferencias entre los chicos de AR y de JJ en los 
diferentes factores de riesgo individuales. 
El hecho de que un mayor porcentaje de chicos de JJ presenten 
actos violentos pero que sean los de AR los que registren una mayor 
severidad puede ser debido, por un lado, a que un menor número de 
adolescentes en AR haya cometido algún acto violento con 
anterioridad pero que éstos sean considerados de mayor gravedad; o, 
por otro, que los técnicos de AR y JJ empleen criterios distintos para 
la valoración de la intensidad de los mismos. Desde esta última 
perspectiva, los técnicos evaluadores en AR codificarían como más 
severos los actos violentos que en JJ son considerados leves o 
moderados, puesto que éstos trabajan habitualmente con una mayor 
diversidad de conductas delictivas y de mayor gravedad. 
Tal como indican los resultados, un número más elevado de 
chicos de AR en comparación con los de JJ presenta faltas de respeto 
a padres o tutores y desafío a la autoridad, mientras que éstos últimos 
parecen llevar a cabo conductas de tipo más violento como peleas con 
iguales. Por tanto, el perfil antisocial de los jóvenes en AR parece 
estar caracterizado por conductas oposicionistas contra las figuras de 
autoridad, mientras que los jóvenes de JJ se caracterizan por un perfil 
conductual más violento. Estos hallazgos concuerdan con algunos 
trabajos previos que observaron niveles mayores de agresividad 
proactiva y delitos violentos en adolescentes de JJ (Durán, 2017; 
Oriol, 2013), mientras que los jóvenes tutelados mostraron más 
conductas como robos y delitos contra la autoridad (Oriol, 2013). 
Además de las distinciones en la tipología conductual, es probable que 
existan diferencias en las motivaciones que llevan a los jóvenes de AR 
y JJ a cometer este tipo de actos antisociales. Mientras que los jóvenes 
de JJ podrían mostrar un perfil más proactivo, influenciado quizá por 
las predisposiciones individuales; los adolescentes en AR se 
caracterizarían por un perfil mayormente reactivo, determinado por las 




A diferencia de la conducta antisocial informada por los técnicos, 
basada en la presencia de las conductas antisociales en el historial de 
los adolescentes, los datos de autoinforme proporcionan datos de la 
frecuencia con la que dichas conductas son llevadas a cabo. Así, 
aunque los hallazgos encontrados en relación a los datos de 
autoinforme indican que son los chicos de JJ los que mayores 
puntuaciones obtienen en la totalidad de conductas antisociales 
analizadas, únicamente se observan diferencias significativas en las 
conductas contra normas. Estos datos reflejan una disonancia con la 
información proporcionada por técnicos en relación a la conducta 
antisocial y ponen de manifiesto la importancia de tener en 
consideración diferentes fuentes de información en la evaluación de la 
conducta antisocial y los factores asociados. Teniendo en cuenta los 
resultados encontrados, se observa la existencia de un perfil antisocial 
en AR que se asemeja más al perfil antisocial de los jóvenes de JJ que 
a los de PG. Estos hallazgos concuerdan con diversos trabajos previos 
que mostraron índices elevados de conductas problemáticas de tipo 
externalizante, incluyendo la violación de las normas sociales, 
destrucción de la propiedad o daños a terceros, en adolescentes 
acogidos en hogares o residencias de protección (e.g., Keil & Price, 
2006; Leloux-Opmmer et al., 2016), y que pueden derivar incluso en 
la futura implicación en el sistema de JJ (e.g., Hirsh et al., 2018; 
Shaw, 2014). 
Los resultados en relación a la violencia familiar apoyan la 
hipótesis 2 del presente trabajo, ya que una mayor proporción de 
chicos en AR presenta en su historial algún episodio de maltrato 
físico, negligencia o exposición a violencia en el hogar, en 
comparación con los chicos de JJ. Este hecho concuerda con las 
causas específicas que contribuyen al establecimiento de una medida 
de AR frente a una de JJ. Mientras que los centros de reforma o 
reeducación pertenecientes al sistema de JJ están destinados al 
cumplimiento de medidas privativas de libertad, detención o medidas 
cautelares, en el caso de los jóvenes que hayan cometido algún delito 
o falta; los hogares o centros de AR pertenecientes al sistema de 
protección están destinados a todos aquellos menores que, debido a 




sus familias de origen. Tal como se expone en un informe del 
Observatorio de la Infancia (2017), más de la mitad de los menores en 
AR fueron víctimas de algún tipo de maltrato infantil o negligencia 
severa por parte de sus cuidadores, por tanto, es esperable que esta 
población presente más problemáticas relacionadas específicamente 
con situaciones de violencia familiar que aquellos jóvenes que se 
encuentran en cumplimiento de medidas de JJ. En el caso del abuso 
sexual no se observan diferencias, aunque es necesario tener en 
consideración que únicamente un chico en AR presentaba esta 
casuística. Además, se observan diferencias entre ambas muestras en 
el factor referente a la separación temprana de los cuidadores, siendo 
el porcentaje de adolescentes en AR mayor que en JJ. Este resultado 
es esperado dado el contexto residencial en el que se encontraban 
acogidos los adolescentes. Como algunos autores han señalado, en 
muchos casos este acogimiento es el resultado de varias experiencias 
previas de acogimiento familiar o residencial a lo largo de la infancia 
que fracasaron por diferentes motivos (Webster et al., 2000; 
Yampolskaya et al., 2014). 
La ausencia de diferencias entre chicos de AR y JJ en relación a la 
delincuencia familiar es evidente tanto en el caso de las condenas en 
prisión del padre, como de la madre y los hermanos. A pesar de que el 
porcentaje de jóvenes cuyos familiares han cumplido alguna condena 
en prisión es bajo tanto en AR como en JJ, podrían considerarse 
diversos motivos a la hora de explicar esas cifras, que siguen siendo 
muy superiores a las de la población normativa. Diversos estudios 
previos han mostrado un aumento de los índices de delincuencia en 
aquellos jóvenes cuyos progenitores presentaban elevados índices de 
criminalidad, incluyendo condenas en prisión u otras conductas 
antisociales (e.g., Farrington, Coid et al., 2009; Frisell et al., 2010), 
aunque se ha sugerido que las condenas de los hermanos tenían un 
efecto mayor sobre la delincuencia juvenil que las condenas de los 
progenitores (Van de Rakt et al., 2009). Sea como fuere, este hecho 
ayudaría a explicar su prevalencia entre los jóvenes que cumplen 
medidas de JJ. El encarcelamiento de los progenitores suele ser 
frecuente también entre los menores en AR, ya que representa uno de 




a la infancia y adolescencia. Por ello, la criminalidad familiar y 
específicamente el cumplimiento de condenas en prisión tanto del 
padre, como de la madre y los hermanos, parece ser un factor presente 
en cierta medida tanto en jóvenes de JJ como de AR.  
Los resultados del estudio no mostraron diferencias significativas 
en el rendimiento académico entre los jóvenes de AR y JJ, ni tampoco 
en la implicación escolar, informada tanto por técnicos como por 
jóvenes. A pesar del escaso número de estudios que han contemplado 
el funcionamiento escolar y el rendimiento académico en adolescentes 
en AR, los hallazgos han destacado un importante déficit a nivel 
escolar, traducido en un pobre rendimiento académico (Attar-
Schwartz, 2009; Trout et al., 2008). Por su parte, los problemas en el 
ámbito escolar y académico han sido investigados en poblaciones 
específicas de JJ. Diversos estudios han observado una fuerte relación 
entre la delincuencia y la falta de vinculación escolar, incluyendo 
absentismo escolar así como falta de interés y motivación (Henry et 
al., 2012; Herrenkhol et al., 2012; Payne & Welch, 2015). Por tanto, 
los adolescentes de AR y JJ parecen compartir un patrón semejante en 
relación al rendimiento académico e implicación escolar. En el caso de 
los primeros, favorecido probablemente por las situaciones de 
maltrato y negligencia en la infancia (Bender, 2012); y en el caso de 
los segundos, asociado probablemente a la trayectoria antisocial 
específica de los jóvenes delincuentes (Payne & Welch, 2015). 
En relación a la participación en actividades de ocio y tiempo 
libre, los resultados muestran que una proporción significativamente 
mayor de chicos en AR se implica en actividades de este tipo, en 
comparación con el número de jóvenes de JJ que participa en estas 
actividades. Diversos autores han sugerido que la implicación en 
actividades extraescolares dentro del contexto comunitario podría 
ejercer un efecto protector de delincuencia en el futuro (Farb & 
Matjasko, 2012). Sin embargo, los resultados al respecto han resultado 
contradictorios y algunos estudios han encontrado un efecto directo 
positivo de la implicación en actividades extraescolares sobre la 
delincuencia y violencia (Burton & Marshall, 2005; Jiang & Peterson, 
2012), incluso con muestras de protección (Farineau & McWey, 




los chicos de JJ participaban en actividades de ocio y que éstas 
parecen no ejercer, por tanto, un efecto protector sobre la delincuencia 
tal como se había postulado. Aún así, la proporción de chicos que 
participaban en este tipo de actividades fue significativamente mayor 
en AR. A pesar del entorno residencial en el que conviven estos 
jóvenes que se caracteriza por un elevado grado de 
institucionalización, actualmente se aboga por el desarrollo del 
sistema hacia un estado normalizado dentro de la comunidad. De este 
modo, los jóvenes pueden llevar a cabo cualquier actividad adaptada a 
su edad dentro del contexto social y comunitario, incluyendo las 
actividades de ocio y tiempo libre. La accesibilidad a las actividades 
de ocio es más limitada en los jóvenes de JJ, principalmente para 
aquellos en cumplimiento de medidas en régimen cerrado o 
semiabierto. 
Con respecto a los factores de riesgo psicosociales, las únicas 
variables que difieren significativamente entre chicos de AR y JJ son 
los amigos antisociales y el apoyo social, ambas evaluados por 
técnicos. En ambos casos son los chicos de JJ los que obtienen 
puntuaciones más elevadas. La asociación con iguales antisociales ha 
sido uno de los factores de riesgo más fuertemente relacionado con las 
conductas antisociales y delictivas en la adolescencia (e.g., Cutrín, 
Gómez-Fraguela, & Luengo, 2015; Lansford, Dodge, Fontaine, Bates, 
& Pettit, 2014). Por ello, es habitual que los jóvenes que cumplen 
medidas en el sistema de JJ cuenten con un mayor número de amigos 
antisociales. Por otro lado, las diferencias en relación al apoyo social 
podrían estar estrechamente asociadas a las propias causas que 
derivaron en la medida de AR de los jóvenes en protección. Tal como 
se ha venido argumentando a lo largo del presente trabajo, el 
establecimiento de una medida de AR tiene carácter subsidiario del 
AF, tanto en familia extensa como en familia ajena, y es generalmente 
el último recurso ante una situación de desprotección. Por tanto, la red 
de apoyo adulto con la que cuentan los adolescentes en AR es más 
limitada, reduciéndose en ocasiones al contexto residencial de 
acogimiento. Además, es necesario tener en cuenta que únicamente se 
observan puntuaciones significativamente más bajas en chicos en AR 




Cuando son los chicos los que informan, estas diferencias 
desaparecen. Tal como se ha expuesto previamente, estos adolescentes 
valoran el vínculo familiar como uno de los más importantes y al que 
mayor nivel de confianza y afectividad atribuyen (Bravo & Del Valle, 
2003; Martín & Dávila, 2008), por lo que la valoración que realizan 
estos jóvenes no tiene por qué diferir necesariamente de aquella que 
realizan los chicos de otros contextos como el de JJ. 
Por último, los hallazgos en relación a los factores individuales 
solo reflejan diferencias en el consumo de sustancias (informado tanto 
por técnicos como por jóvenes). Específicamente, los chicos de JJ 
presentan puntuaciones más elevadas en frecuencia de consumo de 
alcohol y cannabis, aunque no se observan diferencias significativas 
en frecuencia de consumo de tabaco. El consumo de sustancias está 
estrechamente ligado a diversas tipologías antisociales y delictivas 
(e.g., Brook et al., 2011; White, 2015), llegando incluso a considerarse 
como una tipología específica dentro de la amplia categoría de 
conducta antisocial (e.g., Elliot, Huizinga, & Ageton, 1985; LeBlanc, 
2015). Aún cuando los estudios comparativos en muestras de 
adolescentes en AR y JJ son todavía escasos, lo que sí parece 
contundente es la relación recícproca que mantiene el consumo de 
sustancias con la conducta antisocial (e.g., Boles & Miotto, 2003; 
Torok et al., 2014; Wikström & Butterworth, 2006). Por todo ello, 
parece coherente pensar que aquellos jóvenes en cumplimiento de 
medidas de JJ presenten una mayor frecuencia de consumo de 
sustancias. 
Uno de los aspectos más destacables de los resultados obtenidos 
tras la comparación entre los chicos de AR y JJ son las escasas 
diferencias en los factores de riesgo dinámicos, tanto en los factores 
psicosociales como individuales, e incluso en la conducta antisocial 
autoinformada. Este hecho pone de manifiesto las similitudes entre los 
perfiles de riesgo de los adolescentes en AR y JJ. Aunque las causas 
que desencadenan las conductas no son probablemente las mismas en 
ambos casos, sí parece que las consecuencias son en mayor o menor 
medida semejantes. Por ello, estos resultados no hacen más que 
reflejar la necesidad de desarrollar estrategias de evaluación del riesgo 




en AR, las cuales llevan años elaborándose e implementándose en el 
ámbito de JJ.  
 
Aspectos a destacar 
 Cuando son los técnicos los que informan, los adolescentes en 
AR presentan más conductas antisociales de tipo encubierto, 
mientras que los adolescentes de JJ muestran más conductas 
violentas. 
 Cuando son los jóvenes los que informan, únicamente se 
observan diferencias en conductas contra normas. 
 Un porcentaje mayor de chicos de AR ha experimentado 
violenta familiar. 
 Los chicos de JJ presentan una mayor frecuencia de consumo 
de alcohol y cannabis. 
 El perfil psicosocial e individual de los adolescentes en AR se 
asemeja al perfil de adolescentes de JJ. 
 
7.3 RELACIÓN ENTRE LOS FACTORES DE RIESGO Y LA CONDUCTA 
ANTISOCIAL EN ADOLESCENTES EN AR 
Con el fin de comprobar la relación existente entre los diferentes 
factores de riesgo y la conducta antisocial específicamente en AR, se 
llevaron a cabo, en primer lugar, diversos análisis bivariados. Así, en 
relación a los factores de riesgo históricos se observa que la 
exposición a violencia en el hogar se relaciona con las conductas 
agresivas, conductas contra normas, robo y problemas derivados del 
consumo de drogas. Los adolescentes que habían sido testigos de 
violencia en el entorno familiar presentan más conductas de este tipo, 
en comparación con aquellos que no habían sido expuestos a violencia 
en el hogar. Los jóvenes cuyas madres habían cumplido alguna 
condena en prisión muestran más conductas de robo y vandalismo; 
mientras que aquellos que habían sido víctimas de maltrato físico en la 
infancia evidencian significativamente más problemas derivados del 
consumo de drogas. Además, los que participan en actividades de ocio 
en su tiempo libre presentan menos conductas contra normas, robo, 




En relación a los factores psicosociales, el factor que mayor 
relación manifiesta con la conducta antisocial es el referente a los 
amigos antisociales, evaluado a partir de información proporcionada 
tanto por técnicos como por los propios jóvenes. Asimismo, la 
desventaja social en el vecindario, la supervisión parental y el apoyo 
social se asocian con diferentes conductas antisociales. La desventaja 
social en el vecindario se relaciona con las conductas de robo y 
vandalismo; la supervisión parental se asocia negativamente con las 
conductas contra normas y los problemas derivados del consumo de 
drogas; mientras que el apoyo social se asocia a su vez de modo 
negativo con las conductas contra normas. Los demás factores 
psicosociales no muestran asociaciones significativas con la conducta 
antisocial.  
En cuanto a los factores individuales, las actitudes violentas, la 
ira, la frecuencia de consumo de tabaco, alcohol y cannabis evaluado a 
través de autoinforme, y la frecuencia de consumo de cannabis 
informado por los técnicos, se relacionan de forma positiva con la 
totalidad de las conductas antisociales, mientras que la implicación 
escolar autoinformada se asocia de forma negativa. Por el contrario, el 
estrés percibido, la empatía y la implicación escolar informada por 
técnicos no se relacionan de modo significativo con la conducta 
antisocial. Los demás factores evidencian diferencias en función del 
tipo de conducta: la impulsividad correlaciona únicamente con las 
conductas agresivas; la búsqueda de sensaciones se relaciona con las 
conductas agresivas y el vandalismo; la dureza emocional y el 
narcisismo se asocian con todas las conductas a excepción de los 
problemas derivados del consumo de drogas; la frecuencia de 
consumo de tabaco informada por técnicos se relaciona con la 
totalidad de las conductas analizadas menos con el vandalismo, 
mientras que la frecuencia de consumo de alcohol correlaciona 
significativamente con las conductas contra normas, robo y problemas 
derivados del consumo de drogas. 
Los resultados en relación a la violencia familiar apoyan 
parcialmente la tercera de las hipótesis planteadas. De todas las 
variables históricas evaluadas, la exposición a la violencia en el 




práctica totalidad de las conductas antisociales analizadas en 
adolescentes en AR. Este fenómeno ha sido ampliamente estudiado a 
lo largo de los últimos años, siendo diversos los trabajos que han 
destacado los efectos negativos de las interacciones violentas entre los 
progenitores sobre el desarrollo psicosocial de los menores (e.g., 
Evans et al., 2008; Kitzmann et al., 2003). La exposición a modelos 
violentos dentro del entorno familiar podría favorecer un desarrollo 
disfuncional del procesamiento de la información que contribuye, a su 
vez, a la adquisición de mecanismos justificadores de la violencia, los 
cuales influirían sobre la aparición de diversas conductas 
problemáticas en la adolescencia (Orue & Calvete, 2012). La 
evidencia empírica ha destacado el enorme solapamiento entre 
diversas formas de victimización acontecidas dentro de los entornos 
familiares violentos (e.g., Herrenkohl, Sousa, Tajima, Herrenkohl, & 
Moylan, 2008). Aún así, se ha planteado que no todas ellas ejercen la 
misma influencia sobre el desarrollo de las conductas problemáticas 
en la adolescencia y, mientras algunos han encontrado efectos 
significativos de la exposición a la violencia en el hogar sobre las 
conductas externalizantes, otros han sugerido que el maltrato infantil 
podría influir sobre el desarrollo de problemas internalizantes como 
depresión o ansiedad (Mrug & Windle, 2010). Los resultados del 
presente estudio podrían apoyar esta hipótesis. Sin embargo, puesto 
que no se han evaluado los problemas de tipo internalizante, 
únicamente se puede concluir que el maltrato infantil no se relaciona 
con la conducta antisocial o, en este caso, únicamente lo hace con los 
problemas derivados del consumo de drogas. Es probable que el 
maltrato y la negligencia no afecten de un modo directo a la conducta 
antisocial a los adolescentes en AR, sino a través de diversos 
mecanismos que podrían mediar entre las experiencias de 
victimización y las conductas problemáticas (Bender, 2010; Hoeve et 
al., 2015). Entre estos mecanismos se encontrarían todos aquellos 
factores que pudieran verse afectados directa o indirectamente por las 
situaciones violentas, como las prácticas parentales negativas, la 
asociación con iguales desviados, las actitudes violentas o el consumo 




Los resultados encontrados en relación a la criminalidad en el 
entorno familiar de los jóvenes en AR evidencian que únicamente las 
condenas en prisión de la madre se asocian con las conductas de robo 
y vandalismo. A pesar del escaso número de estudios al respecto, 
estos resultados concuerdan con algunos hallazgos previos que 
sugieren que un gran número de actos delictivos y criminales se 
concentran en un número limitado de familias (e.g., Frisell et al., 
2010; Moffitt, 2005). Sin embargo, la influencia ejercida por los 
diferentes miembros de la familia ha llevado a conclusiones 
contradictorias. Mientras que algunos han mostrado una mayor 
influencia de la conducta criminal del padre (Farrington et al., 2001; 
Van de Rakt et al., 2012; Van de Rakt, Nieuwbeerta, & De Graaf, 
2008), otros han evidenciado un mayor efecto de la historia criminal 
de los hermanos (Van de Rakt et al., 2009) o una mayor asociación de 
las conductas criminales de la madre con la delincuencia de las hijas 
(Rowe & Farrington, 1997). Además de los efectos de modelado y 
aprobación de conductas antinormativas por parte de los progenitores 
u otros familiares, existen diversos factores que pueden mediar en esta 
relación, como el estigma social, el déficit en los cuidados o el apego 
(Murray & Farrington, 2010; Murray & Murray, 2010). 
Por su parte, la participación en actividades de ocio se relaciona 
significativamente con una menor implicación en conductas contra 
normas, robo, vandalismo y problemas derivados del consumo de 
drogas, aunque no evidencia diferencias en relación a las conductas 
agresivas. Estas diferencias en función de la tipología conductual 
podrían contribuir a su vez a la explicación de los factores implicados 
en la aparición de las conductas antisociales. Los hallazgos destacan el 
efecto protector de las actividades de ocio sobre las conductas 
antisociales no violentas o de tipo encubierto. Así, es probable que las 
conductas no violentas puedan verse amortiguadas por la participación 
en actividades de ocio, ya que éstas contribuyen a la reducción del 
tiempo que los jóvenes invierten en la comunidad de forma no 
productiva y que favorece la asociación con iguales antisociales o el 
consumo de drogas. Sin embargo, la influencia del ocio sobre las 
conductas agresivas pudiera verse reducida debido al mayor peso de 




Teniendo en cuenta el análisis de las relaciones con los factores 
de riesgo psicosociales, se observa que uno de los factores más 
fuertemente asociado a la conducta antisocial es el grupo de iguales 
antisociales. Su influencia ha sido una de las evidencias más robustas 
en la predicción de la conducta antisocial en la adolescencia (e.g., 
Andrews & Bonta, 2010b; Eassey, & Buchanan, 2015), cuyos efectos 
se han hecho patentes a través de los procesos de selección y 
socialización (e.g., Burk, van der Vorst, Kerr, & Stattin, 2012; Samek, 
Goodman, Erath, McGue, & Iacono, 2016). La influencia del grupo de 
iguales merece una atención especial en los adolescentes en AR ya 
que, al riesgo derivado de las situaciones que han ocasionado la 
medida de protección hay que sumar el acogimiento junto a otros 
adolescentes con problemas de conducta, que incrementa a su vez el 
riesgo de influencias negativas (Dishion et al., 1999). Otro de los 
fundamentos del entorno comunitario, la desventaja social en el barrio 
de origen, también se ha relacionado fuertemente con las conductas 
antisociales y delictivas, tanto en muestras normativas como de JJ 
(Mason et al., 2010; Pardini et al., 2012). La presencia de modelos de 
conducta violenta así como la aprobación de determinados 
comportamientos antisociales por parte de la comunidad, podría 
contribuir al incremento de las conductas de robo y vandalismo, las 
cuales no serían percibidas como antinormativas en aquellos barrios 
en desventaja social. 
 Con respecto a las variables psicosociales familiares, los 
resultados muestran asociaciones significativas con la conducta 
antisocial únicamente de la supervisión familiar. La falta de 
supervisión parental ha sido una de las prácticas parentales más 
estrechamente relacionadas con la conducta antisocial adolescente, 
tanto en muestras normativas como de JJ (e.g., Derzon, 2010; 
Jacobson & Crockett, 2000; Pettit, Laird, Dodge, Bates, & Criss, 
2001). Por el contrario, el conflicto filio-parental y el apoyo familiar 
no se asocian significativamente con ninguna de las conductas 
antisociales analizadas. Teniendo en cuenta las situaciones familiares 
que caracterizan a la mayoría de los adolescentes en AR, es probable 
que el conflicto filio-parental sea elevado en la mayoría de los casos y 




relaciones significativas con la conducta antisocial. Por otra parte, es 
posible que no ejerza un efecto directo sobre la conducta antisocial, 
sino a través de otros factores como el grupo de amigos (e.g., Cutrín, 
Gómez-Fraguela, Maneiro et al., 2017a). Los resultados en relación al 
apoyo familiar siguen la misma tendencia de algunos hallazgos 
previos que mostraron una falta de relación entre el apoyo familiar y 
las conductas problemáticas (Cutrín et al., 2015; Fosco, Stormshak, 
Dishion, & Winter, 2012) e incluso algunos que mostraron una 
relación positiva entre ambas (Cutrín, Gómez-Fraguela, & Sobral, 
2017c). Algunos autores sugieren que las dinámicas familiares y los 
procesos implicados en la aparición de problemas de conducta en la 
adolescencia difieren en muestras de alto riesgo (Crouter & Head, 
2002). Así, en entornos familiares de riesgo, que incluyen 
criminalidad parental y abuso de sustancias, el apoyo familiar no sería 
tan efectivo en la protección ante determinadas conductas antisociales 
como lo sería la supervisión parental (Melkman, 2015).  
Los resultados indican a su vez que el apoyo social se relaciona 
negativamente con las conductas contra normas. Estos hallazgos 
apoyan en cierta medida la Teoría del apoyo social, la cual plantea un 
efecto protector ante la aparición de conductas delictivas de aquellos 
entornos que proporcionan más apoyo (Cullen, 1994). Siguiendo la 
línea de investigación planteada por Emmy Werner, el apoyo social es 
considerado como uno de los constructos más potentes incluido en la 
literatura sobre la resiliencia (Peters, Leadbeater, & McMahon, 2010). 
Los resultados del presente estudio confiman los encontrados en 
diversos trabajos que observaron una fuerte relación entre la ausencia 
de figuras de apoyo estables y positivas y el desarrollo psicosocial 
adolescente (e.g., Chu et al., 2010; Makarios & Sams, 2013). 
Específicamente, concuerdan con los encontrados por Martín y Dávila 
(2008), que evaluaron los efectos del apoyo social sobre la adaptación 
de los adolescentes en AR. Estos autores mostraron una ausencia de 
relaciones significativas entre el apoyo familiar y la adaptación 
psicosocial de los adolescentes, aunque observaron que el apoyo 
proporcionado por adultos de otros contextos estaba relacionado con 




A pesar del enorme interés suscitado por el estudio de los factores 
de riesgo de conducta antisocial y delincuencia y de los numerosos 
trabajos llevados a cabo tanto en PG como JJ, resulta complicado 
establecer una comparación con estudios previos en AR dado el 
escaso número de trabajos al respecto. Aún así, los resultados del 
presente estudio concuerdan con algunos hallazgos previos. Melkman 
(2015) observó que la asociación con iguales antisociales 
correlacionaba altamente con las conductas problemáticas en 
adolescentes en AR, mientas que no encontró relaciones significativas 
con el apoyo parental. Aguilar-Vafaie et al. (2011) evidenciaron que 
los problemas de conducta externalizantes correlacionaban 
únicamente con el riesgo de pobreza, mientras que diversos factores 
como los iguales desviados, la supervisión en el hogar residencial o la 
atención y la comunicación con los progenitores, no mostraron 
asociaciones significativas. Otros estudios con muestras de 
adolescentes que habían tenido contacto con el sistema de protección 
observaron que la supervisión parental y las relaciones establecidas 
con los progenitores y con los iguales incrementaban el riesgo de 
delincuencia (Grogan-Kaylor et al., 2008; Leslie et al., 2010), 
mientras que la calidad del vecindario no se relacionaba 
significativamente con la delincuencia (Grogan-Kaylor et al., 2008). 
Además, algunos estudios evidenciaron un mayor consumo de drogas 
en adolescentes involucrados en el sistema de protección en aquellos 
que contaban con un mayor porcentaje de amigos antisociales y 
niveles bajos de supervisión y apoyo parental (Cheng & Lo, 2011; 
Traube et al., 2012). 
Teniendo en cuenta específicamente los factores individuales, se 
observa que las actitudes violentas y la ira se relacionan fuertemente 
con la totalidad de las conductas antisociales analizadas. La ira y las 
actitudes violentas son características emocionales y cognitivas, 
respectivamente, que pueden verse seriamente afectadas por la 
vivencia de situaciones familiares traumáticas o violentas (e.g., Del 
Barrio et al., 2004; Markowitz, 2001). Algunos autores han planteado 
que los procesos cognitivos y emocionales que tienen lugar en el 
individuo, incluyendo la adquisición de conocimiento y los patrones 




experiencias vitales y los problemas de conducta (e.g., Dodge, Coie, 
& Lynam, 2008; Dodge & Pettit, 2003). El déficit en el procesamiento 
de la información y regulación emocional podrían relacionarse incluso 
con diferentes tipologías conductuales, como agresión proactiva o 
reactiva (e.g., Dodge & Coie, 1987). Por ello, es probable que estas 
características manifiesten una fuerte relación con la conducta 
antisocial en adolescentes en AR. Estos resultados concuerdan con 
diversos hallazgos previos en muestras normativas que evidenciaron 
un incremento del riesgo de conductas antisociales y delictivas en 
adolescentes con altos niveles de ira (e.g., Yeager et al., 2013) y 
actitudes violentas (e.g., Hanson & Morton-Bourgon, 2005). Aunque 
los estudios llevados a cabo con muestras de adolescentes en AR han 
sido escasos, algunos no encontraron asociaciones significativas de las 
actitudes antisociales con los problemas de conducta externalizantes 
(Aguilar-Vafaie et al., 2011).  
Los resultados del presente estudio reflejan asociaciones de la 
impulsividad, búsqueda de sensaciones, narcisismo y dureza 
emocional con la conducta antisocial. La relación entre impulsividad y 
conductas agresivas evidencia una fuerte asociación con patrones 
conductuales de confrontación como la agresión, tal como han 
mostrado algunos estudios en adolescentes de población normativa 
(e.g., Piko & Pinczés, 2014), al igual que la búsqueda de sensaciones, 
la cual se ha relacionado fuertemente también con las conductas 
agresivas (Wilson & Scarpa, 2011). Schofield et al. (2015) observaron 
que los jóvenes que habían sido acogigos por el sistema de protección 
y que presentaban además algún contacto con el sistema de JJ, tenían 
niveles más elevados de impulsividad. Los adolescentes que 
manifiestan habitualmente conductas antisociales o delictivas también 
se caracterizan por un patrón narcisista de la personalidad (e.g., Barry 
et al., 2007), así como dureza emocional (e.g., López-Romero, 
Gómez-Fraguela, & Romero, 2015), la cual determina un perfil de 
conducta antisocial más severo y persistente (e.g., Frick et al., 2014). 
Todas estas características de personalidad conforman el denominado 
constructo de psicopatía, compuesto por una combinación de 
características afectivas (e.g., dureza emocional), interpersonales (e.g., 




2008). Los hallazgos al respecto han mostrado una fuerte influencia de 
la psicopatía sobre la aparición de conductas problemáticas, 
antisociales y delictivas en la adolescencia (e.g., Blais, Solodukhin, & 
Forth, 2014; López-Romero, Romero, & Luengo, 2012). Estas 
características de personalidad psicopática predecían diferentes 
tipologías de delincuencia en adolescentes en AF, como detenciones, 
venta de drogas o uso de armas (Vaugh, Litschge et al., 2008). 
Algunos autores han sugerido que el desarrollo de características de 
personalidad psicopática se ve influido en cierta medida por las 
prácticas parentales y las relaciones establecidas dentro del contexto 
familiar (e.g., López-Romero, Romero, & Villar, 2012; Weiler & 
Widom, 1996). Por ello, los adolescentes en AR podrían incrementar 
el riesgo de desarrollo de características de personalidad psicopática 
que influirán, a su vez, en la aparición de conductas negativas. 
Otro de los factores fuertemente relacionados con las diferentes 
tipologías de conducta antisocial es la implicación escolar. Los 
resultados de este estudio indican una relación negativa entre ambas, 
es decir, niveles menores de conducta antisocial en aquellos con 
puntuaciones más elevadas en implicación escolar, aunque esta 
relación se observa únicamente en el caso de la variable 
autoinformada por los jóvenes. La implicación escolar parece ejercer 
un efecto protector ante la aparición de conductas problemáticas en la 
adolescencia, tal como algunos estudios han señalado (e.g., Henry et 
al., 2012; Payne & Welch, 2015). Los adolescentes en AR presentan 
habitualmente dificultades educativas que se traducen en una 
disminución en el rendimiento académico y una falta de motivación 
por los estudios y el sistema escolar. Todo ello deriva posteriormente 
en una mayor implicación con iguales desviados y actividades 
antisociales (Attar-Schwartz, 2009). El hecho de que únicamente la 
información proporcionada por los jóvenes fuera la que se asoció con 
la conducta antisocial podría estar indicando un sesgo en la percepción 
de los técnicos, es decir, éstos percibirían una mayor implicación 
escolar que la realmente manifiestada por los jóvenes. Este hecho 





Como era de esperar, el consumo de sustancias, tanto tabaco 
como alcohol y cannabis, se relacionó altamente con la conducta 
antisocial, aunque con algunas excepciones con respecto a la 
información proporcionada por técnicos. Esta asociación ha sido 
objeto de debate a lo largo de los últimos años ya que, mientras 
algunos consideraban el consumo de sustancias como una tipología de 
conducta antisocial específica (e.g., Le Blanc, 2015); otros defendían 
la idea del consumo de sustancias como factor de riesgo de 
implicación en diversas conductas problemáticas (e.g., Brook et al., 
2011; White, 2015). Desde esta última perspectiva, los hallazgos han 
mostrado efectos significativos del consumo de alcohol sobre la 
aparición de problemas de conducta y delincuencia en la adolescencia 
(e.g., Mason et al., 2010). Se observó también que los diagnósticos 
por abuso de sustancias predecían la posterior implicación en 
actividades delictivas en adolescentes en el sistema de protección 
(Lalayants & Prince, 2014). Sin embargo, se ha propuesto que el 
consumo de drogas duras o ilegales como la cocaína, contribuyen en 
mayor medida a la explicación de la conducta antisocial (e.g., Bennett 
et al., 2008). Con respecto al consumo de cannabis, los resultados han 
sido contradictorios y algunos incluso han sugerido que el consumo 
intenso de cannabis reduce las conductas agresivas (e.g., Hoaken & 
Stewart, 2003). Los resultados del presente estudio apuntan en sentido 
contrario ya que el cannabis es la sustancia que más fuertemente se 
relaciona con la conducta antisocial. 
 
Aspectos a destacar 
 De todos los factores históricos evaluados, la exposición a 
violencia en el hogar es el que mayor relación muestra con la 
conducta antisocial. 
 Los amigos antisociales, las actitudes violentas, la ira, la 
implicación escolar autoinformada y la frecuencia de consumo 
de sustancias manifiestan fuertes asociaciones con la conducta 
antisocial. 
 Diversos factores a nivel psicosocial e individual muestran 





7.4 FACTORES EXPLICATIVOS DE LA CONDUCTA ANTISOCIAL 
Además de la evaluación de las relaciones entre los diferentes 
factores y la conducta antisocial, otro de los objetivos del presente 
trabajo era determinar los factores con mayor capacidad explicativa 
sobre estas conductas. Los resultados al respecto muestran que tanto 
los factores históricos como los psicosociales y los individuales 
explican parte de la varianza de las conductas antisociales. No 
obstante, los factores individuales son los que mayor porcentaje de la 
varianza explican en relación a las conductas agresivas, conductas 
contra normas, robo y vandalismo, mientras que la frecuencia de 
consumo de sustancias explica, como era de esperar, la mayor parte de 
la varianza de los problemas derivados del consumo de drogas. Aún 
así, la capacidad predictiva parece deberse en mayor medida a un 
cluster de variables (históricas, psicosociales e individuales) y no a las 
variables de forma independiente. Cuando todos los factores son 
incluidos en el modelo, son pocas las variables a nivel individual que 
se relacionan con la conducta antisocial. Las actitudes violentas son 
las únicas que se asocian significativamente con las conductas 
agresivas; el narcisismo y los amigos antisociales con las conductas 
contra normas; la frecuencia de consumo de cannabis autoinformado 
con el robo; la desviación social en el vecindario con el vandalismo; 
mientras que la frecuencia de consumo de alcohol informado por 
técnicos y la frecuencia de consumo de cannabis autoinformado se 
relacionan con los problemas derivados del consumo de drogas. 
Recientemente ha adquirido relevancia la consideración de un 
modelo bioecológico como sistema teórico para el estudio del 
desarrollo humano (e.g., Bronfenbrenner, 2005). Desde esta 
perspectiva, el desarrollo se define como un fenómeno de cambio y 
continuidad en las características biopsicológicas del ser humano, 
tanto a nivel individual como grupal, en el que los procesos, las 
personas, el contexto y el tiempo, junto con las interacciones entre 
ellos, son los componentes principales que lo determinan 
(Bronfenbrenner & Morris, 2006). Así, la conducta antisocial sería el 
resultado de una serie de experiencias negativas acontecidas a lo largo 
del desarrollo infanto-juvenil. El fundamento básico se sostiene sobre 




variables contextuales, y que favorecen el rechazo de los iguales así 
como el fracaso escolar, las cuales contribuyen a la asociación con 
iguales desviados favoreciendo, en consecuencia, la aparición de 
conductas antisociales (Patterson, DeBaryshe, & Ramsey, 1990). 
Asimismo, los patrones conductuales requieren no solamente del 
entorno y los procesos interactivos sino también de la estructura 
interna del organismo y la forma en que ésta procesa la información. 
Ésta proporciona las herramientas necesarias para la integración de los 
patrones conductuales con los factores psicológicos subyacentes que 
interactúan recíprocamente para dar lugar a los procesos familiares y 
contextuales (Dodge & Pettit, 2003; Granic & Patterson, 2006). 
Belsky (1984) propuso un modelo ecológico en el que planteaba que 
las prácticas parentales deficientes estaban influidas por tres aspectos 
determinantes: la personalidad o bienestar psicológico de los 
progenitores; las características del menor; y las fuentes contextuales 
de apoyo y estrés. Desde este enfoque biopsicosocial se plantea que la 
conducta antisocial sería producto de la interacción entre el sistema 
genético, epigenético y ambiental y no solo de las influencias aisladas 
de esas variables (Moffitt, 2005; Rutter, Moffitt, & Caspi, 2006). Las 
características determinadas genéticamente se ven influidas en cierta 
medida por las variables epigenéticas del entorno que moldean el 
desarrollo y las conductas del propio individuo (e.g., Moffitt, 2017). 
Sin embargo, en este proceso de desarrollo de la conducta 
antisocial adolescente, han sido pocos los que han utilizado una 
perspectiva integradora y muchos los que han analizado de forma 
independiente los diferentes contextos de influencia o factores 
implicados (Sobral, Romero, & Marzoa, 2000). Así, tal como se ha 
venido argumentando a lo largo del presente trabajo, han sido diversos 
los estudios que han tratado de evaluar independientemente la 
influencia ejercida por diversos factores asociados a contextos como 
la familia, la escuela, el grupo de iguales o incluso el propio 
individuo. No obstante, a diferencia de una perspectiva acumuladora 
basada en “cuantos más factores de riesgo presentes, más probabilidad 
de llevar a cabo actos antisociales” (e.g., Jaffee et al., 2007; 
Stouthamer-Loeber, Loeber, Wei, Farrington, & Wikström, 2002), 




contextuales, como la familia o la escuela, se verán amplificados o 
amortiguados en función de la presencia de otros factores como los 
del propio individuo (e.g., Sobral et al., 2000; Veenstra, Lindenberg, 
Oldehinkel, De Winter, & Ormel, 2006). En esta línea, se ha planteado 
que algunos individuos están, en general, influidos en mayor medida 
por las prácticas de crianza parentales, así como por determinadas 
circunstancias ambientales. Específicamente, estos individuos parecen 
más susceptibles a los efectos de las condiciones contextuales 
adversas, aunque obtienen mayores beneficios de las situaciones 
contextuales favorables (Belsky & Pluess, 2009). Se ha propuesto que 
la presencia de unos factores en detrimento de otros podría determinar 
en cierta medida la trayectoria antisocial de los individuos. De este 
modo, una trayectoria persistente de conductas problemáticas estaría 
asociada con déficits cognitivos, temperamento difícil, hiperactividad, 
déficit en las prácticas parentales, familias desestructuradas, pobreza y 
bajo estatus socioeconómico; mientras que la conducta antisocial 
limitada a la adolescencia estaría caracterizada por una “brecha 
madurativa”, es decir, la incapacidad de asunción de roles adultos, así 
como por la influencia de los iguales (Moffitt, 1993; Moffitt & Caspi, 
2001). La teoría integrada de potencial cognitivo-antisocial 
(Farrington, 2005) sugiere a su vez que el constructo subyacente de la 
delincuencia es el potencial antisocial y que las diferencias 
interindividuales persistentes a largo plazo difieren de las variaciones 
intraindividuales a corto plazo. El potencial a largo plazo dependería 
de características como impulsividad, tensión o estrés, modelado y 
procesos de socialización; mientras que las variaciones a corto plazo 
dependerían de los factores motivacionales y situacionales (Farrington 
& Ttofi, 2015). 
A pesar de que la capacidad explicativa de los modelos de 
conducta antisocial en el presente estudio incrementa 
significativamente tras la inclusión de los factores históricos, 
psicosociales e individuales, no todos los factores ejercen el mismo 
efecto sobre los diferentes tipos de conducta antisocial. 
Específicamente son los factores individuales los que mayor cantidad 
de la varianza explican en relación a las conductas agresivas, 




características del propio individuo en relación a la personalidad y 
temperamento han sido ampliamente establecidos, mostrando una 
importante influencia sobre el desarrollo de conductas problemáticas 
(e.g., López-Romero, Romero, & Andershed, 2015; López-Romero, 
Romero, & Luengo, 2012; Luengo et al., 2002; Romero et al., 2001; 
Sobral et al., 2000). Aún así, no todas las variables permanecen 
asociadas a la conducta antisocial una vez se controla el efecto de los 
demás factores. Solamente uno o dos factores mantienen relaciones 
significativas con las conductas antisociales en el modelo final. Las 
diferencias encontradas con respecto a los factores de riesgo asociados 
a las diversas tipologías de conducta antisocial podría estar indicando 
la presencia de distintos perfiles de adolescentes en AR. Así, según los 
resultados encontrados en el presente estudio, las conductas de tipo 
abierto (i.e., conductas agresivas) están relacionadas en mayor medida 
con variables individuales de tipo cognitivo como las actitudes 
violentas; las conductas de tipo encubierto asociadas con el 
incumplimiento de normas se relacionan con la presencia de factores 
psicosociales e individuales, específicamente con la presencia de 
amigos antisociales y con características narcisistas de la 
personalidad; el robo y los problemas derivados del consumo de 
drogas están más fuertemente relacionados con la frecuencia de 
consumo de sustancias; mientras que el vandalismo se asocia con el 
factor comunitario de tipo psicosocial referente a la desventaja social 
en el vecindario. Por tanto, a pesar de que los factores de riesgo 
históricos, psicosociales e individuales contribuyen a la explicación de 
la conducta antisocial, solo unos pocos factores se relacionan de 
manera diferencial con las distintas conductas tras controlar los 
efectos de las demás variables. Este hecho se traduce quizás en la 
necesidad de aislar los efectos que cada factor ejerce sobre la conducta 
antisocial y analizar la interacción con otros factores a la hora de 
llevar a cabo la evaluación y tratamiento.  
Es posible que la diversidad englobada dentro del concepto de 
conducta antisocial favorezca a su vez las relaciones diferenciales de 
los distintos factores en la predicción de los diversos subtipos de 
conducta antisocial (Gorman-Smith & Loeber, 2005; Tompsett & 




ampliamente utilizadas hace referencia a las conductas de tipo abierto 
y las conductas de tipo encubierto. Las primeras se refieren a 
conductas antisociales de confrontación, peleas, discusiones o 
rabietas; mientras que las segundas incluyen conductas “ocultas” 
como robo, absentismo escolar o actos vandálicos (Loeber & 
Schmaling, 1985). Algunos estudios longitudinales mostraron que los 
individuos tienden a seguir trayectorias específicas del desarrollo en 
función de si las conductas son de tipo abierto o encubierto (e.g., 
Vaillancourt, Brendgen, Boivin, & Tremblay, 2003). Así, la 
trayectoria de conducta antisocial más severa y persistente estaría 
determinada por la presencia de conductas tanto abiertas como 
encubiertas, mientras que aquellos individuos que presentan 
únicamente conductas encubiertas se asocian con un desistimiento a lo 
largo del tiempo (Di Giunta et al., 2010). Por su parte, Moffitt (1993) 
planteó que los individuos con una trayectoria antisocial persistente 
presentan un amplio rango de conductas antisociales, incluyendo 
violencia, mientras que la conducta antisocial limitada a la 
adolescencia se relaciona en mayor medida con conductas 
predominantemente no violentas y de rebeldía, características de este 
período madurativo. No obstante, las posibles diferencias en los 
predictores de los dos subtipos de conducta antisocial todavía no están 
claras. Algunos estudios encontraron que tanto la supervisión parental 
como la asociación con iguales antisociales predecían 
independientemente ambas tipologías antisociales, mientras que la 
desviación parental predecía solo las conductas de tipo abierto 
(Tompsett & Toro, 2010). Mulder, Vermunt, Brand, Bullens y Van 
Marle (2012) observaron un patrón de riesgo diferente en función de 
la tipología conductual en una muestra de adolescentes de JJ. Estos 
autores observaron que factores como la exposición a la violencia en 
el hogar o el diagnóstico de trastorno de conducta se asociaban con las 
conductas de tipo abierto; los sentimientos de hostilidad, el maltrato 
físico y los trastornos de ansiedad predecían las conductas 
encubiertas; mientras que el déficit de redes sociales, las estrategias de 
afrontamiento negativas o la negligencia predecían ambos tipos de 






Aspectos a destacar 
 Los factores de riesgo históricos, psicosociales e individuales 
contribuyen a la explicación de la conducta antisocial. 
 Cuando todos los factores son tenidos en cuenta, los factores de 
riesgo individuales son los que mayor porcentaje de la varianza 
explican en relación a la conducta antisocial. 
 Unos pocos factores se relacionan diferencialmente con la 
conducta antisocial tras controlar los efectos de las demás 
variables. 
 
7.5 EVALUACIÓN DE LOS PERFILES DE RIESGO EN AR 
La influencia que ejercen los diferentes contextos, situaciones y 
características a lo largo del desarrollo contribuyen a la explicación de 
la conducta antisocial. Sin embargo, algunos autores han sugerido que 
estas influencias no son ni independientes entre sí ni idénticas para 
todos los individuos, por lo que recalcan la necesidad del estudio de la 
conducta antisocial desde una perspectiva holística del desarrollo 
centrada en la persona (e.g., Bergman & Magnusson, 1997; Stattin & 
Magnusson, 1996). Esta perspectiva centrada en la persona se basa en 
las diferencias o similitudes entre individuos con respecto a unos 
constructos de interés, en lugar de centrarse únicamente en la relación 
entre variables (Magnusson & Stattin, 1998). Por tanto, parte del 
supuesto de que la población es heterogénea y que las relaciones entre 
los diferentes constructos no serán idénticas entre los diferentes 
subgrupos que componen la población. Así, los diferentes subgrupos 
de individuos podrán manifestar patrones de riesgo potencialmente 
diferentes en relación a la conducta antisocial (Morizot & Kazemian, 
2015). Partiendo desde esta perspectiva, el último de los objetivos del 
presente trabajo era identificar la posible existencia de diferentes 
subgrupos homogéneos de individuos, en función de los factores de 
riesgo dinámicos, en relación a la muestra de adolescentes en AR. 
Los resultados apoyan la hipótesis planteada al respecto, ya que 
tres grupos de riesgo fueron identificados en función de sus 
puntuaciones en los factores dinámicos: un grupo de bajo riesgo, un 
grupo de riesgo medio y un grupo de alto riesgo. El grupo de bajo 




factores de riesgo; el grupo de alto riesgo presentó un patrón 
totalmente opuesto, con puntuaciones elevadas en los factores de 
riesgo; mientras que el grupo de riesgo medio mostró en general 
puntuaciones moderadas en la mayoría de factores, aunque sobresalió 
por su baja puntuación en empatía, así como su alta puntuación en 
amigos antisociales. Estos resultados concuerdan con algunos 
hallazgos previos que observaron diferentes patrones o perfiles de 
riesgo en muestras de adolescentes de PG y JJ (Hillege, Brand, 
Mulder, Vermeiren, & Domburgh, 2017; Lanza, Cooper, & Bray, 
2014; Onifade et al., 2008; Parra, DuBois, & Sher, 2006; Valdez, 
Lambert, & Ialongo, 2011). No obstante, los estudios con muestras de 
adolescentes en protección y específicamente en AR han sido escasos. 
Algunos han centrado su interés en los perfiles conductuales que 
podrían diferenciarse dentro de este contexto. Así, Bell, Romano, & 
Flynn (2015) emplearon una muestra de menores que habían 
permanecido al menos un año en el sistema de protección e 
identificaron cuatro trayectorias diferentes en función de los 
problemas de conducta: un grupo sin problemas, un grupo 
bajo/estable, un grupo moderado/estable y un grupo moderado/alto 
descendiente. Por su parte, Vaughn, Shook, & McMillen (2008) 
utilizaron un análisis de clases latentes para identificar subgrupos de 
jóvenes que habían permanecido en AF. Estos autores identificaron 
cuatro grupos en función de su puntuación en diferentes conductas 
delictivas: bajo riesgo, riesgo moderado, alto riesgo de psicopatología 
externalizante y alto riesgo de cultura de drogas. Por su parte, Gallitto, 
Lyons, Weegar, Romano y MAP Research Team (2017) identificaron 
tres perfiles de adolescentes en el sistema de protección en función de 
las puntuaciones obtenidas en una escala de síntomas traumáticos: un 
grupo con pocos síntomas, un grupo con síntomas traumáticos 
moderados y un grupo con sintomatología traumática severa. En el 
ámbito de AR, los estudios centrados en la identificación de perfiles 
según las puntuaciones obtenidas en diversos factores de riesgo de 
conducta antisocial son prácticamente inexistentes. 
Tal como se aprecia en los resultados obtenidos, los factores de 
riesgo que diferencian en mayor medida entre los tres grupos 




Por su parte, los factores asociados al nivel psicosocial prácticamente 
no evidencian diferencias entre los tres grupos de riesgo identificados. 
Esto puede ser debido principalmente a la procedencia de la muestra y 
sus características particulares. Puesto que los adolescentes proceden 
del sistema de protección, es probable que la gran mayoría hayan 
experimentado circunstancias familiares deficientes o inadecuadas, 
por tanto, estos factores no contribuirían de modo significativo a la 
diferenciación entre unos y otros. Esta expliación podría ser aplicada 
también a los casos de exposición a la violencia en el hogar, maltrato 
y negligencia, ya que los resultados del estudio no evidencian 
diferencias significativas entre los tres grupos en relación a estas 
variables. Esto puede estar indicando que la experiencia de situaciones 
de este tipo no ejerce necesariamente un efecto negativo sobre el 
desarrollo psicosocial e individual de los jóvenes, sino que la manera 
en que éstos gestionan y afrontan esas situaciones podría determinar 
en mayor medida la aparición de conductas problemáticas. Estos 
hallazgos ponen de relieve la importancia de la consideración de las 
propias características del individuo a la hora de diseñar y adaptar los 
instrumentos de valoración del riesgo a este contexto, en línea con los 
principios R-N-R sobre intervenciones efectivas (Andrews & Bonta, 
2010b). 
Con el fin de incrementar la validez de los diferentes perfiles de 
riesgo, los subgrupos identificados en el presente estudio fueron 
evaluados en relación a una serie de criterios externos relativos a la 
conducta antisocial. Los resultados no evidencian diferencias 
significativas en la conducta antisocial entre los grupos de riesgo 
medio y alto riesgo, aunque ambos mostraron niveles 
significativamente más elevados de conductas agresivas, conductas 
contra normas, robo y vandalismo, en comparación con el grupo de 
bajo riesgo. Además, el grupo de riesgo moderado presenta 
significativamente más problemas derivados del consumo de drogas 
que el grupo de bajo riesgo. Este hecho apoya la noción de que los 
niveles elevados de riesgo reflejan a su vez índices mayores de 
conducta antisocial y probabilidad de reincidencia (e.g., Onifade et al., 
2008). Sin embargo, en contra de lo esperado, el grupo de alto riesgo 




antisocial. Este hallazgo no debería ser interpretado desde una 
perspectiva reduccionista ya que, como se ha observado, ambos 
perfiles presentan un patrón de riesgo diferencial en relación a los 
factores evaluados. Por tanto, este hallazgo refleja la existencia de dos 
perfiles de riesgo diferenciados con características propias que deben 
ser tenidas en cuenta a la hora de diseñar e implementar las estrategias 
de intervención. Además, y a pesar de no haberse encontrado 
diferencias significativas, las puntuaciones del grupo de alto riesgo 
son más elevadas en relación a las conductas agresivas, robo y 
vandalismo, mientras que el grupo de riesgo medio obtiene 
puntuaciones ligeramente superiores en conductas contra normas y 
problemas derivados del consumo de drogas. Estos resultados parecen 
apoyar los hallazgos previos sobre trayectorias delictivas que 
proponen la violencia como característica del grupo de mayor riesgo, 
caracterizado por conductas más persistentes y de mayor severidad 
(e.g., Moffitt, 1993). 
 
Aspectos a destacar 
 Tres grupos fueron identificados en función de sus 
puntuaciones en los factores dinámicos: bajo riesgo, riesgo 
moderado y alto riesgo. 
 No se observan diferencias entre los tres grupos con respecto a 
la violencia familiar. 
 El grupo de alto riesgo muestra las puntuaciones más elevadas 


















Los resultados obtenidos en este trabajo tienen implicaciones 
relevantes, tanto teóricas como prácticas, en el campo de la valoración 
del riesgo y de las necesidades con adolescentes en AR. A pesar de 
que los estudios sobre factores de riesgo de conducta antisocial son 
numerosos en poblaciones comunitarias y de jóvenes 
institucionalizados en el sistema de justicia, no ocurre lo mismo con 
adolescentes implicados en el sistema de protección. Una de las 
fortalezas del presente estudio es precisamente la determinación de un 
perfil de riesgo específico en jóvenes en AR en comparación con dos 
muestras de adolescentes de PG y JJ. Al respecto, las evidencias 
encontradas reflejan importantes diferencias en cuanto a los factores 
de riesgo y la conducta antisocial. Así, el perfil de los jóvenes en AR 
difiere del perfil adolescente de PG y se asemeja en mayor medida al 
de los jóvenes de JJ. Este hecho debiera promover la consideración de 
actuaciones preventivas dirigidas a la conducta antisocial en jóvenes 
en AR que no se centraran exclusivamente en las intervenciones 
familiares o las consecuencias del maltrato. No obstante, aunque 
existan ciertas semejanzas entre los adolescentes de AR y JJ en cuanto 
a diferentes factores de riesgo o, incluso, en determinadas conductas 
antisociales, las situaciones experimentadas por ambos son muy 
diferentes y, por tanto, es necesario contemplar cada caso de manera 
específica a la hora de diseñar e implementar la intervención. Es por 
ello que destaca la necesidad de desarollar instrumentos de valoración 
del riesgo adaptados. Los resultados reflejan por tanto la necesidad de 
llevar a cabo investigaciones en cada contexto específico, de forma 
que representen y tengan en cuenta las necesidades de los jóvenes. 
Además, resaltan la importancia de considerar la situación de los
 
LORENA MANEIRO 
jóvenes en AR desde una perspectiva propia, adaptada a sus 
circunstancias y que favorezca en todo momento la mejora de su 
desarrollo psicosocial, tanto a nivel personal, como familiar, escolar y 
social. Tal como se expone en la Ley 26/2015, de modificación del 
sistema de protección a la infancia y adolescencia, todas las 
actuaciones deberán fomentar el desarrollo integral de los jóvenes a 
nivel personal, social y familiar. El conocimiento obtenido acerca del 
perfil específico de estos jóvenes favorecerá, en definitiva, a la 
adaptación y efectividad de dichas actuaciones. 
Además, los hallazgos contribuyen a incrementar la escasa 
evidencia empírica existente sobre la conducta antisocial en 
adolescentes en AR, así como los factores asociados a la misma. El 
interés en el estudio de los factores de riesgo en esta población se 
fundamenta en el reglamento específico de protección que establece 
que todas aquellas actuaciones deben ir encaminadas a la prevención y 
reparación de las situaciones de riesgo (art. 12, LO 1/1996). La 
Estratexia Galega para a Infancia e Adolescencia (2016-2020) ya 
recoge, en su última actualización, que el desarrollo de estrategias de 
prevención ante situaciones de desprotección debe tener como 
objetivo principal la reducción de las consecuencias psicosociales en 
los menores, así como los factores que han dado lugar a dicha 
situación y que influyen en su bienestar. Por tanto, la determinación 
de los factores de riesgo implicados en la aparición de conductas 
problemáticas es el primer paso para la intervención y reconstrucción 
del bienestar de estos jóvenes. Dado el escaso número de 
investigaciones al respecto, sumado a la falta de recursos en el ámbito 
de la protección infantil, el presente trabajo pretende aportar 
conocimiento sobre la temática con el fin de incrementar la 
efectividad de las actuaciones con jóvenes en AR teniendo en cuenta 
la amortización de los recursos. El desarrollo de instrumentos de 
valoración del riesgo adaptados a esta población es especialmente 
relevante tras la regulación de los centros de protección específicos 
para menores con problemas de conducta, reflejada en la LO 8/2015, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y adolescencia. 
Estos centros representan un ámbito de intervención muy interesante 
con respecto a ese porcentaje de jóvenes clasificados en el grupo de 
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alto riesgo. La regulación de estos centros fue consecuencia del 
elevado número de jóvenes que presentaban problemas severos de 
conducta en el ámbito de protección y, específicamente, en AR. Por 
ello, la determinación de los factores asociados a las conductas 
problemáticas en esta población contribuirá al desarrollo de 
instrumentos específicos de valoración del riesgo, los cuales pueden 
ser utilizados por los profesionales del sector para el desarrollo de 
estrategias efectivas de intervención y gestión del riesgo.  
En cuanto a la conducta antisocial en adolescentes en AR, los  
hallazgos reflejan la importancia de los factores dinámicos en la 
aparición de estas conductas, en detrimento de otros factores como los 
históricos. Tal como se ha expuesto en el presente trabajo, los factores 
de riesgo dinámicos son todos aquellos susceptibles de variaciones 
significativas a lo largo del tiempo, mientras que los factores 
históricos son estáticos y, por tanto, no pueden ser modificados 
(Andrews & Bonta, 2010b). Este hecho resulta extremadamente 
relevante en el ámbito de protección a la infancia, ya que las 
consecuencias negativas no parecen derivarse de modo directo de las 
situaciones familiares traumáticas acontecidas en la infancia. En su 
lugar, las consecuencias podrían venir determinadas en parte por la 
forma en la que estas situaciones son gestionadas a través de diversos 
factores o características del individuo y/o la interacción con el 
entorno. Estos hallazgos son positivos para el ámbito de la protección 
infantil en general y para estos menores en particular. Por un lado, la 
experimentación de situaciones familiares traumáticas en la infancia 
no determina de manera automática una trayectoria de conductas 
problemáticas y consecuencias negativas en la adolescencia y, por 
tanto, puede considerarse que estos jóvenes no tienen por qué 
presentar necesariamente una serie de consecuencias psicosociales 
negativas. Por otro lado, los factores dinámicos pueden ser 
modificados siempre y cuando se intervenga de manera efectiva sobre 
ellos. Desde una perspectiva de resiliencia debe abogarse por la 
evaluación y desarrollo de estrategias de intervención específicas que 
promuevan la competencia y las fortalezas de los jóvenes y les 
permitan hacer frente a las adversidades que experimentan o que han 




valoración adaptadas a las necesidades de estos jóvenes contribuye a 
la gestión del riesgo a través de la identificación de los factores más 
relevantes sobre los que centrar la intervención y haciendo posible la 
individualización de la misma. Todo ello favorece, en consecuencia, la 
disminución de la probabilidad de llevar a cabo actos antisociales en 
el futuro y el incremento del bienestar de los adolescentes en AR. 
Los resultados del presente estudio no reflejan únicamente la 
necesidad de una evaluación específica de los factores implicados en 
la conducta antisocial en adolescentes en AR, sino también la 
relevancia del análisis de esta problemática desde una perspectiva 
centrada en la persona. Así, la identificación de subgrupos de riesgo 
específicos a partir de constructos pertenecientes a diferentes niveles, 
como el familiar, personal, psicosocial o comunitario, contribuye a su 
vez a la determinación de diferentes patrones asociados a las 
conductas problemáticas en la adolescencia. Tal como Andrews y 
Bonta (2010b) plantean en su modelo RNR sobre intervenciones 
efectivas, éstas deben estar dirigidas a aquellos jóvenes con un alto 
riesgo de conductas problemáticas; deben centrarse en las necesidades 
criminógenas o factores susceptibles de ser modificados; y deben 
adecuarse a las capacidades de cada individuo. Siguiendo estos 
planteamientos y teniendo en cuenta los resultados obtenidos en el 
estudio, no todos los adolescentes en AR deberían ser objeto de una 
intervención de este tipo, sino que únicamente aquellos en los grupos 
de riesgo moderado y alto riesgo deberían ser destinatarios de estas 
actuaciones específicas. Además, dichas intervenciones deben 
enfocarse hacia la modificación de los factores de riesgo dinámicos, 
los cuales muestran una fuerte relación con la conducta antisocial en 
esta población. Para ello, resulta necesario llevar a cabo procesos de 
evaluación exhaustivos adaptados al contexto en que tales 
intervenciones tengan lugar. Este es, en definitiva, el objetivo último 
del presente trabajo que, a pesar de presentarse como un estudio 
preliminar, pretende contribuir al desarrollo de investigaciones más 
exhaustivas en el campo de la protección a la infancia que favorezcan, 
en consecuencia, la elaboración de instrumentos de evaluación del 
riesgo y de las necesidades adaptados a los jóvenes en AR. 
158 
 
Implicaciones y limitaciones 
8.2 LIMITACIONES 
Los resultados del presente estudio contribuyen al ámbito de 
investigación sobre factores de riesgo asociados a la conducta 
antisocial adolescente en AR y proporcionan, además, una visión 
comparativa con respecto a los adolescentes de PG y JJ. Sin embargo, 
no están exentos de algunas limitaciones que deberían ser tenidas en 
consideración en futuros estudios y que son detalladas a continuación:  
 El tamaño reducido de la muestra, derivado fundamentalmente 
de las dificultades administrativas en la recogida de datos, 
disminuye la capacidad de generalización de los resultados. La 
obtención de una muestra representativa de adolescentes en 
AR permitiría obtener resultados que favorezcan el 
establecimiento de conclusiones robustas y generalizables al 
resto de la población en este contexto. Sin embargo, la 
obtención de información en muestras de jóvenes 
institucionalizados, específicamente en AR y JJ, supone un 
importante desafío debido al sistema legislativo vigente que 
protege especialmente a estos menores y dificulta, en mayor 
medida, la recogida de información en estas poblaciones y el 
seguimiento de las mismas.  
 Además, la división administrativa del sistema de protección a 
la infancia, del sistema de reforma o JJ y del sistema penal 
adulto, dificulta a su vez el seguimiento de los jóvenes una vez 
finalizado el período de AR. Tal como algunos estudios a nivel 
internacional han apuntado, un porcentaje significativo de 
jóvenes se implican sucesiva o simultáneamente en ambos 
sistemas. Por ello, el seguimiento de estos jóvenes contribuiría 
significativamente a la determinación de los factores de riesgo 
que intervienen en cada caso y, en consecuencia, a la 
prevención de tales consecuencias. 
 El reducido tamaño de la muestra disminuye la capacidad de 
evaluación de las diferencias en función del género. Como ya 
se ha postulado a lo largo del presente trabajo, parecen existir 
diferencias en función del género en diferentes factores de 
riesgo así como en la influencia que éstos ejercen sobre la 




características específicas que definen a los chicos y chicas en 
AR permitiría adaptar las estrategias de prevención e 
intervención derivadas de la evaluación del riesgo en cada 
caso.  
 Cabe destacar también que el protocolo VRAI utiliza escalas 
breves para la evaluación de los diferentes factores, lo cual 
implica que en determinados casos la información obtenida no 
recoge los aspectos específicos de cada variable y que pueden, 
a su vez, estar relacionados con la conducta antisocial. 
Además, la fiabilidad y validez de las escalas breves es menor. 
No obstante, la utilización de escalas de evaluación más 
extensas conlleva un incremento en el tiempo de evaluación y 
en la fatiga de los participantes. Por ello, sería conveniente 
determinar aquellos factores con mayor influencia sobre la 
conducta antisocial en la población de AR y realizar una 
evaluación más exhaustiva, teniendo en consideración aquellos 
aspectos de mayor relevancia.  
 Los resultados del presente estudio deben interpretarse con 
cautela puesto que el protocolo VRAI fue desarrollado 
originalmente para su aplicación en el sistema de JJ y, por 
tanto, no recoge información relevante sobre ciertas 
características específicas del sistema de protección a la 
infancia relacionadas con el AR ni la situación que ha dado 
lugar a dicha medida. Por tanto, partiendo de información 
obtenida en trabajos como este, es necesario desarrollar 
instrumentos de valoración del riesgo y de las necesidades 
adaptados al sistema de protección a la infancia y, 
específicamente, a aquellos jóvenes en cumplimiento de 
medidas de AR. La adaptación de estos instrumentos 
contribuiría al desarrollo de estrategias de gestión del riesgo y, 
en consecuencia, a la reducción de las conductas problemáticas 
y el bienestar de los jóvenes. Dicha adaptación favorecería, por 
tanto, el incremento de la efectividad de las estrategias de 
prevención e intervención en este contexto. 
 El protocolo VRAI fue desarrollado originalmente para la 
valoración del riesgo de conducta antisocial en adolescentes en 
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Implicaciones y limitaciones 
JJ. Sin embargo, teniendo en cuenta el perfil específico de los 
jóvenes que se encuentran en AR, sería necesario llevar a cabo 
una evaluación exhaustiva, no solo de las conductas 
problemáticas, sino también de otro tipo de consecuencias que 
puedan derivarse de tales situaciones, como los problemas 
emocionales u otros problemas de tipo internalizante, como la 
ansiedad o depresión. 
 Por último, el presente trabajo fue llevado a cabo a partir de 
una metodología transversal de recogida de información, lo 
cual limita el establecimiento de relaciones causales entre los 
diferentes factores y la conducta antisocial. Esta limitación se 
deriva fundamentalmente de las dificultades para el 
seguimiento de esta población específica. Sin embargo, 
únicamente a través de una metodología de investigación 
longitudinal podrán determinarse con mayor exactitud los 
factores predictores de la conducta antisocial, así como 
aquellos factores de protección que reducen la probabilidad de 











El presente trabajo fue concebido con el fin de evaluar la 
efectividad del protocolo VRAI, un protocolo de valoración del riesgo 
diseñado originalmente para su aplicación en el sistema de JJ, en una 
muestra de adolescentes en AR. Específicamente, el objetivo principal 
era determinar las características específicas de los jóvenes en AR en 
una serie de dominios, como el familiar, escolar, personal, y social, y 
de cómo estas características se relacionan con la conducta antisocial. 
Para ello, fueron propuestos un total de cinco objetivos, los cuales 
pretendían ofrecer una visión detallada de los adolescentes en esta 
población específica y que se fundamentaron en: a) la determinación 
de un perfil específico en comparación con dos muestras procedentes 
de PG y JJ; b) la evaluación de los factores de riesgo asociados con la 
conducta antisocial así como su capacidad explicativa sobre las 
diferentes tipologías conductuales en adolescentes en AR; y c) la 
identificación de diferentes perfiles de riesgo en adolescentes en AR a 
partir de los factores de riesgo dinámicos. Teniendo en cuenta los 
resultados obtenidos en el presente trabajo se extraen una serie de 
conclusiones: 
1. Los adolescentes en AR presentaron un perfil diferenciado 
de aquellos jóvenes de PG, tanto a nivel conductual como 
en diferentes dominios asociados a los ámbitos psicosocial e 
individual. Los adolescentes en AR mostraron índices 
significativamente mayores de conducta antisocial de 
diversos tipos (i.e., conductas agresivas, conductas contra 
normas, robo, vandalismo y problemas derivados del 
consumo de drogas), así como más factores de riesgo 
asociados al ámbito familiar y a características individuales 
como estrés percibido, actitudes violentas, búsqueda de 
sensaciones, ira, dureza emocional y una mayor frecuencia 
de consumo de sustancias.
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2. Las diferencias entre los chicos en AR y JJ con respecto a la 
conducta antisocial fueron mucho más reducidas y 
dependían en cierta medida de la fuente de información 
utilizada. En el caso de la información proporcionada por 
los técnicos, un porcentaje significativamente mayor de 
chicos de JJ presentó conductas de tipo violento, mientras 
que los jóvenes en AR presentaron proporcionalmente más 
conductas de tipo encubierto. Cuando eran los jóvenes los 
que informaban, únicamente se observaron diferencias 
significativas en conductas contra normas, en las cuales 
obtuvieron puntuaciones más elevadas los adolescentes de 
JJ. 
3. En relación a los factores de riesgo históricos, los chicos en 
AR presentaron proporcionalmente más episodios de 
violencia familiar en comparación con los de JJ, 
específicamente exposición a violencia en el hogar, maltrato 
infantil y negligencia, así como más períodos de separación 
de los cuidadores en la infancia, aunque no se observaron 
diferencias en cuanto a la delincuencia familiar. Estos 
resultados reflejan la necesidad de una evaluación 
específica acerca de la situación familiar de los jóvenes en 
ambos sistemas, así como la consideración de las 
problemáticas familiares características que han dado lugar 
a la medida de AR. 
4. El perfil psicosocial e individual de los adolescentes en AR 
y JJ reflejó una gran similitud, ya que apenas se observaron 
diferencias en algunos factores determinados. 
Específicamente, los jóvenes de ambas muestras difieren en 
amigos antisociales y apoyo social, siempre y cuando sean 
los técnicos los que informan, así como en consumo de 
alcohol y cannabis. Estos hallazgos indican que, a pesar de 
las diferencias en los precedentes a la medida de AR o JJ, 
los adolescentes implicados en ambos sistemas comparten 
en cierta medida un perfil de riesgo semejante. Sin 
embargo, las causas en la aparición de uno y otro difieren 




situaciones particulares en cada uno, por lo que deben ser 
tenidos en cuenta de forma específica e independiente. 
5. Con respecto a la relación de los factores históricos con la 
conducta antisocial en adolescentes en AR, se observa que 
únicamente la exposición a violencia en el hogar, el 
maltrato físico y las condenas en prisión de la madre se 
asocian con la conducta antisocial, aunque de modo 
diferencial en función del tipo de conducta. La exposición a 
violencia en el hogar fue el factor que mostró una mayor 
asociación, ya que se relacionó significativamente con las 
conductas agresivas, conductas contra normas, robo y 
problemas derivados del consumo de drogas. Estos 
resultados reflejan la importancia que tiene en la aparición 
de las conductas problemáticas, no solamente la 
victimización directa en la infancia por parte de los 
progenitores, sino también el modelado de posibles 
situaciones violentas acontecidas dentro del ámbito familiar. 
6. Con respecto a los factores psicosociales, el factor referente 
a los amigos antisociales fue el que mostró una mayor 
asociación con la conducta antisocial en adolescentes en 
AR. Este ha sido uno de los factores más fuertemente 
relacionados con las conductas problemáticas en 
adolescentes en AR debido, fundamentalmente, al proceso 
de socialización y modelado que se produce tras la entrada 
en la residencia de acogida. La desventaja social en el 
vecindario, la supervisión parental, el apoyo social y la 
participación en actividades de ocio mostraron asociaciones 
diferenciales con los distintos tipos de conducta antisocial.  
7. En relación a los factores individuales, la práctica totalidad 
se asoció significativamente aunque de modo diferencial 
con las diferentes conductas antisociales analizadas. Las 
actitudes violentas, la ira, la implicación escolar 
autoinformada, la frecuencia de consumo de cannabis 
informada por técnicos y por jóvenes, así como la 
frecuencia de consumo de tabaco y alcohol autoinformada, 




conductas antisociales. Por su parte, la impulsividad, 
búsqueda de sensaciones, dureza emocional, narcisismo y 
frecuencia de consumo de tabaco y alcohol informado por 
técnicos, mostraron relaciones diferenciales con las distintas 
conductas. Las excepciones fueron el estrés percibido, la 
empatía y la implicación escolar informada por técnicos, los 
cuales parecen no tener una fuerte relación con la conducta 
antisocial en este contexto. Estos resultados apoyan la 
idoneidad de la utilización de los factores individuales para 
la evaluación del riesgo en el contexto de AR. 
8. Tras incluir los diferentes factores de riesgo históricos, 
psicosociales e individuales en un único modelo en relación 
a la conducta antisocial, se observó que los factores 
individuales fueron los que mayor porcentaje de la varianza 
explicaron, aunque se observaron diferencias en función del 
tipo de conducta. Además, diferentes factores se asocian 
distintamente con cada una de las conductas antisociales, 
reflejando la importancia de tener en consideración no solo 
la conducta antisocial de modo global, sino las tipologías 
conductuales específicas y los factores determinantes de 
cada una de ellas. 
9. Desde una perspectiva centrada en la persona, fueron 
identificados tres subgrupos de adolescentes en AR en 
función de las puntuaciones obtenidas en los distintos 
factores dinámicos. El grupo de bajo riesgo estaba 
compuesto por más de la mitad de la muestra, el grupo de 
riesgo moderado por una tercera parte y el grupo de alto 
riesgo por aproximadamente el 10% de los jóvenes. Del 
total de factores dinámicos incluidos como indicadores para 
el análisis del riesgo en los diferentes grupos, se observó 
que fueron los factores individuales, y no los familiares, los 
que diferenciaron entre los diferentes niveles de riesgo. Este 
hecho puede ser debido a que una mayor parte de los 
jóvenes en AR proviene de entornos desestructurados, por 
tanto, las variables familiares no discriminarían entre los 




10. Los tres grupos de riesgo identificados no se diferenciaron 
en cuento a la presencia de violencia familiar aunque sí en 
los índices de conducta antisocial. El grupo de bajo riesgo 
fue el que menos relación mostró con la conducta antisocial, 
mientras que el grupo de alto riesgo fue el que obtuvo las 
puntuaciones más elevadas. No obstante, los grupos de 
riesgo moderado y alto riesgo no se diferenciaron 
significativamente en ninguna de las conductas evaluadas. 
Estos resultados contribuyen a la evaluación sobre el 
principio de riesgo planteado por Andrews y Bonta (2010b) 
en su propuesta sobre el desarrollo de interevenciones 
efectivas, según el cual, las intervenciones deben estar 
dirigidas hacia aquellos individuos con alto riesgo de 
delincuencia o conductas inadaptadas. 
Los resultados obtenidos en el presente estudio permiten, por 
tanto, establecer una serie de conclusiones generales que se resumen 
en: el establecimiento de un perfil específico en adolescentes en AR 
que debe ser tenido en cuenta en función de sus características y 
peculiaridades; la fuerte relación de los factores psicosociales e 
individuales con la conducta antisocial, en detrimento de los factores 
históricos y específicamente la violencia familiar, cuando todos son 
tenidos en cuenta en el mismo modelo; la identificación de tres 
subgrupos o perfiles de riesgo a partir de los factores pertenecientes a 
diferentes dominios dinámicos y la asociación de cada uno de ellos 
con la conducta antisocial. Todo ello favorece por tanto el desarrollo 
de instrumentos de evaluación del riesgo y de las necesidades 
adaptado al contexto de AR que permita, en última instancia, la 
gestión del riesgo mediante el desarrollo de estrategias de prevención 
e intervención específicas y adaptadas. Por ende, en contra de una 
perspectiva de AR perjudicial para el bienestar de los menores, los 
resultados de este estudio, de modo preliminar, apoyan la 
consideración de un sistema restaurador de acogimiento en el que se 
tengan en cuenta las necesidades específicas de los jóvenes y se 
reduzcan, en consecuencia, los efectos del mismo a nivel conductual, 





The current study was developed in order to assess the 
effectiveness of the VRAI protocol, a risk assessment tool originally 
designed for implementation in JJ, in a sample of adolescents in RC. 
Specifically, the main objective was to determine the specific 
characteristics of adolescents in RC in a series of domains such as 
family, school, individual, and social, and how these characteristics 
are related to antisocial behaviour. For that purpose, five aims were 
proposed which intended to provide a detailed view of this specific 
population and which were based on: a) the establishment of a specific 
risk profile compared to two different samples from GP and JJ; b) the 
assessment of the risk factors associated with antisocial behaviour as 
well as the capacity to explain the amount of variance of antisocial 
behaviour; and c) the identification of different risk profiles of 
adolescents in RC on the basis of dynamic risk factors. Taking into 
account the results obtained in the current study, a series of 
conclusions are drawn: 
1. Adolescents in RC exhibit a distinctive profile from 
adolescents in GP, both at behavioural, psyschosocial, and 
individual level. Adolescents in RC show higher scores on 
different types of antisocial behaviour (i.e., aggression, rule-
breaking behaviour, theft, vandalism, and drug problems), as 
well as more family related risk factors and individual traits 
such as perceived stress, violent attitudes, sensation seeking, 
anger, callous-unemotional, and higher substance use 
frequency. 
2. Differences between boys in RC and JJ regarding antisocial 
behaviour are much weaker and depend on the source of 
information. As regards the information provided by 
technicians, a significant percentage of JJ boys showed non-
violent behaviours, whereas adolescents in RC showed 
proportionally more covert behaviours. When youngsters 
informed, significant differences were only observed in rule-
breaking behaviour, in which JJ adolescents scored higher. 
3. Regarding historical risk factors, RC boys proportionally 




boys, specifically exposure to domestic violence, child abuse 
and neglection, as well as caregiver’s separation in childhood, 
although differences in family criminality did not emerge. 
These results reflect the need of a specific assessment as 
regards the family situation of the adolescents in RC as well 
as the family problem leading to a RC measure. 
4. Psychosocial and individual profile in RC and JJ adolescents 
evidenced a great similarity because differences were hardly 
found in some specific factors. Particularly, both samples 
differ in antisocial peers and social support, provided that 
technicians inform, as well as in the frequency of alcohol and 
cannabis use. Despite the differences between RC and JJ 
adolescents with regards to the measure, these findings 
suggest that adolescents in both samples share , to some 
extent, a similar risk profile. However, the causes and 
particular situations in each of them probably significantly 
differ; therefore they should be independently and specifically 
addressed. 
5. With regard to historical risk factors and their relation to 
antisocial behaviour in RC adolescents, solely the exposure to 
domestic violence, physical abuse, and mother imprisonment 
were associated with antisocial behaviour although 
differentially depending on the behavioural typology. 
Exposure to domestic violence showed the stronger 
association and was significantly related to aggression, rule-
breaking behaviour, theft, and drug problems. These findings 
reflect the relevance for the development of problematic 
behaviour, not only of direct victimization in childhood by 
caregivers, but also modelling violent situations within family 
environment. 
6. Regarding psychosocial factors, antisocial peers showed the 
strongest association with antisocial behaviour in adolescents 
in RC. This factor has previously shown a strong relation with 
problematic behaviour in adolescents in RC mainly because of 
the socialization and modelling process which occurs after the 




parental monitoring, social support, and involvement in free-
time activities displayed distinctive associations with different 
types of antisocial behaviour. 
7. In relation to individual risk factors, almost entirely all were 
significant although differentially associated with antisocial 
behaviour. Violent attitudes, anger, self-reported school 
involvement, frequency of cannabis used informed both by 
technicians and youngsters, as well as self-reported frequency 
of tobacco and alcohol use, were significantly related to all the 
antisocial behaviours. On the other hand, impulsivity, 
sensation seeking, callous-unemotional, narcissism, and 
technician-reported frequency of tobacco and alcohol use, 
exhibited differential associations with distinct behaviours. 
The exceptions  perceived were stress, empathy, and 
technician-reported school engagement which did not show a 
strong relation with antisocial behaviour in this context. These 
findings support the adequacy in the assessment of individual 
factors as part of the risk assessment in the RC context. 
8. After the inclusion of different historical, psychosocial, and 
individual risk factors in the same model, individual risk 
factors explained a higher amount of variance of antisocial 
behaviour, although with differences regarding behavioural 
type. Furthermore, different factors were distinctively related 
to each of the antisocial behaviours, reflecting the need to 
consider not only the global antisocial behaviour but also the 
typologies and risk factors for each of them. 
9. From a person-centred approach, three subgroups of 
adolescents in RC were identified as regards the scores in 
different dynamic factors. The low-risk group was composed 
of more than half of the sample; the middle-risk group was 
composed of one-third of the sample; and the high-risk group 
by approximately 10%. In regard to dynamic factors, 
individual risk factors and not family factors showed the 
higher differences between the risk levels of the groups. This 




unstructured environments, therefore, family variables do not 
discriminate between the groups. 
10. The three identified risk groups did not differ regarding 
family violence but in antisocial behaviour. The low-risk 
group showed a weak relation with antisocial behaviour, 
whereas the high-risk group scored higher in almost all the 
risk factors. Nevertheless, middle-risk and high-risk groups 
did not significantly differ in any of the antisocial behaviours 
assessed. These findings contribute to the assessment of the 
risk principle proposed by Andrews and Bonta (2010b) in 
their approach on effective interventions, which ought to 
focus towards those individuals with high risk for delinquency 
or maladjusted behaviours. 
The results obtained in the current study allow establishing a 
series of general conclusions which may be summarized as follows: a) 
the determination of a specific profile in adolescents in RC which 
should be taken into account regarding its characteristics and 
properties; b) the strong relation between psychosocial and individual 
risk factors with antisocial behaviour, at the expense of historical or 
static factors and, specifically, family violence; c) the identification of 
three subgroups or risk profiles on the basis of different domains 
related to dynamic factors, as well as the association of each group 
with antisocial behaviour. These findings contribute to the design of 
risk and need assessment instruments adapted to the RC context which 
allows, consequently, the risk management through the development 
of specific prevention and intervention strategies. Thereby, against a 
harmful perspective of the RC for the welfare of adolescents, these 
results support the consideration of a restorative RC context which 
takes into account the specific needs of the adolescents and minimize, 
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APÉNDICE A. FACTORES DE RIESGO Y DE PROTECCIÓN EVALUADOS 
A TRAVÉS DEL VRAI 
 
Factores de riesgo históricos Factores de protección 
Historia de violencia previa Apoyo social fuerte 
Historia de actos delictivos no violentos Actitud positiva hacia la autoridad 
Inicio precoz de la violencia Fuerte compromiso escolar/laboral 
Fracaso de intervenciones anteriores Resiliencia 
Presencia de violencia en el hogar Implicación prosocial 
Historia de maltrato infantil  
Historia delictiva de los 
padres/cuidadores  
Separación temprana de los padres Otras variables relevantes 
Bajo rendimiento escolar Intentos de autolesión 
Rechazo del grupo de iguales Intentos de suicidio 
 
Factores dinámicos 
Factores psicosociales Factores individuales 
Desviación social en el vecindario Estrés percibido 
Amigos antisociales Actitudes favorables a la violencia 
Habilidades parentales deficientes Asunción de riesgos 
Falta de apoyo social adulto Impulsividad 
 Ira/hostilidad 
 Bajo nivel de empatía/remordimiento 
 Autoestima inflada 
 Problemas de atención e hiperactividad 
 Baja colaboración en las intervenciones 
 Bajo interés/compromiso escolar/laboral 
 Escasos intereses de ocio/diversión 











APÉNDICE B. DIFERENCIAS EN LA CONDUCTA ANTISOCIAL Y LOS 








APÉNDICE C. DIFERENCIAS EN LA DISTRIBUCIÓN DE LAS MUESTRAS 
DE AR Y JJ EN LOS FACTORES DE RIESGO HISTÓRICOS 
 






APÉNDICE D. DIFERENCIAS ENTRE CHICOS DE AR Y JJ EN 
CONDUCTA ANTISOCIAL AUTOINFORMADA 
 
  






APÉNDICE E. DIFERENCIAS EN LOS FACTORES DE RIESGO 












APÉNDICE F. DIFERENCIAS ENTRE LOS ADOLESCENTES DE AR Y JJ 
EN LOS FACTORES DE RIESGO INDIVIDUALES 
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